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VERSION T AQUIGRAFICA. 

J. ASISTENCIA. 

Asistieron los señores: 

-Acuña Rosas, Amérjco; 

-Aguirre Doolan, Humberto; 

--iUla'niralw Oncgü, Carlos; 

-Ayh17Ín J~_zóc:w, PaJ.l'ióa; 

--JO:;J:ra Cories, Alberto; 

_·-~Gs5:ay L~lva~ Luis; 

-~~balncs S;lU(U;;l1Ú;:.., k'";"'rancisco; 

-CmC:j}'.lsan;¡ Chávcz, Julicta; 

;;~.~hl:::J:.1 5?eraha) .L1211 de Dios; 

-Carrera VilIaviccncio, María Elena; 

-CnntI'cr:.s Tapia, Víctor; 

--Cül'vuián Lépez, Luis; 

-Chadwick Valdés, Tomás; 

-Dnrún Nc~v:;~:¡nn, Julio; 

-Ferranuo ri::cun, lticardo; 

-r'"ncca Ac'.lo, José; 

-Fucntealba Moena, Renán; 

-García Garzena, Víctor; 

-Gormaz Molina, Raúl; 

-Gumucio Vives, Rafael Agustín; 

-Hamilton Depassier, Juan; 

-Ibáñez Ojeda, Pedro; 

-Irureta Aburto, Narciso; 

-Jerez Horta, Alberto; 

-Juliet Gómez, Raúl; 

-Lorca Valencia, Alfredo; 

-Luengo Escalona, Luis Fernando; 

-Miranda Ramírez, Hugo; 

-Montes Moraga, Jorge; 

-Morales Adriasola, Raúl; 

-Musalem Saffie, José; 

-Noemi Huerta, Alejandro; 

-Ochagavía Valdés, Fernando; 

-OlguÍn Zapata, Osvaldo; 

-Pablo Elorza, Tomás; 

-Palma Vicuña, Ignacio; 

-Papic Ramos, Luis; 

-Prado Casas, Benjamín 

-Reyes Vicuña, Tomás; 

-Rodríguez Arenas, Aniceto; 

-Sepúlveda Acuña, Adonis; 

-Silva Ulloa, Ramón; 

-Sule Candia, Ansehno; 

-Tarud Siwady, Rafael 

-Tcitclboim Volosky, Volodia; 

-Valcnie Rossi, Luis; 

--."calellzu~b Sáez, Ricardo, y 

---Ven lElihlsnbrock Lira, Julio. 

C{11F:HP .. l!:,~·<;n: [:;!'~Ln3S, !i;s ::::c[·:::~·t"s l\-Ijll~st .. üs de 

JUEÚt;¡¡, de Defen3a Nacional y de Tierras y Co­

l~:!:úz~~~')¿ .~. ~r ;-:: "~T3 LL.;uu! r~} en .. :? Ponce, .Jos6 Tohá 

G: ~:~<~~~~~> -;: !-I1_-¡":~~; '-;"i!) :¡l~(..:.'tC~lC:; :tI01ioales, l'{!::pecti­

vr:~-,-~ :,:':, 

., .. ~.~;: 1'.6 t~,,-: S::cr~;[arjQ el s~ñf)r Pch;;)~) F~.~~ne1"ca 

Ter;¡ y dc Prosecrctario el scñor Daniel Egas Ma­

tan,ala. 

II. APERTURA DE LA SESlON. 

-,Se {:'¡'¡ó Zt~ scsiéYtL a las 16.1·~, eíz, 1JTe-
3enc,ia dc 39 sci'ior'es Senadores.' , 

t:l S 2:'101' AYLWIN (Presidc l1t:;) .-En 
el nombre de Dios, se abre la sesión. 

IIl. TRAMITACION DE ACTAS. 

El señor AYLWIN (Presidente).-Se 
da pOi' aprobada el acta de la sesión 471.l, 
que no ha sido observada. 

El acta de la sesión 481¡l, queda en Se­
cretaria a disposición de los señores Se­
nadores hasta la sesión próxima, para su 
aprobación. 

(Véase en el Boletín el acta aprobada). 

IV. LECTURA DE LA CUENTA. 

El señor AYLWIN (Presidente).- Se 
va a dar cuenta de los asuntos que han lle­
gado a Secretaria. 

El señor PROSECRETARIO.-Las si­
guientes son las comunicaciones recibidas: 

Mensajes. 

Cuatro de Su Excelencia el Presidente 
de la República. 

Con el primero, incluye entre las mate­
rias en que puede ocuparse el Congreso 
Nacional durante la actual legislatura ex-
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traordinaria el proyecto de ley que pro­
rroga indefinidamente la -exención de con­
tribuciones de que goza un inmueble de 
propiedad de la Sociedad de Autores Tea­
trales de Chile (Cámara de Diputados, 
primer trámite). 

-Se manda archivarlo. 
Con los dos siguientes, retira y ha¡:e pre­

sente la urgencia para el despacho del pro­
yecto de ley que dispone que la Corpora­
ción de la Vivienda transferirá gratuita­
mente a los integrantes del equipo chile­
no de caza submarina, una vivi<mda en 
la ciudad que indiquen. 

-Queda retirada la urgencia y lanue­
va se califica de "simple". 

Con el último, hace presente la urgen­
cia para el despacho del proyecto d8 ley 
que autoriza al Presidente de la RépúbEca 
para destinar fondos a la adquisición del 
bien raíz en que nació Pablo N eru (Ü~. 

-Sa califica de "simple" la urgencia. 

Oficios. 

Tres del señor Presidente del Tribunal 
Constitucional. 

Con el primero, transcribe la providen­
cia recaída en las observaciones formula­
das por el Senado al requerimiento de Su 
Excelencia el Presidente de la República 
relativo a la constitucionalidad de diver­
sas disposiciones del proyecto de ley so­
bre arrendamiento de habitaciones y lo­
cales comerciales. 

-Se manda agregarlo a sus anteceden­
tes. 

Con el segundo, transcribe la resolución 
recaída en el reclamo de la Honorable Cá­
mara de Diputados por "promulgación in­
completa" de la ley NI) 17.:593, de Presu­
puestos para 1972. 

CO~1 el último, transcribe la resolución 
recaída en el requerimiento de 17 señores 
Senadores 'para que se declare la inhabi­
lidad de don José Tohá González para ser 
,designado Min.istro de Defensa Xacional 
,y permanecer en ese cargo. 

-Quedan a disposición de los sMíores 
Senadores. 

Quince, del señor Presidente de la Ilus­
trísima Corte de Apelaciones de Iquique, 
de los señores Ministros de Economía, Fo­
mento y Reconstrucción, de Educación PÚ­
blica, de Justicia, de Trabaj o y Previsión 
Social, y de Minería, y de los señores Vi­
cepresidénte Ejecutivo de la Corporación 
de Fomento de la Producción, Conserva­
dor del Archivo Nacional y Jefe del De­
partamento de Finanzas de los Ferroca­
rriles del Estado, con los cuales dan res­
puesta a las peticiones que se indican, for­
muladas por los Honorables Senadores se­
ñores Acuña (1), Aguirre Doolan (2), 
Luengo (3), Silva Ulloa (4) y Valente 
(,5) : 

1) Creación de Escuela Consolidada en 
San José de la Mariquina. 

2) Necesidades de Escuela N9 43 de Co­
piulemu. 

3) Edificio para cárcel de Loncoche. 
Oficina de Identificación en Cher­
quenco. 
Proyectos de inversión para Bío-Bío, 
Malleco y Cautín. 

4) Destitución del funcionario que se­
ñala. 
Remuneraciones del personal de Fe­
rrocarriles. 
Creación de séptimo año básico en 
Escuela NI) 17 de Tocopilla. 

5) Abastecimientos en zona norte. 
Remuneraciones adeudadas a profe­
sores de liceo nocturno de Antofa­
gasta. 
Camino entre Sillajuaya y Sagasca. 
Copia de la resolución judicial que 
indica. 
Sede social para empleados particu­
lares de Arica. 
Diversas consultas al Ministerio de 
Economía. 
Diversas ,consultas al Ministerio de 
Educación Pública. 
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-Quedan a disposición de los señores 
Senadores. 

Informes. 

Tres de la Comisión de Relaciones Ex­
teriores, recaídos en igual número de Mel'­
sajes de Su Excelencia el Presidente ue 
la República con los que solicita el acner­
do constitucional necesario para desig!lar 
como Embajadores Extraordinarios y Pli::­
nipotenciarios ante los Gobiernos 1ue se 
indica, a las .personas que se señalan: 

1) A don Mario Prieto Serviere, 1:mte 
los Gobiernos de Libia y Sudán. 

.2) A don Fernando Contreras Tapia, 
ante el Gobierno de la República Arabe 
Siria. 

3) A don Alejandro Jara Lazcano, an­
te el Gobierno de Irán. 

Otros tres de la misma Comisión, re­
caídos en los siguientes proyectos de aCU8t'­
do de la Honorable Cámara de Diputa­
dos: 

1) El que aprueba el Convenio de In­
tercambio Cultural entre Chile y COlom­
bia (véase en los Anexos, documento 1). 

2) El que aprueba el Convenio Básico 
de Cooperación Técnica y Científica sus­
crito con Colombia (véase en los Anexos, 
documento 2). 

3) El que aprueba el Convenio de Cons­
titución de la Unión Postal de las Amé­
ricas y Es.paña, y el Protocolo Final del 
mismo (véase en los Anexos, documen­
to 3). 

Uno de la Comisión de Constitución, Le­
gislación, Justicia y Reglamento, recaído 
en las observaciones formuladas por el 
Ejecutivo, en segundo trámite, al proyec-· 
to de ley que reglamenta el derecho a su­
fragio de los analfabetos (véase en los 
Ansxos, documento 4). 

Uno de la Comi¡;ión de Obras Públicas, 
recaído en el proyecto de ley, en tercer tr{¡­
miLI:? constitucional, que faculta a la Cor­
poración de Sorvicios I-Iabitacio"lales pa­
ra entregar encomodato precario los tC)­

rrenos declarados ·en situación irregular 

en conformidad a la ley N9 16.741 (véase 
en los Anexos, documento 5 ) . 

Uno de la Comisión de ÜbrasPúblicas, 
y otro de la de Asuntos de Gracia, recaí­
dos en el proyecto de ley de la Honorable 
Cámara de Diputarlos que dispone que la 
Corporación de la Vivienda transferirá 
gratuitamente a los integrantes del equi­
po chileno d2 caza submarina. una vivien­
da en la ciudad que indiquen (véase en 
los Anexos, documento 6). 

-Quedan pam tabla. 

Cambio de trámite. 

En la última sesión se dio cuenta de 
una moción del Honorable Senador señor 
Sule, con la que inicia un proyecto de ley 
que libera de derechos la internación de 
elementos donados a la Parroquia "Nues­
tra Se,ñora del Carmen", de Chimbarongo, 
y de un mensaje de Su Excelencia el Pre­
sidente de la República con el que inclu­
ye este asunto entre las materias en que 
puede ocuparse el Congreso Nacional du­
rante la actual legislatura extraordinaria 
y le otorga el ,patrocinio constitucional ne­
c2sario para su tramitación. 

Por error, se tramitó a la Comisión de 
Hacienda, en circunstancias de que, por 
contener una disposición sobre contribu­
ciones, debe tener su origen en la Hono­
rable Cámara de Diputados. 

El señor AYLWIN (Presidente).-So­
licito el acuerdo de la Sala para enviarlo 
a la Honorable Cámara de Diputados, 
donde constitucionalmente debe tener su 
origen. 

Acordado. 

V, ORDEN DEL DIA. 

ACUSAf:ION CONSTITUCIONAL EN CONTRA 

DEL MINISTRO DEL INTEmm~ SEf:O~ JOSE 

TOiU\. GOXZALEZ. 

El señor AYL\VIN (Presidente:).- En 
con.:'crmidac1 COl) las disrosi ciO;lCS cLl 'fí­
lulo :::CI c1.-o] Reglamento; COlTeSl~o:;:(1;:: iri­
ciar el eXU'J18:1 d2 la acusa::ión ckebcida 
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por la Cámara de Diputados en contra del 
señor Ministro del Interiol', don José 'fo­
há GOl1zález. 

En conformidad a las disLJosiclones del 
artículo l~G del HG':;'laEl,2n'l0, COlTcs~ondc 
al señor Secretario del Sellado hacel' la 
l'cla~i0(l de la aCL~saciÓn. 

E:l seÍloi' ~,;IGT':;EHOA (Secrelar~o). -
¡{ol1ora\:;k ~:Gllado: 

culpado e informe de una Comisión de 
linco Diputados elegidos a la suerte con 
exclusión de los acusadol'C;s. Este in:or­
me (lelJe~'ú ser c;ya r2uado en el ténnÍllo de 
seis días, pasados los cuales la Cámara 
rroced¿l'2l sin ll. Si resultare la atil'ma­
ti';a, ~lOir,trarú tres Diputados qne la íor­
I11a~icel1 y pl'osigan ante el Senado. Si el 
il1cullJ~do no asistl8l'c a la sesión a que se 
le eitc:, o no E.l1\-ial'c di~~:rc~l~a (~~, r~Lta, i 0-

clrú la C:.E1D-l'U rüLovar la ci~acióJ1 o ]~l'O-

3e~lO~~'S _'jll_~Lr~t:t~tos tJrcsenLal"Oll acusacIón en CÜ~1-~l'a deA -; '~':~kl!d¿:llt8 (~0 ia l:,:~~.¡··¡:j; __ a, 
cons~lLucio~~a~ G~l C()l:~:l"a c~cl s,~~~o~' .... ,_~lJ.js- ,:~:.; ... l,-<CSi:é-:'L'~~ Gi \.-o~o l~~~ la li)~~~,JrOl lu \:\.: los 
tro del J.~:.t(;l10~', ~~on j oS';~ r-l_-oll~c ";01",::· 
por la l'CSl~Ol1~';;::Ljllldad Ll-A.2 le cai~:: e '. 1D.3 

contillEas, l'~itcLaJas y gl a \Tes III ¡~l [l:~cio­
n~s a la3 ga:fa~ltlas conSd-~-~tClof:alt5~ las 
accioll(:s y omisiones en que ha incurrido, 
que han compl'ometiC:~o en ¡anTIa igual­
mente g'l'ave la seguridad del Estado y 
han slgnilicaJo el au'opdlarnieí1'Lo Lié lUi:\ 

leyes o haberlas dejado sin ejecució~l. 
En la parte l~el'tlllerüe, la di.:;posidón 

constitucional en referencia dice: 
"Artículo 39.-Son atribuciones exclu­

sivas de la Cámara de Diputados: 
"19-Declarar si han o no lugar las acu­

saciones que diez, a lo menos, de sus miem­
bros formularen en contra de los siguien­
tes funcionarios: 

"b) De los Ministros de Estado, por los 
delitos de traición, concusión, malversa­
ción de fondos públicos, soborno, infrac­
ción de la Constitución, atropellamiento 
de las leyes, 1)01' habel'las dejado sin eje­
cución y por haber comprometido grave­
ü1ente la seguridad o el honor de la N a­
ción. Estas acusaciones podrán interpo­
nerse mientras el Ministro estuviere en 
funciones y en los tres meses siguientes 
a la expiración de su cargo. 

"En este caso, la Cámara declarará den­
tro del término de diez días si ha o no lu­
gar la acusación, previa audiencia del in-

1 _' _~~i'J._, l--::1: ~.},~,~_'Cl~~~0. 

~~i :c;; :2ClrL~.d C:8.S0t-i, el ÜC-l.f:::~Ct0 ~~,-_:-:<-\i'Ú 

SL;S)/~j:rliC:o d2 SL'S funciones desde el mo­
lEcnlO en C}L,C la Cámara declare (ine ha 
ll:gar la aC:i..lsaci0n. La s~.s~)€:!.~~SiJii \?ésai'á 
SI el 0¿L<lC10 clCi::iesUmal'e ;a 2/,:,,'SU,c:/'li o 
si no se pronunciare dentro dE: los L·2in­
ta dias sig~~d2rlies." 

El libelo acusatorio, firmado por diez 
señores Diputados, con:;ienza señalando 
que con motivo de la última elección pre­
sidencial, el Partido Demócrata Cl'istiallo 
estuvo de acuerdo en votar en el Congre­
so Pleno por el candidato que había obte­
nido la primera mayoría relativa, sobre la 
base de un compromiso perfectamente cla­
ro, que se debatió a la luz pública, el que 
no implicaba para el señor Allende y los 
partidos que lo apoyan el renunciamien­
to de ninguno de los punLos de su progra­
ma presidencial y que no incluía tampoco 
prebenda o beneficio alguno rara la De­
mocracia Cristiana. 

Sostienen los acusadores que dicho com­
promiso consistió en reformar la Consti­
tución Política del Estado con el fin de 
consagrar, reiterar y perfeccionar, de ma­
nera muy clara y expresa, las denomina­
das "garantías constitucionales" que re­
glamenta el capítuló III de nuestra Car­
ta Fundamental y que constituyen una de 
las bases fundamentales sobre las cuales 
descansa nuestro régimen político y, ]0 que 
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es más importante, el sistema de convi­
vencia pacífica y democrática de los chi­
lenos. 

Continúa el libelo señalando que dicho 
Estatuto de Garantías Constitucionales 
contó con la aprobación unánime de todos 
los partidos políticos y fue expresamente 
apoyado por don Salvador Allende Gos­
sens, primero con su voto afirmativo en 
calidad de miembro del Senado y l)oste­
riormente con la promulgación de la re­
forma constitucional en su condición ya 
de Presidente de la República. 

Por esta causa, señalan los acusadores, 
es perfectamente claro entonces q~le no 
sólo existe el deber legal del actual Go­
bierno de respetar la Constitución Políti­
ca y las garantías constitucionales que 
ella consagra, sino que, además, existe en 
esta materia un alto compromiso de ca­
rácter moral y político del cual la Demo­
cracia Cristiana ha sido principal impul­
sora, Por ello, señala el libelo, el Partido 
Demócrata Cristiano está dispuesto a ha·­
cer respetar de manera inflexible el Es­
tatuto de Garantías Constitucionales, con­
vencido de que ese es el único camino para 
que Chile continúe por la senda del per­
fecionamiento democrático que desea la 
casi totalidad de nuestros ciudadanos y a 
la cual este país ha dedicado sus mayd­
res esfuerzos en una larga lucha que ya 
sobrepasa los 150 años de nuestra histo­
ria. 

Por estas consideraciones, seflalan los 
acusadores, y ante los gravísimos hechos 
que en el último tiempo han conmovido a 
la opinión pública, el Partido Demócrata 
Cristiano decide, en cumplimiento de un 
deber irrenunciable, acusar constitucio­
nalmente al señor Ministro del Interior, 
por la responsabilidad que le cabe en las 
continuas, ,reiteradas y graves infraccio­
nes a las garantías constitucionales, así 
como las acciones y omisiones en que ha 
incurrido, las que han comprometido, 
igualmente en forma grave, la seguridad 
del Estado y han significado el atropella-

miento de las leyes o haberlas dejado sin 
ejecución. 

Causales. 

l.-Existencia de grupos armados 
ilegales. 

A este respecto, señala el libelo que es 
un hecho político, notorio y que ha produ­
cido y produce gran alarma pública, has­
ta el extremo de que consideran que ES el 
principal problema político que tiene hoy 
el país, la existencia de movimientos, bri­
gadas, grupos' o cuerpos que, ter:.iendo ar­
mas de toda clase, presionan a la opinión 
nacional, suplantan o interfieren a la fuer­
za pública y actúan, con di'.;u-sos pretex­
tos, impidiendo el correcto ejercicio de los 
derechos y de las garantías que ofrece 
nuestra Constitución Política a los habi­
tantes del país. 

Señalan los acusadores que los viles ase­
sinatos del ex Comandante en J efe del 
Ejército don René Schneider; del ex Vice­
presidente de la República don Edmundo 
Pérez Zujovic; de los funcionarios del Ser­
vicio de Investigaciones, Subinspector don 
lVIario lVIarÍn Silva y de los detectives se­
ñores Carlos PéTez Bretti y Gerardo En­
rique Romero Infante; de los carabineros 
Cabo Tomás Gutiérrez Urrutia, Luis Co­
fré López y Luis Fuentes Pineda; del co­
merciante Raúl Méndez Espinoza; del enó­
logo don Gilberto González, en el fundo 
Santa Blanca, de la provincia de O'Hig­
gins, y de Teresa Weil lVIartínez, cerca de 
La Unión, fueron preparados en forma 
artera, calculada y alevosa, por miembros 
de agrupaciones o entidades que contaban 
y cuentan, en la actualidad, con una fuer­
te organización y con disponibilidades de 
dinero y armamento. 

Señalan los acusadores que rOl' inci­
dentes promovidos por estas organizacio­
nes bajo el pretexto de apoderarse violen­
tamente de predios agrícolas al margen 
de la ley de Reforma Agraria, se ha te-
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nido que lamentar la muerte del pequeño 
agricultor Rolando Matus, en la ocupa­
ción del fundo Carén, en Villarrica; del 
joven mapuche Juan Milipán, en el segun­
do asalto del fundo Brasil Sur, en Lauta­
ro; del mapuche Moisés Huentelaf, en el 
asalto del fundo Ches que, en Cautín. 

Asimismo señalan los acusadores que 
por un incidente en el recinto de la Uni­
versidad de Concepción, miembros de la 
brigada "Ramona Parra" dieron muerte 
con arma de fuego al estudiante de esa 
Universidad señor Arnoldo Ríos; que en 
el fundo Moncul, de Cautín, muere el es­
tudiante del II'IIR José Jorge Fernández, 
quien participa en una toma, al reventar­
le una carga de dinamita que llevaba en 
el bolsillo; en la ciudad de Puerto Aisén, 
el 3 de abril de 1971, miembros de la bri­
gada "Elmo Catalán" dieron muerte al mi­
litante de la Juventud Demócrata Cristia­
na Juan Millalonco. 

Señalan asimosmo que el suicidio de do­
ña Antonieta Maachell, secuestrada en su 
predio por ocupantes ilegales del mismo, y 
las muertes por infarto cardíaco de doña 
Domitila Palma y de don Jorge Baraho­
na, son fruto de la presión y de la violen­
cia ejercida indebidamente. 

Afirma el libelo que, en consecuencia, 
se trata de verdaderos cuerpos armados 
que existen y actúan al margen de la Cons­
titución y de la ley. 

Subrayan que el artículo 2~ ele nuestra 
Carta Fundamental, con la redacción que 
se fijó pOI' la reforma promplgada d 9 de 
enero de Unl, dispOJ1e texti.:;alm2nte: 

"La fuerza pública Está COllsWxida {mi­
ca y c;xclt'si'.'arncnte rO'e las Fnel'za:::: i~l'­
madas y el Cncrr:o 6e Ca}'a1Ji~lsros, insti­
tuciones c~?Lcia~lIl(:lr:~c rror8sio=-~aIE,s) ~c­

rarqu12aJas, d~s2iplinac~_a~. (/:)ec1i~,~- ~,-f3 ,~' ~~) 

d21it<-,~"[r:' es. ~_::~lo CE vi:' '.:C: c'; l~_,_[: 

.. 
das, salvo la del personal que deba cum­
plir funciones exclusivamente civiles." 

Señala la acusación que a la luz de esta 
disposición, es perfectamente claro que no 
pueden existir grupos armados de carác­
ter particular, ya que la fuerza pública 
se radica única y exclusivamente en las 
Fuerzas Armadas y en el Cuerpo de Ca­
rabineros. 

El legislador no sólo excluye la posibi­
lidad de que existan tales grupos arma­
dos, sino que pená expresamente estas si­
tuaciones. Nuestra legislación actual -
concretamente la ley 12.927, de 6 de agos­
to de 1958, denominada ley de Seguridad 
Interior del Estado- se refiere en varios 
de sus artículos a la materia señalada. 

La acusación sostiene, en consecuencia, 
que la existencia de los grupos armados 
privados está excluida de nuestra Consti­
tución. "Desde que Chile es Chile", son 
las Fuerzas Armadas y la policía los en­
cargados de la seguridad interna y exter­
na del país, y todo grupo que asuma esta 
situación está contrariando el mandato 
expreso de la Constitucióü y está signifi­
cando una amenaza para la paz y la se­
guridad de los chilenos. La ley, además, 
pena expresamente la formación de esos 
grupos, la ayuda que se preste a su orga- . 
nización; el comercio, entrega y tenencia 
de al mas y prohíbe el uso de éstas sin 
permiso d€ la autoridad competente. 

La aplicación de la ley de Seguridad 
Interior del Estado, en sus priEcirlales as­
pectos -entre ellos los que se acaban de 
ssñalar- sólo puede iniciarse a l'equeri­
miento o por dEnuncia dél lVIi !li s ~erio del 
Intcl'iol' o de los Íntendc:.1:cs. Es. 1'1JES, 1;01' 
IYi<lllClato expl'é:so del legis~ador, lFC el m~-

el q~le d2,;,}[t C:'~Ini~-lil' ES as o;J1iga(,~io_;~~,~~, 

Ssü.::.~a~l Jos 2_ ... :~:0ado~'cs (;UC el s:._J-~o;' J_,;i­
Ij~-'l'O ~.~-::~,! -:~~l¡~-~~;"Oj_' Le ~-_[;, C:~~i_y:- L,/o ,·:'~:_as 

r,-~s!-o·~:.~,:~l.~)i-:ic~a:1:;s q-:.~c ll_: ell) 1"_~L~)1 )':-:i \~O';S­

l~C c::/~.s (:o:,~¡ >}'; ,s ~ tit-.-~c:i,j~) ~/' la h-: .. ~r SO~)I'~-; cs'a:::; ~'~~'h c.-i~"~,, 

~a8 cJa-
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ras disposiciones constitucionales y lega­
les referidas. Es un hecho público y no­
torio, del cual incluso se hace alarde, la 
existencia de un "dispositivo de seguri­
dad" en la propia Presidencia de la Repú­
blica, cuyos componentes, que tienen ar­
mas y las usan, conocidos como Grupo de 
Amigos Personales (GAP) no son ni po­
licías civiles ni uniformados, siLo pe1'so­
nas cuya identidad se desconoce y niyos 
e\11])leos no han sido autorizados re ley 
alguna, como lo dispone categóricamc>1te 
el artículo 44, NQ 59, de la COllstitlición 
Política del Estado. 

En segundo lugar, señalan que f18 ha 
comprobado la formación de organizacio­
nes y grupos de choque que, con el nom­
bre de l\IIR, FER, MCR, VOP, FTR, u 
otrtls siglas, desembozadamente plantean 
a la opinión pública la necesidad de sus­
tituir a la fuerza pública, infiltrando po­
líticamente al Ejército o intel'fiTiendo el 
desempefío de Carabineros, con el propó­
sito de alzarse contra el Gobierno consti­
tuido. Esta es la única interpretación de 
los llamados que hacen continuamente a 
recurrir a "la vía armada" o a la "vía vio­
lenta". Se preguntan los acusadores: 
¿ Contra quién se llama a las armas si no 
contra las instituciones democráticas, con­
tra los poderes constituidos, uno de los 
cuales es, precisamente, el Poder Ej ec:uti­
vo? Pues bien, esos grupos, en vez de re­
cibir el repudio del Gobierno y especial­
mente del Ministerio del Interior, son has­
ta respaldados por él, se coniundsn en las 
manifestaciones con los integrantes de los 
partidos de Gobierno, dialogan incluso con 
el Presidente de la República. Ahí se ve, 
señala la acusación, una clara y flagran­
te infracción a la Constitución, un atro­
pellamiento de las leyes, en especial al 
artÍe1l10 .19, leJéra d), de la ley de SegurI­
dad Intedor del Estado, un af[m de de­
jar sin ejecueión esas mismas leyes, y, 
con esas actitudes, comprometel' ;sJave­
l1lf:l1te la seguridad de la Nación. 

Los acusadores hacen presente que el 
Supremo Gobierno estimó del caso indul-

tal', mediante decreto de insistencia, a 
miembros de la Vanguardia Organizada 
del Pueblo (VOP) y del Movimiento de 
Izquierda Revolucionaria (MIR) que se 
encontraban procesados por delitos comu­
nes. Quiso, de esa manera, abrir un diá­
logo con esos "idealistas" y buscar un cli­
ma de pacificación nacional, aduciendo su 
carácter de Gobiel'llo recién instalado. Pe­
ro el señor Ministro del Interior, que sus­
cribió el decel'to de insistencia Ijara im­
poner el indulto referido -señalan los 
acusado1'8s-- no podía iznora1' los i1110r­
mes de la policía que acreditaban la peli­
grosidad de las personas beneficiadas con 
dicha medida y la gravedad de los deli­
tos que habían cometido. 

Desgraciadamente -agrega la acusa­
ción- los grupos y especialmente los que 
conespondían a los elementos que fueron 
indultados de esa manera, renovaron su 
acción de asaltos y tomas y de violencia 
en el orden l~olítico, llegando incl~~so al 
crimen político, alevoso y cobarde, reco­
nocido por la opinión nacional. 

Señalan los acusadores que el pa 1S es 
testigo de cómo en cada una de las ocasio­
nes en que se han producido los hechos se­
ñalados, el Partido Demócrata Cristiano 
y una gran parte de la opinión pública 
han advertido que la conducta del Gobier­
no y del Ministerio del Interior no se con­
cilia con el cumplimiento de las leyes, ya 
que debía atenerse rápidamente a la diso­
lución de todos los grupos armados ilega­
les. 

Con ocasión del asesinato del ex Vice­
pl'!3sidente de la República don Edmundo 
Pérez Zujo\Ü.{;, el Partido Demócrata Cris­
tiano hizo ver una vez más la urgencia de 
poner fin a las camr:añas de odio y difa­
mación, de proceder a la inmediata diso­
lución de las bandas armadas y de adop­
tar medidas respecto a la J efatul'a del Ser­
vicio de Investigaciones (Iue garantizaran 
una acción policial eficaz, de esh'icta co­
laboración C011 la acción de la jusLieia y 
ajena a toda influencia política partidista. 

A pesar de ello --s8ÍÍalan los acnsado-
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res- ha continuado la acción de esos gru­
pos, dando origen a numerosos y graves 
incidentes y se han creado nuevos grupos 
de choque. Brigadas que fueron dadas a 
conocer a la opinión pública como "pro­
pagandistas callejeras" de los principales 
partidos de Gobierno -el Socialista y el 
Comunista- S8 han convertido ahora en 
verdaderos grupos de combate, que ata­
can a manifestantes de la oposición, vio­
lan la autonomía universitaria, asumen 
funciones policiales, portan cstensible­
mente armas contundentes y reciben, mu­
chas veces, protección de la fuerza públi­
ca l~or mandato superior de funcionarios 
del propio Ministerio del Interior. 

Todo este cuadro está dando origen y 
fomentando la creación de grupos anta­
gónicos, alguno de los cuales el propio Go­
bierno asocia con "Patria y Libertad", y 
otros sectores con las brigadas "Ramona 
Parra" y ":Clmo Catalán", los que ]lare­
cieran aeel'se, como junto con otl'os ya 
organizados, poseedores exclusivos de la 
fuerza pública y facultados para hacerse 
justicia por sí mismos. 

Señalan en seguida los acusadores, co­
mo hecho especialmente importante sobre 
esta materia, lo ocurrido en la Escuela de 
Ingeniería de la Universidad de Chile. Un 
grupo de alumnos ocupa dicha Escuela 
ante resoluciones consideradas por ellos 
ilegítimas, impuestas por el Consej o ~\J 01'­

mativo Superior de dicha Universidad. 
Elementos extra universitarios (brigada 
Ramona Parra, pobladores de Nueva La 
Habana y obreros del edificio UNCTAD) 
asaltan la Escuela, violando la autonomía 
universitaria, hieren a decenas de jóve­
nes a quienes toman prisioneros y proce­
den después a identificarlos, fotografiar­
los y ficharlos, infringiendo así las más 
elementales garantías individuales. Lle­
gan al extremo de retener a un j oven, al 
que exhiben en lo alto del ediÍÍcio y a 
quien golpean en la cabeza y en otras par­
tes del cuerpo para obtener la rendición 
de sus compañeros que contemplan impo­
tentes ese espectáculo. Las Fuerzas de 01'-

den se limitan a permanecer cerca de los 
hechos, sin intervenir. 

Agregan los acusadores que pocos días 
después se repite este mismo cuadro de 
agresión en la Universidad Católi.ca de 
Val paraíso. 

Asimismo, señalan, se produce una si­
tuación l}arecida, por falta de 11rotE::cción 
policial, cuando numerosos parlamenta­
rios concurren a la Casa Central de la 
Universidad de Chile a entregar al Hector 
señor Boeninger los acuerdos de la Cáma­
ra de Diputados sobre el conflicto univer­
sitario, y fueron recibidos con piedras, 
lanzadas con verdadera furia, por los in­
tegrantes de la brigada Ramona PalTa, 
que se habían adueñado del edificio. 

Agregan, sobre este mismo punto, los 
acusadon:s, que en la comuna de La Rei­
na los grupos de choque atacan a J~ol)la­

dores e incendian una iglesia protestante. 
Las mismas organizaciones y gl'UrOí-\ se 

toman violentamente edificios municipa­
les iml)idiendo el funcionamiento ele las 
municipalidades; organismos por cuyo de­
senvolvimiento debe velar muy especial­
mente, porque están bajo su dependencia, 
el Ministerio del Interior. 

Todo este proceso -señala la acusa­
ción-, parece culminar con la conducta 
observada por el Ministerio del Interior 
con ocasión de la marcha legal y auto­
rizada que un gran número de mujeres 
rEalizó en la ciudad de Santiago, el día 
19 de diciembre del año recién pasado. 

Toda la ciudad de Santiago pudo com­
probar cómo -indican los acusadores-, 
desde antes de iniciarse la concentración, 
grupos provistos de armas contundentes, 
incluso armas de fuego hicieron anuncios 
públicos y aprestos para atacar a las ma­
nifestantes -sin que la fuerza pública lo 
impidiel'a-, ataque que se materializó es­
pecialmente cuando éstas llegaron al tér­
mino de su recorrido fijado en la Plaza 
Vicuña Mackenna. Sin siquiera reparar 
en la condición de mujeres de las parti­
cipantes, se hizo uso en contra de ellas 
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de bombas lacrimógenas, de toda clase de 
armas cortantes y contundentes y se dio 
origen a un descomunal incidente a con­
secuencia del cual resultaron 97 personas 
lesionadas, varias de ellas en forma gra­
ve. 

Nada de esto habría ocurrido -asegu­
ran los acusadores- si el l\Iinistro del 
Interior hubiese procedido de acuerdo con 
los términos del artículo 22 de la Cons­
titución Política del Estado, que lo obliga 
a actuar en contra de los grupos anna­
dos ilegales. Basta1)a, al efecto, impartir 
instrucciones al Cuerpo de Carabineros y 
al Servicio de Investigacioes, conducentes 
a la detención de los infractores y a la 
denuncia de eE'tos grupos a los tribUlJalcs 
de justicia, conforme lo establecen los ar­
tículo 49 letra d), 69, 10 Y 26 de la ley 
12.927. Expresan que infringió así la 
Constitución, atropelló claras disposicio­
nes legales y dejó sin ejecución perento­
rios preceptos de esa ley, cuando sólo él 
podía ponerlos en movimiento. 

Afirman los acusadores que ha sido tan 
ostensible la incapacidad del Ministerio 
del Interior para poner fin a la actividad 
de estos grupos armados ilegales, en cum­
plimiento de sus irrenunciables deberes de 
resgllardar el orden público y garantizar 
el ejercicio de los derechos ciudadanos, 
que el propio Ejecutivo, a raíz del asesi­
nato de don Edmundo Pérez Zujovic, dis­
trajo a la opinión pública con la presen­
tación de un proyecto de ley contra el te­
rrorismo político, pidiendo la mayor ur­
gencia para tratarlo. Dicho proyecto fue 
abandonado por el propio Gobierno. 

H.-Infracción del artículo 109, N9 4, de 
la Constitución Política del Estado. 

La citada disposición asegura a todos 
los habitantes de la República: 

"El derecho de reunirs3 sin permiso 
previo y E'in arms. En las plazas, calles y 
demás lugares de uso público, las rennio-

nes se regirán por las disposiciones g(;­
nerales que la ley establezca.". 

Esta es una de las garantías más tras­
cendentales que nuestra Constitución con­
sagra y mediante ella se asegura a todos 
los ciudadanos, cualquiera que sea su con­
dición social o posición política, el dere·· 
cho de reunirse sin permiso previo y ex­
presar sus opiniones. 

Según los acusadores, este derecho pri­
mario y característico de un régimen ver­
daderamente democrático está siendo 
amagado y violado por la acción del Mi­
nisterio del Interior y de los funcionarios 
que de él dependen. 

Agregan que, con motivo de una reu­
nión de campesinos, programada en la 
ciudad de Santiago, el día 19 de septiem­
bre del año recién pasado se hizo ostensi­
ble el propósito de esos funcionarios ele 
quebrantar la garantía del derecho de reu­
nión, para cuyo efecto se impidió y :;:,e 
obstaculizó en las carreteras el trayi::c:to 
de los campesinos con el burdo y desca~i· 
ficador cargo, afirmado pública y per30-
nalmente por el señol" SubSEcretario del 
Interior, de que se trataba de grupos de 
"borrachos", concepto que, a juicio de los 
acusadores, resulta inconcebible en los la­
bios de tan alto funcionario de un Gobier­
no que se dice representante de obreros 
y campesinos. 

Una vez vencidas esas dificultades, COll_ 

tinúan los acusadores, campesinos efec­
tuaron una concentración en las cercanías 
del Congreso Nacional, en donde fueron 
atacados, con la tolerancia de las autori­
dades, por grupos perfectamente orgaIli­
zados que integran las brigadas' armadas 
de las cuales antes ya se ha hecho men­
ción. 

Pero donde la infracción al derecho de 
reunión ha sido más abierta y con plena 
participación de las autoridades depen­
dientes directamente del :ceñor Ministro 
del Interior -aseguran los acusadores-­
fue con motivo del desfile y conCe:1h~1-
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ción femenina programados para el día 1<'> 
de diciembre' del año último. 

El día 26 de noviembre de 1971, las 
organizadoras del acto solicitaron el per­
miso correspo;1diente, el cual fue otorga­
do por la Intendencia de Santiago, fiján­
dose el siguiente recorrido: Plaza BaqGe­
dano, Parque Forestal, Merced, calle San­
ta Lucía, Huérfanos, Estado, Alameda 
Bernardo O'Higgins, para terminar en 
Avenida Bulnes. 

Según los acusadores, horas antes de 
iniciarse la concentración la Intendencia 
de Santiago alteró arbitrariamente el re­
corrido, señalando como lugar de térmi­
r:o de la manifestación la Plaza Vicuña 
Mackenna, y, lo más grave del caso y 
que demue~tra la arbitrariedad de la me­
dida, es que simultáneamente autorizó 
otra concentración, para la misma hora, 
de un grupo políticamente antagónico que 
debía realizarse en Alameda Bernardo 
O'Higgins frente a la sede de la Casa 
Central de la Universidad de Chile. 

Una medida de esta especie --expre~'an 
los acusadores- además de arbitraria es 
demostrativa de una negligencia gravísi­
ma, puesto que no se concibe que la auto­
ridad administrativa responsable del or­
den público, teniendo en cuenta el clima 
de violencia que se había registrado con 
anterioridad en las calles de Santiago, au­
torice, para el mismo día y hora, dos COll­

centraciones antagónicas que debían lle­
varse a efecto a pocas cuadras de distan­
cia. 

Si a esto se agrega la tolerancia con 
que se dej ó actuar a las brigadas armadas 
que habían hecho anuncios públicos y pre­
parativos para atacar a las manifestantes 
e impedirles que ejercieran su legítimo de­
recho de reunión, resulta fácil compren­
der las consecuencias de tantos desacier­
tos: a) la concentración no pudo llevarse 
a término, debiendo ser suspendido el ac­
to final y la intervención de oradores, y 
b) quedó un saldo de 97 personas lesio­
nadas. 

Lo más grave del caso -manifiestan 
los acusadores- es que tanto la policía 
uniformada, que evidentemente cumplía 
órdenes superiores, como los miembros de 
las brigadas armadas que atacaron a las 
mujeres, prácticamente las bloquearon en 
la Plaza Vicuña Mackenna y sólo la sere­
nidad y entereza de las manifestantes pu­
do evitar una estampida que habría tenido 
trágicas consecuencias. 

E"tos hechos, agregan, no tieuGn P~\X2-
dentes en nuestra historia cívica, pues ja­
más s(~ había imp2dido a las mujeres ejer­
cer su derecho de reunión ni se había yis­
to que hordas armadas atacasen a muje­
res a mansalva, todo ello en pleno cell­
tro de Santiago, a pocas cuadras de La 
Moneda y con pleno conocimiento del iOe-
110r Ministro del Interior. 

Otra manifestación de la lenidad del Mi­
nisterio del Interior para resguardar el 
derecho a reunión -hacen presente los 
acusadores- constituye la negativa sis­
temática del señor Intendente de Valpa­
laí80 en orden a otorgar el permiso soli­
citado por el Partido Demócrata Cristia­
."0 de eé'a ciudad para realizar una con­
centración el día 3 de díci2mbre, aducien­
do para tal efecto que obedecía órdenes 
superiores. Sólo pocas horas antes de la 
manifestación, y en atención a urgentes 
requerimientos hechos ante el Subsecreta­
rio del Interior, se pudo obtener la au­
torización necesaria. 

En dicha concentración de Val paraíso 
-agregan los acusadores- no se registró 
un solo incidente, lo que demuestra en for­
ma palmaria que quienes provocan los de­
:,:órdenes no son otros que grupos arma­
ddos, de mentalidad totalitaria, que obe­
decen a s2ctores políticos afectos al Go­
bierno. Los acusadores afirman que una 
[)l'ueba de ello la constituye el hecho de 
que el día antes de la manifestación la 
Directiva Provincial de la llarúacla Uni­
dad Popular en Valparaí80, pidió a sus 
partidarios, y fue cbedecida, que no 
realizaran contl"amanifestaciones. Ello lle-
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muestra que ni siquiera sería necesario 
que el señor Ministro del InterioT enco­
mendara a la fuerza pública el resguar­
do del derecho de reunión, sino que bas­
taría que las directivas políticas de los 
partidos y movimientos adeptos al Go­
bierno impartieran esas instrucciones. 

III.-Detenciones arbitrarias y otros 
¡n'ocedirnienios ilegales. 

Según expresan en el libelo los acusado­
res, con motivo de los sucesos ocurridos 
en Santiago los días 19 y 2 de diciem 01'e, 
especialmente en la comuna de Providen­
cia, la Dirección General de Investigacio­
nes practicó una serie de det€nciones <H­

bitrarias, realizó apremios ilegítimos e 
hizo uso indebido de armas de fuego, a 
consecuencia de lo cual tres personas re­
sultaron con lesiones de carácter graYe. 

Dicha actuación, afirman, es absoluta­
mente insólita y contraria a la norma in­
variable según la cual es el Cuerpo de 
Carabineros, y no la Policía de Investiga­
ciones, quien debe intervenir en caso de 
manifestaciones o disturbios callej eros. 

Además, 'agregan los acusadores que, 
según información de diversos testigos 
presenciales, en la acción del personal de 
Investigaciones y conjuntamente con la 
policía, intervinieron elementos ajenos a 
dicho Servicio. 

Hacen presente que, como consecuencia 
de dichas acciones, se detuvo a personas 
que nada tenían que ver con los inciden­
tes, las que fueron maltratadas de hecho 
por el personal de Investigaciones y per­
manecieron detenidas en el cuartel de la 
Dirección de Investigaciones por mayor 
tiempo que el consignado en la ley. 

Aducen, en seguida, que las acciones 
anteriores constituyen una infracción de 
los artículos 13 y 14 de la Constitución 
Política; de los artículos 252, 253, 254, 
260. 267, 269 y 270 del Código de Pro­
cedimiento Penal; de los artículos 49 y 

69 de la ley 6.180 y del artículo 12 de 
la ley 11.743, y que de todas ellas es res­
ponsable el señor Ministro del Interior" 
por cuanto la Dirección General de Inves­
tigacionss Está bajo su inmediata depen-, 
dencia, como lo señalan los artículos 19 
de la ley 6.180 y 19 del DFL. 311; de 
1953, y que no es posible pensar que, da.., 
do el clima de tensión que vivía en esos 
momentos la ciudad, que obligó al Gobier­
no a disponer primero una cadena nacio­
llal de radio y a decretar después una zo­
na de emergencia, la Dirección de Inves­
tigaciones las haya llevado a cabo sin el 
conocimiento y la autorización expresa del 
Ministel'io del Interior. 

Por otra parte -agregan los acusado­
res- la actuación ilegal del Servicio de 
Investigaciones no viene a ser sino la con­
secuencia del hecho de que la conducción 
de tal organismo baj o su actual Director 
está lesionando el principio consagrado en 
los artículos 68 y siguientes del Código 
de Procedimiento Penal y en el DFL. N9 
311, del año 1953, según los cuales dicho 
Servicio es un órgano colaborador y au­
xiliar de la Administración de Justicia en 
lo criminal, pues se ha dedicado a desa­
rrollar actividades político-partidistas que 
distorsionan su función propia. 

Expresan asimismo, que, concretamen­
te, el artículo 19 letra C) de la ley 14.711, 
señala que son extensivas a los funcio­
narios del Servicio de Investigaciones -
incluido su Director General- las prohi.,. 
biciones que el artículo 323 del Código 
Orgánico de Tribunales establece en sus 
números 1 Q, 29 Y 39, con respecto a los 
funcionarios judiciales, el que prohíbe rea­
lizar actividades de carácter político. 
Agregan que es de público conocimiento 
que el señor Director de Investigaciones 
forma parte de órganos directivos de un 
partido político, que participa activamen­
te en ellos y que continuamente ha formu­
lado declaraciones o realizado acciones de 
carácter estrictamente político que no só­
lo vulneran dichas disposiciones legales, 
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sino que también acarrean la . inquietud 
de la ciudadanía, que observa que un ser­
vicio tan importante para la acción de la 
justicia y para la seguridad de las perso­
nas, no actúa con criterio de respeto y 
equidad para todos los sectores, sino con 
un criterio político que distorsiona abso­
lutamente tan delicada función. 

La infracción a las referidas prohibi­
ciones legales, violadas en el caso del se­
ñor Director de Investigaciones, constitu­
ye, de acuerdo con la letra e) del artícu­
lo 1Q de la ley 14.711, un mal comporta­
miento que debe ser sancionado adminis­
trativamente. 

A pesar de ello -afirman los acusado­
res- el señor Ministro del Interior, su­
perior inmediato del Director de Investi­
gaciones, no ha adoptado resolución al­
guna para poner fin a tal situación. 

IV.-Infracción de disposiciones constitu­
cionales y legales en relación a los medios 

de comunicación. 

Según los acusadores, hay una tenden­
cia marcada de los partidos de la Unidad 
Popular, con el apoyo del propio Gobier­
no, de apoderarse de los medios de di­
fusión más importantes y crear situacio­
nes imposibles de operación a aquellos 
que no están en su poder. Para esto úl­
timo, dicen, no se les entrega propaganda 
de los servicios del Estado, y si alguno la 
recibe, es presionado para mantener de­
terminada línea, y otras veces se retarda 
el registro de importación de maquina­
rias, como en el caso del diario "La Pren­
sa". 

Agregan que se ha impedido a las uni­
versidades extender sus transmisiones de 
televisión a provincias y la Televisión Na­
cional es usada como instrumento para 
defender una determinada ideología -la 
del Gobierno y de la Unidad Popular-- y 
para atacar a la Oposición. Por último -
señalan- Sl~ pretende estatificar la fábrí-

ca de papel de diario con el propósito de 
controlar el suministro de ese elemento. 

A.-Radiodifusión. 

l.-Clausuras ilegales. 

Expresan los acusadores que el 2 de di­
ciembre de 1971, por resolución sin núme­
ro, el Director de la Oficina de Informa­
ciones y Radiodifusión de la Presidencia 
de la República ordenó suspender las 
transmisiones de Radio Presidente Bal­
maceda, y que, por resoluciones similares, 
se clausuraron las radios Agricultura y 
Santiago. 

El texto de dichas resoluciones se trans­
cribió a la Superintendencia de Servicios 
Eléctricos para su ej ecución. 

Los acusadores manifiestan que las dis­
posiciones invocadas en las resoluciones 
respectivas son inaplicables a este caso, 
motivo por el cual estiman que la medida 
es arbitraria, ilegal e inconstitucional. 

El análisis de esta aseveración es el si­
guiente: 

El artículo 3Q del Reglamento de Trans­
misiones dice 'que sólo puede aplicarse 
sanción de clausura cuando se han dicta­
do, previamente, normas sobre la com­
posición de los programas y su calidad 
artístico-cultural, y ellas son infringidas. 
La resolución no cita ninguna norma dic­
tada por la Secretaría General de Gobier­
no que haya sido violada en los casos de 
radios Presidente Balmaceda, Agricultu­
ra o Santiago. En las resoluciones, tam­
bién se cita el artículo 21 del Reglamen­
to, pero según esta disposición no puede 
sancionarse con clausura, porque ella mis­
ma indica que debe hacerse con arreglo 
a la ley N9 12.927, de Seguridad del Esta­
do, en cuyo caso es el tribunal competen­
te el que podrá suspender hasta por seis 
días las transmisiones de la radio infrac­
tora. 

Por su parte, el artículo 28 de la ley 
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NI? 15.576, sobre Abusos de Publicidad, 
establece que es el juez del crimen respec­
tivo el que podrá disponer la suspensión. 

Agregan que las resoluciones son ílega­
les por haber impuesto suspensión de 
transmisiones "hasta nuevo aviso", ya que 
no podría exceder de seis díai:', y que, asi­
mismo, son inconstitucionales porque vio­
lan la garantía del NI? 3 del artículo 10 
de la Constitución Política del Estado. 

Puntualizan que la infracción de e:,~ta 

garantía, en el caso de Radio Presidente 
Balmaceda, es mucho más grave, porque 
pertenece a un partido político y porque 
se viola una llorma cansagrada por el "Es­
tatuto de Garantías". 

2.-Silenciarniento a 1'adio3 de Santia­
go po)' acción de un interventor designado 
POI' el señor Minist1'o del Interior. 

Explican, en seguida, que con motivo 
de la huelga declarada por el personal de 
radioperadores de las emisoras de San­
tiago, el Gobierno decretó la reanudación 
de faenas por decreto supremo NQ 1.655, 
de Interior, de 15 de noviembre de 1971, 
que se publicó en el Diario Oficial de 30 
de noviembre de 1971, fundado en el ar­
tículo 38 de la ley N9 12.927, sobre Segu­
ridad del Estaao. 

En ese decreto se designó interventor 
al funcionario de la Superintendencia de 
Servicios Eléctricos, don Lautaro Echibu­
rú Concha, quien citó a los radiodifuso­
res a las 18.30 horas del día 30, a una 
reunión que se inició con la lectura de 
una "resolución" que ponía término al 
conflicto. 

Los acusadores estiman que esta reso­
lución equivale a un fallo que el interven­
tor no tiene facultades para dictar y que, 
además de ilegal, es arbitraria y abusiva 
y viola preceptos constitucionales que ga­
rantizan la libertad de expresión y de tra­
bajo, siendo su objetivo último producir 
la quiebra de las empresas de radiodifu­
sión. Manifiestan que el interventor se ne-

gó a considerar su ilegalidad o modifica­
ción y fijó plazo hasta el 23 de dici¡~m­

bre para el cumplimiento de su fallo, an­
te lo cual las radios reclamaron a la Con­
traloría General de la República. Firma­
ron ese reclamo don Luis Rodríguez, don 
Octavio Cavada y don Luis Hernán Vide­
la. Igual reclamación hicieron ante el se­
ñor Ministro del Interior, quien aseguró 
al Presidente de la Asociación de Radio­
difusores de Chile, don Daniel Ramírez, 
que el Gobierno no intervendría las ra'" 
dios y revocaría cualquiera ilegalidad del 
Interventor, 

El día 24 de diciembre de 1971, el Sin­
dicato de Radíoperadores notificó que 
iniciaba la huelga, a partir de las 13 ho­
ras, por no haberse cumplido la resolu­
ción del interventor, lo que se hizo efec­
tivo. 

Dicen los acusadores que el señor Mi­
nistro fue advertido de esta situación y 
no intentó acción alguna para evitarla. 

Algunas radios, pertenecientes a los 
partidos de Gobierno o a sus personeros, 
aceptaron la resolución del interventor y 
reanudaron sus transmisiones. El resto de 
las radios permanecieron silenciadas. 

Los acusadores aducen que este silen­
ciamiento se ha originado por una resO­
lución ilegal y arbitraria de un interven­
tor designado por el Ministro del Inte­
rior, cuya actuación viola preceptos cons­
titucionales sobre libertad de expresión e 
información, libertad de trabajo y, espe­
cíficamente, los contenidos en el "Esta­
tuto de Garantías". 

Agregan que no sólo se ha excedido 
en sus funciones, infringiendo el artículo 
38 de la ley N9 12.927, sobre Seguridad 
del Estado, y el decreto de su designa­
ción, sino que ha violado el artículo 4Q 
de la Constitución Política del Estado y 
los artículos 19 y 5Q del Código OrgániCO 
de Tribunales, que entregan la facultad 
de rewlver las contiendas entre partes, a 
los jueces respectivos. 

La aclaración de la resolución de 30 de 
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noviembre, hecha por el señor Intenden­
te el 14 de diciembre, confirma la ilega­
lidad de la actuación del interventor a 
la luz de lo que dispone el artículo 38 de 
la ley N9 12.927, Y no deja de ser arbi­
traria y abusiva, aun suponiendo que te­
nía facultades para resolver el conflicto, 
pues dictó su fallo sin oír a las partes ni 
requerir estudios eccmómicos pal'a fij al' 
los reajustes. A contü.uación, los acusado­
res enumeran los beneficios económicos 
resueltos por el interventor y concluyen 
que su costo medio para las radios es de 
un 80%. 

Señalan que para apreciar la infrac­
ción al número 3 del artículo' 10 de la 
Constitución, incorporado por el "Es (a­
tuto de Garantías", debe tenerse presen­
te la arbitrariedad referida. Que nada S2 

obtiene con garantizar a las personas el 
derecho de mantener medios de difusión, 
si a través de funcionarios de Gobierno se 
intenta la quiebra económica de los mis­
mos. 

La resolución del interventor -sostie­
nen- es un medio para llevar a la ruina 
económica o a la dependencia del avisaje 
estatal a muchas radios de Santiago; de 
esta forma, se está de hecho alterando el 
régimen de funcionamiento de las radios 
e impidiendo que los particulares y los 
partidos de Oposición mantengan esos 
medios de comunicación. 

A juicio de los acusadores, confirma lo 
anterior el hecho de que las radios de los 
partidos de Gobierno o sus personeros 
hayan aceptado el fallo, pues es sabido que 
~e financian, casi en su totalidad, con pu­
blicidad estatal o de organismos depen­
dientes del Estado. 

Consignan que atenta contra la liber­
tad de trabajo, garantizada por el N9 14 
del artículo 10 de la Constitución, lo es­
tablecido en el punto 89 de la l'Esolr .. cíón 
del interventor que obliga a S2T miembro 
del sindicato de radiocontrolado1'2s a quie­
nes trapajsn ocasionalmente o cc} 10rm.3. 
permanente en las emisoras, ya que bas­
taría que el sindicato hiciera perder su 

calidad de socio a uno de sus miembros 
para que éste no pudiera seguir trabajan­
do en parte alguna. 

Consideran también ilegal el punto 11 
de dicha resolución, que obliga a contra­
tar seguro por habaj ador, en circunstan­
cias de que ya existe seguro en favor del 
personal, en virtud de la ley N9 16.744, y 
lo estiman arbitrario porque no esta.ba si­
quiera pedido por los operadorls en su 
rliego. 

También sería ilegal, a juicio de los acu­
sadores, el planteamiento del pLmto 13, 
que escapa a las materias 1'r01Jias de un 
rliego de peticiones, por lo que se trans­
grede el Código del Tl'abaj o, al aceptarse 
que las emisoras deben ceder gratuita­
mente media hora de transmisión quin­
cenal para la difusión de las actividades 
del sindicato o de otros organismos gre­
miales. Esta cesión gratuita sólo podría 
Establecerse por ley. 

Reiteran los acusadores que, como con­
secuencia de la dictación de una resolu­
ción inconstitucional, ilegal, arbitraria y 
abusiva se ha producido el silenciamien­
io de numerosas radios de Santiago, por 
lo cual se infringe la garantía constitu­
cional del N9 3 del artículo 10 de la Cons­
titución, mediante la acción de un funcio­
nario dependiente del Ministro acusado. 

B) Televisión. 

Respecto de este medio de comunica­
ción, los acusadores, antes de hacer una 
enumeración no taxativa de algunas in­
fracciones legales) señalan que al contem­
plar los programas del Canal de Televi­
sión Nacional se comprueban Jos abusos 
que se cometen diariamente como "la di­
vulgación de tesis políticas que no repre­
sentan la mayoría nacional y la transmi­
sión de noticias tendenciosas en que las po_ 
siciones de los sectores de Oposición -
que constituyen más del 50 % de la opi­
nión política chilena- 110 tiene;'l cabida 
alguna", y la emisión de "programas de­
bidamente orquestados tendientes a inju-
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riar y calumniar a personeros políticos de 
la Oposición. 

Puntualizan que el Partido Demócrata 
Cristiano notificó al Gobierno de estas gra­
ves irregularidades y exigió cambios en la 
dirección del Canal Estatal, con ocasión del 
asesinato de don Edmundo Pére7.. 

En seguida analizan algunas infraccio­
nes: 

l.-Incumplimiento del aTtículo 3! de la 
ley de Televisión Ch'ilena. 

La ley N9 17.377 dispone, on su artícu­
lo 34, que "los canales de blevisión debe­
r{m destinar no menos de treinta minutos 
a la semana para difundir espacios en los 
cuales los distintos paytidos polítir:.os y mo­
vimientos políticos con representación par-
1amentaria puedan, en condiciones equita­
tivas, debatir los problemas nacionales 
frente a la ciudadanía", y prohíbe trans­
mitir propaganda rolítica. 

En concepto de los acusadores, la Opo­
sición no tiene presencia en la televisión 
y en cambio el tono, estilo y orientación 
de los programas son de carácter enco­
miástico y publicitario en favor del Gobie~'­
no y de algunos partidos que lo apoyan. 

El Consejo Nacional de Televisión -
afirman- ha discutido la aplicación del 
precepto antes ya citado) durante mfl,s de 
un año, y existe acuerdo en esta materia) 
pero no obstante los requerimientos hechos 
por los representantes del Parlamento '/ la 
Corte Suprema ante dicho Consejo, la dis­
posición se mantiene incumplida. 

2.-Situación del Canal Nacional ele Te­
levisión. 

La Em presa Nacional de Televisión es 
una persona jurídica de derecho público, 
cuyo patrimonio) por su o:'igen, pertel1¿C2 
a todos los chilenos --expresan los acusa­
dores- y -agregan- debiera ser la ex­
presión de los propósitos que el legis12dor 
asignó a la televisión chilena, pero "bi2~1 

sabemos que estos nropésitos no han sido 
respetados por la Tels'Jisi Su N aci ':mal". 

Agrava esta situación, S,~gÚll los aCUS~1-
dores, el hecho de que el seiíor LUg2i1l0 

González Rojas, designado por el Presi-

dente de la República, con acuerdo del Se­
nado, haya renunciado como Presidente del 
Directorio de esa Empresa y que sea ésta 
digida por personas que no merecen la 
confianza política del órgano que debe 
acordar su nombramiento. 

Señalan que hasta la fecha no se ha dic­
tado reglamentación para el funcionamien­
to del Canal Nacional de Televisión, por lo 
que un cuantioso patrimonio material y 
moral se encuentra: en la más absoluta ile­
galidad. 

3.-Lirnitación al derecho de Téplica. 
Este derecho está reconocido en nues­

tra Carta Fundamental y recogido por la 
legislación chilena, pero, ello no obstante, 
los acusadores señalan que no es aceptado 
por los ejecutivos de 10'J canales de tele­
visión; se cuestiona el derecho a l1tili~ar 

el mi:::mo medio y el mismo eS'~[tcio y, en 
los casos en que se ha aCel)tado, se hace 
con excesiva posterioridad al programa qne 
motiva la respuesta. 

V.-Atropellos a las Juntas ele Vecinos a 
través de la aplicación arbitraria de la 

ley N9 16.880. 

Mencionan los acusadores que la ley de 
Juntas de Vecinos constituyó el recsi1oci­
miento de la capacidad del }iueblo para 
organizarse y resolver por sí mismo, en 
el nivel de base, los problemas que se plan­
tean, con independencia de toda dirección 
de la autoridad administrativa. 

Destacan que el Gobierno actual, a tra­
vés de las intendencias y de la acción di­
recta del Ministerio del Interior, ha esta­
do scbrepasando las atribuciones que la ley 
le otorga, para así ]:oder dirigir y contro­
lar esas organizaciones, lo que "constituye 
un abuso de autOI'idad despreciable si se 
considera que se ejerce sobre los más dé­
biles apl'O\'echando que sus organi;acic­
nes se encuentraCl en un proceso eJe g2stn­
ción". 

En seguida, se refieren a los aTtieulos 
35, 36 Y 37 de la }'C:y rP ] 6.880 que, res­
pectivamente, disponen que la surervigi-
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lancia y fiscalización de las j untas de ve­
cinos y de las organizaciones comunitarias 
corresponden al Ministerio del Interior y 
otorgan a las intendencias facultades para 
intervenir una junta de vecinos por cau­
sales muy taxativas. El reglamento sobl'e 
la materia, en su Título X, completa la to­
talidad de las atribuciones con que cuenta 
el Gobierno en relación con las organiza­
ciones comunitarias vecinales. 

Se asevera en el libelo, que las intenden­
cias han hecho una interpretación antoja­
diza de la ley, para (~ercer un csntl'ol abu­
sivo y lesionar la libertad y democracia 
interna de dichas organizaciones, utilizan­
do el N9 .3, del artículo 37, que permite la 
intervención, cuando se formula "recla­
mación fundada contra el Directorio pre­
sentada por el tercio de los vecinos de la 
Junta, en la forma prescrita por el Re­
glamento". Este reglamento no se ha dic­
tado y en ello se amparan las intendencias 
para actuar a su entero arbitrio. ~ o exi­
gen el quórum de vecinos señalado por la 
ley; así se explica que en los decretos de 
intervención se empleen fórmulas vagas 
como "ante los reiterados reclamos" o "an­
te las innumerables reclamaciones", con lo 
que se viola la ley. 

A continuación, los acusadores ilustran 
su denuncia con algunos ejemplos: 

1) La Junta de Vecinos de la Población 
La Pincoya, Unidad Vecinal número 40 
de la comuna de Conchalí, fue interveni­
da ante numerosos reclamos por mal fun­
cionamiento de la Bomba de Parafina que 
administraría la Junta. Dicen los acusa­
dores que este decreto contiene todos los 
vicios analizados anteriormente, amén de 
que la -citada bomba no se encuentra en­
tregada a la Junta, sino que existe un con­
trato de reventa entre la Copee y un 
miembro del Directorio que actúa como 
particular. 

2) A la Junta de Vecinos de la Pobla­
ción Lo Valledor Norte se la intervino, se­
gún se dijo, por la negativa del Directorio 
para inscribir en el Libro de Registro de 
Socios algunos habitantes de la Unidad 

Vecinal. La intervención tuvo los mismos 
vicios descritos anteriormente. Se llamó a 
€lecciones de Directorio, cuando el actual 
hacia más de un año que estaba en fun­
ciones. Con la inscripción de nuevos so­
cios se pretende tomar el control de la Jun­
ta sobre la base de los reclutados por el 
Interventor. 

3) La Junta de Vecinos de Lo Cañas, co­
muna de La Florida, fue intervenida por­
que algunos vecinos de la Unidad Popular 
reclamaron que el Libro de Registro no 
les era llevado a sus casas, en circunstan­
cias de que el Directorio sostenía que de­
bía permanecer en el local de la Junta. 

4) La Unión Comunal de Juntas de Ve­
cinos de Valparaíso presentó sus Estatu­
tos para la aprobación del Ministerio del 
Interior que, tácitamente, se entendieron 
aprobados al cabo de treinta días. Sin em­
bargo, más de sesenta días después el Mi­
nisterio desconoció el Estatuto e impnso 
otro. 

5) La Unión Comunal de Juntas de Ve­
cinos de Vicuña, provincia de Coquimbo, 
es otro caso. 

Existen situaciones ilegales, igualmen­
te, en las Poblaciones Villa México y Ro­
bert Kennedy, de la comuna de Maipú, y 
Blanqueado, de la comuna de Las Barran­
cas. 

Dicen los acusadores que a las trasgre­
siones denunciadas deben agregarse otras, 
como el no envío de funcionarios que ac­
túen como ministros de fe para ciertas 
elecciones. Tal es lo ocurrido en la Unión 
Comunal de Centros de Madres de '&uñoa. 

Terminan expresando que la creación 
de las llamadas juntas de abastecimiento 
popular constituye una intromisión en las 
atribuciones de las juntas de vecinos. Es­
tas juntas están siendo promovidas por la 
Dirección de Industria y Comercio y es­
tán funcionando en algunas comunas de 
Valparaíso. Con ello, se sustrae de la Uni­
dad Vecinal una función tan importante 
como la supervigilancia de los precios y 
distribución de bienes de consumo para 
entregársela a grupos sectarios. 



SESION 49:;1, EN 18 DE ENERO DE 1972 2611 

El Ministerio del Interior, que, de acuer­
do con la letra a) del artículo 213 del Re­
glamento debe velar por el cumplimiento 
de la ley N9 16.880, es responsable de las 
situaciones denunciadas. 

Concluyen los acusadores señalando que' 
los antecedentes expuestos, las graves in­
fracciones a normas constitucionales ile­
gales d::munciadas, la incertidumbre sobre 
el libre ejercicio de los derechos esencia­
les de todos los chilenos y la urgencia de 
que se ponga término a tales arbitrarie­
dades, los mueven a utilizar la herramien­
ta legal de la acusación constitucional con­
b'a el ssfíor Ministro del Interior, don José 
Tohá González, por ser responsable de los 
actos y omisiones señalados, que signifi­
ea'1 infracción a la Constitución, atrope­
llamiento de las leyes, por haberlas deja­
do sin ejecución y por haber comprometi­
do gl'avemente la seguridad de la )Jación, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
39, atribución primera, letra b). de la 
Constitución Política, y a solicitar que se 
declare admisible la acusación. 

,Relación de la defensa del señor Ministro 
acusado. 

Comienza el señor Ministro haciendo al­
gunas apreciaciones sobre los principios 
generales que informan la acusación. 

Sostiene que en el sistema constitucio­
nal que nos rige y al que todos hemos ju­
rado acatamiento y obediencia, la respon­
sabilidad de las diferentes autoridades se­
ñaladas en el artículo 39 de nuestra Car­
ta Fundamental tiene un alcance muy pre­
ciso. 

Como es notorio -afirma- existen tres 
tipos de responsabilidad: la civil, la pe­
nal y la política. Con la primera, se hacen 
efectivos los daños causados por un acto 
de autoridad en el patrimonio de un par­
ticular; mediante la responsabilidad penal, 
se incriminan los delitos perpetrados por 
esta autoridad en el ejercicio de su minis-

terio, y mediante la responsabilidad polí­
tica, en cambio, se formula de manera aJ;­
bitraria un juicio de conveniencia y opor­
tunidad respecto de los criterios o políti­
cas fundamentales escogidos por el gober­
nante. 

La responsabilidad política, la más am­
plia y discrecional de cuantas existen, tie­
ne aplicaciones exclusivamente dentro de 
los regímenes parlamentarios; esto es, 
,:quellos en que la autoridad ejecutiva es 
designada por el Congreso N acional y 
permanece en sus cargos mientras cuenta 
con la confianza de la mayoría de sus 
miembros. 

En el derecho parlamentario inglés -
señala- en la que nace y se desarrolla, 
se establece sobre la base del principio de 
que "el monarca jamás puede equivocar­
se", lo que hace necesario sancionar a [us 
colaboradores más directos cualquier de­
satino o incorrección. 

El :VIinistro ubica el origen de esta ins­
titución en el "impeachment" inglés que 
en definitiva persigue el castigo de actos 
delictuosos de los gobernantes en el ejerci­
cio de sus funciones. La Constitución nor­
teamericana recogió el "impeachment" y 
de allí lo tomó la Constitución chilena de 
1833. Sostiene, además, que hay razones 
de texto para llegar a la misma conclu­
sión, como el artículo 39, N9 1, de nues­
tra Constitución, que establece como cau­
sales de acusación determinadas conduc­
tas específicamente indicadas y que la 
función que desempeñan las Cámaras es 
de tipo jurisdiccional, eS decir, comparan 
los hechos con la norma y aplican ésta a 
aquellas, tarea que jamás podría realizar­
se sino para hacer efediva una responsa­
bilidad de tipo jurídico. Agrega otro argu­
mento de texto que sería el artículo 72, N9 
12) que establece el indulto para los fun­
cionarios acusados por la Cámara y juz­
gados por el Senado, y este beneficio, es 
sabido que tiene por objeto dejar sin efec­
to la nema de un delito. Por su parte el ar­
tículo 42, N9 1, dispone, sin hacer ningu­
na excepción, que "el funcionario declara-
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do culpable será juzgado con acuerdo a las 
leyes ... tanto para la aplicación de la pe­
na señalada al delito cometido como" ... y 
el artículo 10, N9 3, que habla de "respon­
der de los delitos y abusos" cometidos en 
el ejercicio de la libertad de opinión, per­
miten concluir que la Constitución no se 
plantea situaciones alternativas y que se 
refiere siempre a conductas infractorias a 
normas jurídicas, lo que hace inferir que 
esta acusación sólo puede perseguir la res­
ponsabilidad penal y ella solamente podrá 
prosperar si se acredita la existencia de 
los hechos que la fundamentan. 

Tal tipo de responsabilidad no existe 
en la Constitución Política ~hilena, la que 
al pronunciarse por un sistema en que un 
ciudadano con el título de Presidente de 
la República administra el Estado y es el 
Jefe Supremo de la Nación, excluyó expre­
s:tmente la posibilidad de que los integran­
tes del Parlamento interfieran en el de­
sempeño de las funciones de los Ministros 
de Estado al consagrar, precisamente en 
la reforma del año 192,5, que es facultad 
exclusiva del Presidente de la República 
nombrar a su voluntad a los Ministros de 
Estado y que éstos son de la confianza ex­
clusiva del Presidente de la República y 
s,e mantendrán en sus puestos mientras 
cuenten con ella. 

Así, en nuestra Carta Fundamental se 
hace responsables a los Ministros de Es­
tado en dos ámbitos perfectamente deli­
mitados: el civil y el penal. Para hacer 
efectiva la responsabilidad civil de un Mi­
nistro, el artículo 412, número 2, al refe­
rirse a las atribuciones exclusivas del Se­
nado de la República, establece un proce­
dimiento especial con carácter de antejui­
cio, según el cual este alto cuerpo legis­
lativo debe "decidir si ha o no lugar a la 
admisión de la acusación que cualquier in­
dividuo o particular presente contra los 
Ministros con motivo de los perjuicios que 
pueda haber sufrido injustamente por al­
gún acto de éstos", y corresponde su j uz­
gamiento a los tribunales ordinarios de 
justicia. 

La responsabilidad penal, en cambio, se 
hace efectiva mediante la interposición de 
las acusaciones formuladas por 10 miem­
bros de la Cámara de Diputados, en con­
formidad a las diferentes causales consig­
nadas en el artículo 39, número 1, de la 
Constitución. 

Respecto de ésta, se ha esclarecido des­
de antiguo que el rótulo con que común­
mente se la denomina,esto es el llamado 
"5 uicio político", no es un j uido sobre la 
responsabilidad política, sino sobre la res­
ponsabilidad penal. Hay quienes atribuyen 
la equívoca nomenclatura a la circunstan­
cia de que los protagonistas en esta clase 
especial de jurisdicción penal: acusadores, 
acusados, jueces, son personalidades polí­
ticas. Otros piensan que el asunto concier­
ne más bien a la clase de delitos por cuya 
responsabilidad se lleva a cabo el procedi­
miento ante las ramas del Congreso N a­
cional. Lo que nadie pretende es que tras 
el hábito en la forma de aenominar esta 
clase de juicio, la cuestión alcance a su 
contenido, que no es en caso alguno un 
j nicio sobre la responsabilidad política. 
Con razón un autor contemporáneo de la 
principal modificación a nuestra Constitu­
ción Política, Alcibíades Roldán, ha seña­
lado que la denominación "políticos" pro­
viene de que en ellos se trata de delitos 
que afectan al Estado, sea en su seguridad, 
sea en su honor, sea en sus instituciones 
fundamentales. A mayor abundamiento, 
basta con tener presente el tenor literal 
de la frase contenida en el número 29 del 
artículo 39 de nuestra Constitución, don­
de luego de consagrar las atribuciones de 
la Cámara de Diputados de fiscalizar los 
actos del Gobierno, se agrega que loo 
acuerdos u observaciones que ésta adop­
te o sugiera "no afectará la responsabili­
dad política de los Ministros". 

Del hecho de que la responsabilidad con­
sagrada en el artículo 39 de la Constitu­
ción Política sea responsabilidad penal, se 
deduce una consecuencia fundamental: 
para hacerla efectiva, es indispensable es­
tablecer que las personas acusadas han co-
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metido un delito, precisamente de aque­
llos que configura el texto constitucional. 
Al respecto no cabe duda de ninguna es­
pecie, y podría abrumar al Honorable Se­
nado con referencias y comentarios auto­
rizados que así lo demuestran. Sostiene 
que de la copiosa bibliografía ha seleccio­
nado dos opiniones terminantes sobre el 
particular, que unen a la no discutida ver­
sación de sus autores, la circunstancia de 
pertenecer a la misma colectividad polí­
tica de sus acusadores. 

En seguida, el señor Ministro afirma 
que el profesor Enrique Evans de la Cua­
dra, titular de la cátedra de derecho COl1S­

titucional de la Universidad Católica de 
Santiago y antiguo Subsecretario de Jus­
ticia durante la Administración del Pre­
sidente Frei, en su obra "Relación di? la 
Constitución Política de la República de 
Chile", eXlpresa que el juicio político tiene 
por objeto hacer efectiva la responsabili­
dad penal de ciertos gobernantes y funcio­
narios en razón de delitos que hayan 1":0-

metido en el desempeño de sus cargos. 
El número 1 del artículo 39 señala mi­
nuciosamente a los funcionarios acusables, 
entre los que se incluye el Contralor Ge­
neral de la República desde la reforma 
constitucional de 1943, y las causales de 
acusación ,para cada uno de ellos. 

Continúa el señor Ministro sostenien­
do que, por su parte don Alej andro Silva 
Bascuñán, en la actualidad Presidente del 
Colegio de Abogados, manifiesta categóri­
camente en su tratado de derecho cons­
titucional que "la responsabilidad políti­
ca ministerial es propia ile los sistemas 
parlamentarios de Gobierno, en los cua­
les los Ministros se mantienen en sus pues­
tos mi,entras cuenten con la adhesión de la 
Cámara y que deben retirarse de sus fun­
ciones desde que se ven privados de su 
apoyo. 

"Esto no ocurre en el sistema de Go­
bierno Presidencial, en el que les basta 
mantener la confianza del Presidente de 
la República. En la Ley Fundamental chi­
lena queda ello e~tablecido en el número 

================= 
2 del artículo 39, según el cual los acuer­
dos u observaciones que se produzcan con 
el voto de la mayoría de los Diputados 
preElentes en el ejercicio de sus faculta­
des de fiscalizar los actos del Gobierno que 
corresponden a la Cámara, no afectarán 
la responsabilidad política de los Minis­
tros,," 

Más adelante agrega el mismo autor: 
"La responsabilidad funcionaria penal '3S 

la que al Ministro sólo S2 puede hacer 
efectiva previo juicio político." 

Ya que de responsabilidad penal se b'a­
ta, es deelr de responsabilidad por la co­
mlSlOn de un delito, queda fijado de in­
mediato un marco riguroso para hae8r 
efectiva tal responsabilidad, más allá de 
la cual cualquier imputación o sanción des­
llabraliza y quebranta el respectivo pre­
cepto constitucional. 

Sostiene también el señor Ministro que 
la idea de delito es inseparable antes que 
nada de la idea de tipicidad. N o sólo debe 
hah:::r una ley que defina o describa el 
hecho con anterioridad al juzgamiento, si­
no que tal definición o descripción legal 
d"be resultar de un texto escrito y no de 
la costumbre, sobre todo, y, ésta es la má­
mixa garantía frente al abuso, debe tra­
tarse de un hecho específico con límites 
perfectamente recortados y nítidos, de tal 
suerte que no se incurra mediante fórmu­
las genéricas y vagas en la posibilidad de 
castigar cualquier cosa con el pretexto de 
que se trata de un delito. 

N o es por azar -dice ,el Ministro- que 
el Reglamento del Senado de Chile, en obe­
decimiento al carácter democrático de 
nuestras instituciones, disponga a este pro­
pósito, en su artículo 181: "Se votará por 
separado cada capitulo de la acusación y 
se entenderá por capítulo el conjunto de 
los hechos específicos que a juicio de la 
Cámara constituyen uno de los delitos que 
según la Constitución Política del Estado 
autorizan para interponerla." 

Dice el señor Ministro que no necesita, 
pues, realizar un gran esfuerzo interpre­
tativo a partir de los principios genera-
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les, a la luz de la ética o del humanismo, 
para exigir que quienes lo juzgan señalen, 
no vaguedades, cargos difusos, actos de 
terceros con los que se le vincula implíci­
tamente mediante esfuerzos acrobáticos, 
sino hechos especíiicos que le puedan ser 
atribuidos personalmente y que constitu­
yen delitos, único caso en que la Consti­
tución autoriza el empleo de esta clase 
de incriminación. Hay un texto expreso 
que constituye interpretación auténtica 
del sentido y alcance de los cargos en cu­
ya virtud es dable acusar y sancionar a 
un Ministro de Estado. El delito no es 
nunca, entonces, una condición personal, 
una posición o la circunstancia de repre­
sentar algo. El delito no consiste en lo 
que una persona es, sino en lo que una 
persona hace. Y por ende, además de tra­
tarse de hechos 'perfectamente definidos, 
debe tratarse también de hechos cometi­
dos culpablemente. 

Tanto la exigencia de tipicidad cuanto 
la culpabilidad, presuponen que la respon­
sabilidad penal no puede ser sino perso­
nal. 

Este concepto es inherente a cualquier 
sistema jurídico, cualquiera que sea su ins­
piración política, que no sea el fascismo. 

El Tribunal Constitucional de la Repú­
blica Federal Alemana, por. ejemplo, se 
pronunció explícitamente en el año 1967, 
en el sentido de que "la responsabilidad 
personal como presupuesto de la punibi­
lidades un principio constitucional". 

Sostiene también el Ministro que entrE; 
nosotros el profesor Alfredo Etcheberry 
expresa: "de allí se infiere que el juicio 
penal no puede referirse al estado o con­
dición de una persona, sino a hechos espe­
cíficos" Estos "hechos específicos" a que 
además se refiere, según se ha visto, el 
Reglamento del Senado y que determinan 
la única forma en que la Constitución au­
toriza el juicio a un Ministro de Estado, 
pU~3Cle consistir en órdenes, instrucciones, 
providencias, o en la deliberada omisión 
de un acto jurídicamente obligatorio, res­
pecto del cual existía la posibilidad de ac-

tual' y siempre que tal omisión o acmon, 
aparte de estar formalmente tipificada, 
revista la gravedad que expresamente re­
clama el texto constitucional y que per­
mite parangonar el quebrantamiento de 
las leyes CDn las otras hipótésis delictivas 
que el artículo 39 citado enumera, tales 
como traición, malversación dE: fondos pú­
blicos y otros. 

El superior jerárquico no responde de 
los actos ilícitos del inferior, sino en la 
medida en que está vinculado a éstos, sea 
rorque voluntariamente lo dispuso, estan­
do prohibidos, o no los impidió debiendo y 
pudiendo hacerlo. Por lo demás -sostie­
ne el señor Ministro- en el Código Penal 
se confiere acción pública a cualquier par­
ticular para perseguir la responsabilidad 
que pudiere afectar a los funcionarios pú­
blicos por la violación de los derechos ga­
rantizados por la Constitución, en los ar­
tículos 148 y siguientes, en los que se con­
figuran varios tipos penales. Pero qui­
zás nada reafirma con mayor elocuencia 
el carácter .personal de las responsabilida­
des de cualquier acusado, que la circuns­
tancia de que en la letra e) del mismo 
artículo 39, N9 1, se consagre la respon­
sabilidad penal y constitucional de inten­
dentes y gobernadores, quienes forman 
parte del Gobierno Interior, son subordi­
nados directos del Ministro de esta Car­
tera y en el ámbito de su competencia te­
rritorial desempeñan, en muchos casos, 
prácticamente, la misma función que co-
rresponde a éste. . 

Pretender que un hombre 11ueda ser 
responsable pena1mente 1;01' conduelas 
que ignora y en virtud de determinacio­
nes que no le son imputablEs constituye 
una vulneración de los princi~Jios más ele­
mentales de cualquier sociedad civilizada. 

El orde::lamiento jurídico chileno reco­
ge en plenitud todos los conceptos ante­
riormente expresados desde que en el año 
1833 se introdujo el mecanismo de la acu­
sadón constitucional. La evolución expe­
rimentada en esta materia no ha hecho 
sino confirmar y acentuar los caracteres 
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que hemos atribuido a esta institución. 
Estas ideas están muy claras en la mente 
de los primeros tratadistas de nuestra 
Constitución, como Carrasco i'Jbano, 
quien explica que la norma pertinente 
"entra a detallar estos delitos especifican­
do cada una de las faltas que lJuedan co­
meter en su Ministerio y por los que pue­
den ser acusados en la forma que más 
abajo se indica. En términos parecidos se 
expresa Jorge Huneeus, y ningún analista 
posterior ha dejado de coincidir a este 
respecto. 

Es ilustrativo recordar -señala el señor 
Ministro- que el texto primitivo de la 
Constitución de 1833 definía en diversos 
artículos los "crímenes o delitos" por los 
cuales la Cámara podía acusar a determi­
nados funcionarios, y en su artículo 98 
expresaba textualmente que "el Senado 
juzgará al lflinistro acusado ejC1'Ci~lldo un 
poder discrecional, ya sea para caracteri­
zar el delito, ya para dictar la p(,l18.. La 
sentencia que pronuncie el Senado no ten­
drá apelación ni recurso alguno.". 

De la sola lectura de ese texto puede 
compnmderse -expresa el Ministro- que 
desde sus orígenes ésta fue, indudable­
mente, una responsabilidad de tipo penal; 
en esa época, además, se atribuía al Sena­
do una facultad amplísima que en la prác­
tica podía resultar anulatoria del princi­
pio consagrado en ella. Como lo expresa 
también Huneeus, refiriéndose al delito de 
notable abandono de deberes, pero en tér­
minos de alcance general, "es imposible 
negar que la Constitución misma es la que 
ha creado el delito de notable abandono de 
deberes"; respecto de los magistrados de 
los tribunales superiores el delito lo crea 
la COl)stitución y el Senado caracteriza el 
hecho resolviendo si imljOrta o no dicho 
delito y resolviendo esto que es gravísimo 
según su leal saber y entender. 

Señala el acusado que probada así la 
afirmación de que desde su origem y en 
todo momento la voluntad del constiü:­
yente y la opinión de los juristas han ca­
lificado coincidentementc como penal la 

responsabilidad que se hace efectiva en el 
llamado juicio político, resulta útil recor­
dar que la reforma constitucional de 
1874, aparte simplificar el rrocedirl1iento, 
reguló, en forma que recogía las críticas 
hasta entonces formuladas, la facultad del 
Senado para caracterizar el delito y su 
pena a discreción. El texto entonces apro­
bado es esencialmente igual al que ahora 
establec.e el artícl'.lo -12, atribución 1:;\, y 
tuvo su origen prEcisamente en la Comi­
sión de Constitución, Legislació~l y Justi­
cia de la Cámara de Diputados. El infor­
me de és~a, luego de refE-l'il'se crlticamen-­
te a la amplitud de la facultad del Senado 
y al peligro que involucraba para su ejel'­
cicio el carácter político de dicho cuerpo, 
expresaba que el Senado "según su dis­
creción puede mandar a Encerrar en la 
Penitenciaria perpetuamente o cO~ldenar 

a la pérdida de la vida". 
Dispuesto el constituyente a paliar ese 

exceso, dio a la disposición constitucional 
el texto que hoy tiene y fundando la mo­
dificación expresó: "¿ Es absolutamente 
necesario arrostrar esos peligros rara que 
el juicio político sirva de garantía contra 
los abusos de los funcionarios públicos? 
De ninguna manera. Dése el Senado la fa­
cultad de declarar al Ministro culpable o 
no culpable y de aplicar como única pena 
la destitución o, si se quiere también, la 
inhabilidad para ejercer cargo público y 
déjese al acusado por el delito que su::; ac­
tos envuelvan y que la ley penal castiga, 
sujeto a los tribunales comunes". El jui­
cio político llena, incluso, su objeto, dan,.· 
do al Senado esa facultad. Obrando de es­
ta manera, se seguirá un precedente res­
petable. 

En seguida, el señor Ministro se pre­
gunta de qué se le acusa y se contesta que 
se le acusa del quebrantamiento de las le­
leyes. Sostiene que él tiene derecho a en­
terarse de qué leyes se trata, cuáles son las 
leyes que ha quebrantado por acción o por 
omisiún, en qué forma y en qué medida. 
Los acusadores --señala el Ministro- me 
colocan en la postura nada cómoda de te-
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ner que adivinar o hacer conjeturas res­
pecto de las leyes que se supone por mí 
atropelladas, y los señores Diputados ten­
drán que excusarme por que mi perpleji­
dad no se haya desvanecido luego de todos 
los debates. No logro saber aún si se me 
reprocha haber quebrantado la ley de Se­
guridad del Estado, o tal vez, la ley de 
Televisión y, quizás, si la de Organizaeio­
nes Comunitarias. Menos todavía puedo 
acertar por cuáles de sus artículos r dis­
posiciones. 

Señala, en seguida, el señor l'dinistro 
que los acusadores no S2 tomaron el tiem­
po y la molestia de explicar cor.crelamen­
te cuáles son los pnoceptos legales atro­
pellados por él y la forma e11 que este 
atropello tuvo lugar, reemplazando tales 
imputaciones concretas por un abigarra­
do y difuso anecdotario, del que tuvo que 
hacerse cargo hasta donde era humana­
mente posible. Agrega el señor l\Iinistro 
que tratará de resumir, de manera muy 
esquemática, lo que a su juicio debe su­
poner como los delitos que se le imputan. 

l.-Existencia de grupos armados 
ilegales. 

En primer término, critica la utiliza­
ción inapropiada e imprecisa de términos 
que en el lenguaje jurídico deben ser €m­
pleados con rigor. Señala que, en la eS1Je­
cie, no se puede utilizar el concqJto pe­
riodístico o del lenguaje cotidiano si se 
pretende enmarcarlo denLl'o de los su­
puestos definidos que la legislación eS)La­
blece para tipificar los "grnros armados 
ilegales" . 

De pasada, se refiere al proyecto de ley 
contra el terrorismo político que haLi'Ía 
sido abandonado por el Ejecutivo, rara 
decir que éste fue injertado con gran nú­
mero de indicaciores qus desnacul'alizít­
tan su senlido, por lo Q:J.8 el GobiGEO (S­
tirnó inconveniente una discusión l~rcci­

pitada por la vía de la Ul'':;8rlcia. EstiDa 
que esta iniciativa del Ejecutií'o con: dbu-

ye a demostrar, precisamente, celo y preo­
cupación y no lenidad. 

Igualmente, analiza la referencia del 
libelo a supuestas campañas de odio y di­
famación que se atribuyen a órganos de 
publicidad afectos al Gobierno. Estima 
que no está claro si el cargo que se for­
mula es el de no imponer la censura de 
prensa o el de no perseguir administrati­
vamente a periodistas simratizantes con 
el Gobierno. Deja constancia de St:s reite­
rados llamados a la moderación y al bGen 
estilo ante eventuales excesos periodísti­
cos, y señala que no ve rc1adón con la 
imlJUtación que se le hace de haber que­
brantado las leyes, respecto de la existen­
cia de grupos armados ilegalES. 

Apunta que los autores de la acusación 
no lograron l~onerse de acuerdo sobre un 
concepto jurídico de "grupos armados ile­
gales"; demostrativo de ello serían las alu­
siones a grupos obreros del edificio de la 
UNCTAD, grupos de pobladores d€ Kueva 
La Habana, o propagandistas callejeros. 
Según ese criterio, todo grupo de perso­
nas, entre las cuales haya alguna que en 
un momento porte armas, se convierte en 
"grupo armado ilegal" para los efectos de 
la ley de Seguridad del Estado. Este de­
fecto de la a¡:;usación se agrava si se tiene 
presente la definición legal de "armas" 
del artículo 132 del Código Penal. 

Señala que los acusadores, al transcri­
bir los preceptos de la ley de Seguridad 
del Estado, parecen suponer que las bri­
gadas Ramona Parra y Elmo Catalán ten­
drían el carácter subversivo que ese cuer­
po legal señala; pero no señalan ningún 
elemento de prueba de que tales jóvenes 
persiguen alzarse contra el Gobierno cons­
tituido o sustituir, atacar o interferir, el 
desempeño de la fuerza pública en la for­
ma ele gn¡lJos paramilitares, rOl' lo que no 
rueden aspirar a que las autoridadES las 
consideren como Lase seria para requerir 
el procesamiento y castigo de tales perso­
nas, de acuerdo con la ley citada. Precisa 
que esto 110 significa que haya de 1= a~·te 



SESION 49~. EN 18 DE ENERO DE 1972 2617 
======================== ========================== 
del Ministro una actitud de tolerancia o 
complacencia o el propósito de amparar o 
facilitar acciones ilegítimas. Siempre que 
las fuerzas policiales han procedido a de­
tener personas sorprendidas en desórde­
nes o incidentes, portando armas sin per­
miso, han sido invariablemente puestas a 
disposición de los tribunales. Jamás el 
Ministro ha ejercido su autoridad para 
influir a Carabineros o Investigaciones, 
ni ha hecho gestión o insinuación ni im­
partido orden para interferir el procedi­
miento legal correspondiente. 

Reitera que para que el Gobierno ponga 
en movimiento la acción penal, debe pro­
barse y no sólo conjeturarse una organiza­
ción militarizada con propósitos o finali­
dades subversivas. 

Apunta que el pasado Gobierno, sabe­
dor de la existencia de esas brigadas, nun­
ca las denunció como constitutivas del 
delito en comentario. 

Recoge la alusión del libelo acusatorio 
sobre el indulto que favoreció a los miem­
bros de la Vanguardia Organizada del 
Pueblo, y señala que esta materia fue uti­
lizada como causal de acusación en contra 
de otro señor Ministro. Destaca los moti­
vos de pacificación social de tales indul­
tos, objetivos que se lograron en la mayor 
parte de los casos, pero no en todos, l~or 

razones que están más allá de cualquier 
previsión. Las personas que persistieron 
en su actividad subversiva, fueron c1en~m­
ciadas por el Gobierno, precisamente po, 
infracción al artículo 49 de la ley ds Se­
guridad del Estado, y algunas, que nada 
tuvieron que hacer con el crimc) CO;ltl'a 
la vida de don Edmurldo I)ére~~J 88' C:l:CUCl1-

tl'al1 encargadas reos, por el lVIinistro su-

lizadas durante la gestión del Ministro 
acusado. 

Señala que el libelo parece querer ex­
tender los deberes represivos de la auto­
ridad, incluso en desmedro del libre uso 
del derecho de opinión; que le interesa que 
el Gobierno no dialogue ni tolere adhesio­
nes pacíficas, sino que arremeta con la ley 
de Seguridad del Estado contra cuanta or­
ganización o sigla sea denunciada como 
grupo armado ilegal, aunque no se ofrez­
can antecedentes de hecho ni de derecho 
que lo justifiquen. 

Observa que cada vez que el Gobierno 
ha detectado una organización que de al­
gún modo infrinja la ley de Seguridad, 
ha formulado la denuncia, y por ello exis­
te un proceso contra los integrantes de la 
VOP y del FAR, en que aparecía compro­
metido un ex alto funcionario de Gobierno 
y del PCR. Indica que las manifestaciones 
verbales y aún la actividad sediciosa que 
no aparece suficientemente acreditada, no 
permiten utilizar la vía de la ley de Se­
guridad; grupos de clara ideología de ul­
traderecha no han sido hasta ahora ob­
jeto de requerimientos por infracción a 
dicha ley, aunque nadie duda de sus pro­
pósitos subversivos y hay razones para 
conjeturar que no se limitan al plano 
verbal. 

Una larga lista revela el celo del Go­
bierno para perseguir estos hechos. Ade­
mús, ha hecho más riguroso el régimen de 
uso de armas de fuego, por resoluciones 
Cl11alladas del lVlinisterio de Defensa y 1]01' 

tina campaña de registro y permisos he­
cha a petición del Ministro del Interior. 

C0T:iO l)arecie~'a que el libelo., en a]~i:lla 
n1cdida, vinculn, a 103 t'gl'~1roS éL.T¡;a~los 

• " . n" " 

82 I'(>_:~E .. : a s-¡.~ C:i'lgi...,l1 r ,~l~~:;_l~i(:a~:; )~:. ~: -,ij-

~J}S C(ll"nS ~ ,.'\~; iGcs cil;o ten:J i<a t!21 a ~-'.~ ~~l-: c~~10 

()_-~ cC):',tra el l~~_:'ir:~:8r I\,Ia!~datai·io de :a :<~-a-

1;01' di1ig:cEeias j~oliciales l'ea-
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En relación con algunas personas 
muertas en forma violenta en hechos 
acaecidos durante el Gobierno anterior, el 
Ministro desecha que se mencionen en el 
libelo acusatorio, por no existir relación 
entre esos actos y el Ministro del Interior, 
como es el caso de los cabos de Carabi­
neros Luis Fuentes Pineda y Armando 
Aurelio Jofré López, del carabinero To­
más Amoldo Gutiérrez Urrutia y del co­
merciante Raúl Méndez Espinoza. 

Las muertes de los funcionarios de In­
vestigaciones Mario Marín Silva, Carlos 
Pérez Bretti y Gerardo Enrique Homero 
Infante son un testimonio de réplica a las 
infundadas aseveraciones de la acusación, 
pues cayeron al descubrir y detener al 
grupo terrorista responsable del asesinato 
de don Edmundo Pérez. El homicidio de 
don Gilberto González Gómez fue cometi­
do por delincuentes comunes, así como el 
asesinato de la señora María Teresa Bhu­
ler Marlínez, y en ambos se capturó a los 
hechores por la diligencia con que actuó 
la policía. En los incidentes ocurridos en 
el fundo Carén, en Curarrehue, el 17 de 
abril de 1971, en que murió el agricultor 
Rolando Matus, Carabineros detuvo a los 
hechores y los puso a disposición del J uz­
gado del Crimen. En la ocupación del fun­
do Brasil Sur, en Lautaro, donde resultó 
muerto el mapuche Jacinto Huilipán Ser­
vinao, Carabineros detuvo a los ocupantes 
y los puso a disposición del Juzgado del 
Crimen. Lo mismo se hizo con ocasión de 
la muerte del obrero agrícola Moisés 
Huentelaf, ocurrida el 22 de octubre de 
1971, en el fundo Chesque, de Loncoche. 

Puntualiza el Ministro que, con los ca­
sos anteriores, puede comprobarse cómo 
la autpridad ha cumplido su menester y 
destaca cómo el uso de la persuación y del 
diálogo ha logrado disuadir miles de to­
mas proyectadas. 

A través de la descripción de lo acae­
cido con motivo de los casos de suicidio 
de doña Antonieta Machelli y de los in­
fartos cardíacos de doña Domitila Palma 
y de don Jorge Barahona. preSentados por 

la acusación como fruto de la preS10n y 
de la violencia, el señor Ministro demues­
tra que estos tres fallecimientos tampoco 
son consecuencias de la acción de grupos 
armados ilegales. 

El acusado hace constar que el Minis­
terio a su cargo propuso un proyecto de 
ley que sanciona severamente la ocupación 
ilegal de inmuebles. 

En seguida, se refiere a los tres últimos 
casos de víctimas fatales mencionados en 
el libelo, la muerte de don Juan Millalonco 
y la del estudiante José Femández Mo­
reno, y hace una relación de ellos, desta­
cando la participación que cupo a las au­
toridades respectivas y su personal inter­
vención ante los directivos de laUmver­
si¿:ad de Concepción, en el caso de la muer­
te del estudiante Arnoldo Ríos Alarcon. 

./\firma, a continuación, que, frente a 
la sistemática y organizada carrJ,.lJaüa pa­
ra crear la imagen del desarrollo de gru­
pos armados, cada una de las denuncias 
ha sido minuciosamente investigada por 
las autoridadeS policiales y que pued8 ase­
gurar, de modo categórico y autorizado, 
que no existen en Chile grupos armados 
ilegales en los sectores agrícolas, como 
tampoco en los sectOTes urbanos. Para de­
mostrarlo, se extiende en el análisis de los 
casos presentados por campañas de pren­
sa y radio. 

Describe la situación conflictiva en las 
localidades de Entre Lagos y Osomo y dice 
que, no obstante el control efectuado, no 
se han comprobado fehacientemente actua_ 
ciones ilícitas. 

Respecto de la denuncia hecha en el dia­
rio La Prensa, de Santiago, el 25 de agos­
to último, sobre la existencia de dos nuevos 
campos de adiestramiento del MIR, en las 
localidades de Pilmaiquén y Río Chico, ma­
nifiesta que Carabineros rastreó el sector, 
ubicó a los informantes y comprobó que la 
denuncia era totalmente infundada. 

Dice que tampoco se comprobó la exis­
tencia de campamentos guerrilleros en el 
sector de Liquiñe cuando se practicaron 
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las averiguaciones correspondient€s por la 
5~ Comisaría' de Panguipulli, de la Pre­
fectura de Va1divia, ante una denuncia 
formulada por el Diputado don Osear 
Schleyer, hecha en la Cámara y difundida 
por prensa y radio. 

Una denuncia telegráfica hecha al .Mi­
nistro pOl' el Diputado don Patrido l\Ickis, 
aC81'C[¡ de la existencia de un grupo al'ma­
do d:mominado .lVIovimienb Obl'e1'O'-.2VO­
lue:ionario, grul'0 Ranquil, en ,el ex func:o 

-~------========= 

diantes simpatizantes, en su mayoría Cl2 

la Democracia Cristiana, que ocupaban el 
edifieio, por una parte, y estudiantes par­
tidal'ios ele la Unidad POIJular -y 110 

"grupos armados" -, IJ01' la otra parte; 
CJ'-lC C:o'l'abineros P}TS~Ó pro'Lccción a qnis­
nes hicieron a!)andol1o dEl l'ecim:o; los (:011-

(iu,) o a la COll1isal'ía y les dej (¡ eL libLL'i ad, 
y dio CUE.llta a: Q\.::nto J:,lL'ga~10 del Cri-

• • 1 .. .¡ ••• 
J D21Ci¿ílLes llllCla-

en {JI SGcto::' üel I~ag~o Rap'el, ft1'2 iY'~\'e:;L::~·a·- VCl'sjc:a~~ de (~llile, el" 18 de }1()"Ír::;lnbl'( 1)2~-
(:6: -:--:~Jr (~,~rabil1Cl'OS, que ,establee ió (!~J~_; 11~-; ~'·~l ;_:"\ \~ (. CP .. ~rl1}l1al~'Jn en la i-i'l'U 1 '::i6n 

J:~s gruf~os. .~ ¡_tr~l -; ~-l-'_,~~;<D, eSl1 el despacho d·el S~.-t;Jsc~~l'e-

])'ers::.)na,'] sDrpl'2nJidas ~;:Jl'tal1- ·~-nl'io (~,~-i . ~-(~3rioL ~ C'ara,:,--i!~~31'Oi:! ¿~( '( ~~~~~ tt~~-

elu ~trnlas fE81'On detenidas y" pli2s:-a;; el 
d': 'c:~i::jón a€ la oÍ 11.'-jticia. 

Destac6 QU2 el funcionario de la C,)l'-
1;OJ'aei6~1 d.8 la Reforma A"gl'arlé\ d~n1 Ga­
briel Co11 Prado, fue destituido de su car­
go al sOl'prenclérsele por Carabineros lle­
v[CLclo al'masen el automóvil que conducía. 

El Ministro del Interior explica que pi­
dió la renuncia al cargo del Gobernador 
de Panguipulli, por considerar inacepta­
ble su actuación en la fracasada detención 
de José Gabriel Liendo, alias "El Coman­
dante Pepe", y destaca que continúa la 
búsqueda de esta persona, para dar cabal 
cumplimiento a la orden judicial respec­
tiva. 

Declara que la descripción objetiva de 
los incidentes ocurridos en la comuna de 
La Reina, el 20 de noviembre pasado, y en 
la Municipalidad de La Florida, el 14 de 
diciembre último, demuestra hasta qué 
punto el término de "grupos armados ile­
gales" es utilizado de modo inaceptable 
desde el punto de vista jurídico, desnatu­
ralizado desde el punto de vista concep­
tual y abusivo desde el punto de vista polí­
tico. 

En relación con los incidentes ocurri­
dos en el interior del Departamento de 
Química, de la Facultad de Ingeniería de 
la Universidad de Chile, destaca el Minis­
tro que éstos se produjeron entre estu-

rantc el <1esanollo de los acoDtecimi~~ntos 
para mantener el orden en las caJle~;, sin 
violal' la autonomía de la l;niYe~'sidad, y 
para proteger el Palacio de La ::\Iol1eda. 

S03Ciene que resulta igualmente falsa y 
sin fundamentú la referencia a los inci­
dentes registrados el día 25 de noviembre 
en la ciudad de Valparaíso, con participa­
ción de estudiantes de la Universidad Ca­
tólica, pues en el libelo se imputa "falta 
de protección policial", lo que no condíce 
con las informaciones del parte de Cara­
bineros y las actuaciones en que intervi­
nieron el señor Intendente de la provill­
cía, el Rector de esa Universidad y diri­
gentes de la Unidad Popular. Describe. a 
continuación, el señor Ministro, aconteci­
mientos ocurridos en Val paraíso el 26 de 
noviembre, frente a los locales de parti­
dos de Gobierno y de Oposición, a los que 
puso término la intervención de Carabi­
neros y la custodia que se dispuso en los 
citados locales. 

.B'inalmente, señala que su actitud, fnm­
te a las denuncias sobre la exist€ncia de 
grupos armados, no se limitó a disponer 
que los servicios de su dependencia, como 
Carabineros e Investigaciones, pesquisa­
ran toda acusación, versión o sospecha o 
que se detuviera a las personas sorpren­
didas cargando armas o haciendo uso de 
ellas o se requiriera o denunciara ante los 
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tribunales de justicia a los responsables, 
sino que su celo y preocupación por ,31 res­
guardo del orden público y de la segUl'idad 
del país, le llevaron a entregar toda la in­
formación sobre el particular a los orga­
nismos competentes de las Fuerzas Arma­
das y a solicitar la colaboración de sus 
servicios de inteligencia para las investi­
gaciones correspondientes. Destaca que él, 
personalmente, visitó la región sospecha­
da, en tres oportunidades. Concluye que la 
afirmación de que tales grupos no ~xisten 
es producto de una investigación acuciosa 
de organismos e instituciones cuya sel'ie­
dad nadie podrá osar poner en duda. 

n.-Infracción del artículo 10, N9 4, de 
la Constitución Política del Estado. 

Frente a este cargo, el Ministro sostie­
ne que el derecho de reunión ha sido escru­
pulosamente n:~conocido por el Gobierno a 
cualquier sector de la ciudadanía, y lo ha 
hfCho ateniéndose a lo dispuesto <~n la 
Constitución: "en las plazas, calles y de­
más lugares de uso público, las reuniones 
se regirán por las disposiciones generales 
que la ley establezca". 

Afirma que es absolutamente falso '3 in­
fundado lo sostenido en el libelo en ,el sen­
tido de que el derecho de reunión "está 
siendo amagado y violado por la acción d,el 
Ministerio del Interior y de los funciona­
rios que de él dependen". 

En el libelo se dan sólo tres supuestos 
casos como antecedentes de cargo. 

Sostiene que tanto en la reunión de cam­
pesinos, el 1 Q de septiembre en Santiago, 
como en la de mujeres, no fue el derecho 
de r'eunión el cuestionado, como lo prueba 
el que una y otra se llevaran a cabo. Dice 
que el 1 Q de septiembre, alrededor ele las 
once horas, cerca de tres mil Caml)8Sinos 
af:liados a la Fcc!eración de Asentamien­
tos y Cooperativas de Re:o,'ma Agraria 
EcL(a1'00 F"~~.' llegaron has':a los jardinss 
del Ccn::l'(~so. A las 1_3.30 horas) c~wndo 
~~:; L~:J'('_ban dcs:Lilando rOl' AV211ida Eul­
ne~, fE'~l'on obj~to de C~~l1tl'amanLC~:S~~1Cio-

nes en que se lanzaron algunas piedras. 
Carabineros intervino y el incidente no 
tuvo mayores consecuencias. 

Relata que la noche anterior el servi­
cio de control de carreteras de Carabine­
ros de Chile, al hacer inspección regular 
de buses, sorprendió que algunos pasaj e­
ros se hallaban en manifiesto estado de 
ebriedad, gritando que iban a tomarse el 
Congreso Nacional. Los buses fueron re­
tenidos mientras se informaba a las auto­
ridades. Posteriormente, se les dejó pasar, 
y llegaron a Santiago y se incorporaron a 
la conccntración. 

Resl~ecto ele la marcha del 19 de diciem­
bre de 1971, advierte que los propósitos 
realmente buscados por determinadas ma­
nifestaciones no son siempre los formal­
mente exteriorizados. 

Puntualiza que los hechos objetivos 
muestran lo siguiente: 

1) La marcha se inició a las 18 horas. 
A las 19,30, trescientos participantes de­
rribaron la puerta de entrada de la sede 
de la Asamblea Pedro Aguirre Cerda, del 
Partido Radical. 

2) A las 20, en Miraflores con Avenida 
Bernardo O'Higgins, los manifestantes so­
bl'epaSal'on el cordón policial para conti­
nuar hacia Plaza Bulnes. Este grupo fue 
l'c~)(~Jido por contramanifestantes en San­
ta F:,02a y j..Iac 1 ver. A esa misma hora, 
ob'o grupo de manifestantes lanzó piedras 
a la Biblioteca y al Museo Histórico N a­
cional. 

3) A las 20.30, alrededor de 400 mani­
nifcstantes hicieron destrozos en el inmue­
ble de Miraflores NQ 170, que da acceso 
a la sede del Partido Radical. Otros 200 
manifcs'cantes destrozaron a pedradas los 
vich'ios de un pensionado uniVoéTsitario, en 
,) ¡,?toria Subercaseaux NQ 7. 

,1) A las 21.00, un individuo que fue de­
'csniciél ]101' Carabineros agredió e hirió de 
una 1J2ctrada al Secretario General del 
J\L'PU, scñor Rodrigo Ambrosio, ,en A.la­
meda, entre :Mac 1 ver y lVIiraflores. 

tí) Durante) esa mioma n,¡che, 50 y2hícu­
los se acercaron hasta la residencia d21 
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Presidente de la República, profiriendo 
injurias y cometiendo desórdenes que fue· 
ron repelidos por Investigaciones y Ca­
rabineros. 

6) A medianoche, otros individuos asal­
taron e incendiaron la casa del Ministro d-8 
Salud Pública. 

7) Hasta avanzadas horas de la madru·­
gada, una turba de más de 300 personas 
promovió desórdenefl y cortó el tránsito en 
la Avenida Providencia. 

El Gobierno tiene obligación de contro­
lar este tipo de hechos y actuó ,en conse­
cuencia. 

Adoptó tantas medidas de protección 
que mientras la marcha aludida fue por 
el trayecto asignado, no se prcdujo el 
menor incidente; los conflictos surgieron 
cuando se forzaron las barreras policia­
les. Un grupo intentó marchar, contra las 
órdenes de la policía, hacia el Teatro l'.'Iu-· 
nicipal, donde se encontraban -el Gobierno 
en pleno, el Cuerpo Diplomático y el Pre· 
sidente de la República. 

La marcha estaba autorizada por las 
autoridades civiles, como lo han sido todús 
los actos públicos que, con respeto a las 
leyes y a la autoridad, han querido efec­
tuarse después del 4 de noviembre de 1970. 
Ocho veces ha solicitado la Democracia 
Cristiana autorización para actos públi­
cos y siempre se le ha concedido. N o hay 
memoria de que un Gobierno haya cedido 
el Estadio Nacional para la concentración 
de un l:artido opositor, como ocurrió el 
16 de diciembre. 

Frente al cargo de que la Intendencia 
alteró "arbitrariamente el recorrido", <~l 

señor Ministro recuerda que ,es facultad 
djscl'í~cional de la autoridad el señalar o 
modificar el recorrido solicitado. Con más 
de veinticuatro horas de anticipación, los 
dirigentes conocían el n~corric1o. Hace pre­
sente que 18 permisos modificaron la pe­
tic;ón original en la sola provincia de San­
tiago, entre 1962 y 1964, Y 'en -el Gobierno 
anterior, entre enero de 1ge8 y noviem­
bre de 1970, el señor Intendente de San· 

tiago modificó en 15 oportunidades el re­
corrido solicitado. 

En seguida, se refiere al cargo de ha­
berse negado por el Intendente de Valpa­
raíso autorización para que un partido de 
oposición realizara una concentración, el 
día 3 de diciembre. El señor Ministro3sti· 
ma que el clima de violencia registrado '3n 
Santiago, que significó decretar estado 
de emergencia y más adelante toque de 
queda, reconocido por los acusadores, y la 
obligación de la autoridad de evitar la su­
cesión de actos violentos, explicaban una 
negativa del Intendente. N o debe olvidarse 
-dice- que el Gobierno anterior, en la 
sola provincia de Santiago, denegó ocho 
permisos para realizar desfiles, lo que 
jamás ha hecho este Gobierno, que ha au­
torizado reuniones de grupos oposibres, 
incluso frente al propio Palacio de La 
Moneda. 

1[0 obstante, el Intendente de Valpa­
raiso, tras obtener seguridades de que se 
evitarían los desórdenes, autorizó la con­
centración citada y ésta se llevó a cabo. 

En estas circunstancias, el Minish'o se 
pregunta: "¿ Qué pretenden, realmente, los 
Diputados autores del libelo cuando osan 
afirmar que el derecho de reunión está 
siendo amagado y violado por el Gobierno 
Popular?". 

III.-DetenC'iones arbitrarias y otr'os pro­
cedimientos ilegales. 

El Ministro describe este cargo al tenor 
del libelo y protesta de que intente 1'0pro­
chársele que en la acción del personal de 
Investigaciones "conjuntamente con la po­
licía, intervino personal ajeno a dicho Ser­
vicio". Dice, además, que "cauta y \ aga· 
mente la acusación señala c~mo funda­
mento de esta sorprendente iml)lÜación 
el dicho de diversos testigos p,'eS8'rlCla­
les" que, por cierto, no se individuali­
zan. Mucho menos se eXlllica la forma 
cómo estos misteriosos testigos presencia­
les pudieron individualizar a las personas 
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ajenas al Servicio. Manifiesta que "resulta 
altamente condenable que se introduzcan 
en las pic:zas de cargo denuncias anónimas 
y sospechosas para cuestionar la rectitud 
de un Secretario de Estado que ha des~m­
peñado incluso la función de Vic8pTcsi­
dcnt:? de la Eepública." 

E.l l)ei'SJnal de Investigaciones y Cara­
bineros, durante los días 19 y 2 ele cb:i:::m­
brc último, ::;,~ vio en la obli2,-ación de actuar 
pa-,_'[l cvi~ar la ~OlY1Ü;iúll de (2~i~o:s (~C(r:ln 

h,-; :'clsonas y la ]wolliedaü, 1)01' gl',l;)Q:~ de 
CX.::,~ ])~'81nunjdo3 de l)alo~, ~='i:;dL~itS, 

Cadf.2I1BS y O~Y0~~ GleT¡1.311-COS CUnC1.111:1::~n+ c, 

.inc:lu~:')J al'lllas de fUego que (;j~,:-~¡l':¿~~'_')n 

('on:::c J.¡~ rolicía. Frente a delitos flag'i'¿¡rt-
te:~:-:~l la obli:,'ación I"gal de intervenir 

y d'-.teücl' a los l'0sponsables. Remal'ca el 
l\Iin;~;'cl'o que el libelo proclama (¡ue a 
~m'2;iti:::acioncs k estaría vec1ndo achw.r 
"en caso de manifestaciones o dish'Tbios 
call¿jCl'o~)", lo que s610 sería l)el'misible al 
Cue~'p;) de Carabineros. 

El inciso segundo del artículo 19 del 
D.F.L. :t-{9 311, de 1953, encarga al Ser­
vicio de Investigaciones "velar por la tran­
quilidad pública, previniendo la perpetra­
ción de hechos delictuosos y actos atenta­
torios contra la estabilidad de los organis­
mos fundamentales del Estado". 

Manifiesta que Investigaciones no sólo 
podía, sino que estaba obligado a actuar. 

Señala que, tal vez, se quiso sugerir que 
la policía civil intervino en manifestacio­
nes pacíficas e inocentes; ello '2S difícil, 
aun a la luz de los términos del libelo, que 
emplea el giro "disturbios callejeros". 

En seguida, el señor Ministro acusado 
se extiende en algunos pormenores de los 
hechos, dando lectura a los partes r,espec­
tivos. 

Destaca que resultaron dañadas las di­
versas patrulleras del Servicio de Inves­
tigaciones con motivo de los incidentes. 

Todos los detenidos durante los días 1 Q 

Y 2 de diciembre fueron puestos a dispo­
sición del Ministro designado por la Cor-

te de Apelacion~s de Santiago, nombrado 
en virtud de la denuncia por infracción al 
artículo 6t:) de la ley de Seguridad del 
Estado, por el señor Intendente de San­
tiago. La designación de Ministro en Visi­
ta fue solicitada por el Intendente, para 
que conociera de tocios los eventuales deli­
to') comunes, conexos o vinculados con los 
at,"ntados contra el orden público, con el 
objeco de ofrecer a to-dos los pm.'tk1..,lan:s 
al'e::t2.dos, las vías de amparo, sin (1: .. <­
minar o hacer selecciones en el ámbito de 
su; d2nuncias. 

Los d:::tenidos fueron puestos a dispo­
sic lÓl1 úe los Ministros designados, d,'ll "l'O 

dC'l día ele audiencia inmediatamente si­
guiente, sin éüntar numerosos de elh:~ 'llle 

fuel'on puestos en lilJel'tad en la m: 'r~Ut 
noche, cuando se ofrecieron anteccd~ntes 
que hicieran suponer eventuales errores o 
CC~l úlsiones, imposibles de evitar en esta 
cL:se de incidentes. Investigacion~s está 
raeultaclo y obligado a detener a quienes 
sorprenda en delitos flagrantes, según lo 
lo dispone el artículo 260 del Código de 
Procedimiento Penal. Los ca::,os de error 
o impresión equivocada son tan excepcio­
nales como inevitables, y ello no puede 
imputarse a la policía, ni al Intendente, 
ni al Ministro, que hayan dispuesto por 
mero capricho la privación de libertad de 
un inocente. 

Ningún detenido requirió ser examina­
nado por un médico legista pudiendo ha­
cerlo, de acuerdo con lo que dispone d ar­
tículo 12 de la ley N9 11.743, para hacer 
constar las lesiones que denuncien malos 
tratos u otra especie de violencia. En los 
cuarteles de Investigaciones se facilitó el 
contacto personal de los detenidos con fa­
miliares, parlamentarios o teTc'eros. Tam­
poco se ha procesado a ningún miembro 
de Investigaciones por actos de violencia 
contra los detenidos que se pusieron a dis­
posición de los Tribunales. 

El Ministro asegura que, frente a cual­
quiera queja sobre el comportamiento po-
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licial, ha requerido informaciones y la 
adopción de medidas en caso de actuacio­
nes ilegítimas. 

Expresa que no acepta que se descalifi­
que al Director de Investigaciones y apun­
ta que "si el escrúpulo se refiere sólo a 
su militancia política, ella no fue obstácu­
lo para que el ex Presidente señor Frei lo 
nombrara Subdirector de Investigaciones, 
sin ignorar esa militancia política". Seña­
la que el doctor Eduardo Paredes no ha 
exhibido actividad política que haya in­
terferido en sus funciones de Director, 
único caso en que podría formulársele al­
gún reproche. 

El señor Ministro considera absoluta­
mente infundado el cargo por detenciones 
arbitrarias y otros procedimientos ilegales. 

IV.-Infracción de disposiciones constitu­
cionales y legales en relación a los 
medios de comunicación. 

Frente al cargo de suspensión de las 
transmisiones de las radios Presidente Bal­
maceda, Agricultura y Santiago, decreta­
da por el Director de la Oficina de Infor­
maciones y Radiodifusión de la Presiden­
cia de la República, el señor Ministro pone 
de relieve "el carácter caprichoso y abier­
tamente inconstitucional, en su contenido 
y en su forma, de las imputaciones en cuya 
virtud se me acusa." En su concepto, el 
artículo 39 persigue la responsabilidad pe­
nal de cada Ministro, por sus hechos ilíci­
citos, y los acusadores han llegado al ex­
tremo de señalar como causal, actuaciones 
de organismos públicos enteramente aje· 
nos a su Cartera y sobre los cuales no tie­
ne ninguna tuición, ni participación en sus 
resolucione's. Expresa que se niega a se­
guir a los acusadores en un debate de esta 
naturaleza, y señala que por esta vía po­
dría vinculársele a cualquier tipo de suce­
sos, como ocurre con la responsabilidad 
que se le atribuye en el funcionamiento y 
programación de los canales de televisión. 

\. 

Dice que mientras se le acusa por sus­
pender algunas emisoras de radiodifusión, 
se le responsabiliza porque no procede 
"llanamente a la clausura" del Canal 9 de 
Televisión. 

Precisa el Ministro acusado que la ley 
sobre Televisión Chilena estableció que 
cada una de las universidades ejercerá 
sus funciones en esta materia, por inter­
medio de una corporación de derecho pú­
blico que se regirá por los estatutos que 
la respectiva universidad dicte. 

La Uniw~rsidad de Chile dio cumpli­
miento a dicha obligación, mediante la 
dictación de los decretos de Rectoría NQs. 
2.598, de 22 de abril; 10.594, de 25 de 
agosto, y 11.788, de 8 de septiembre de 
1971, de los que la Contraloría tomó ra­
zón el 28 de septiembr,e del año en curso. 
En consecuencia, la reglamentación de esa 
corporación está completa, y lo que falta 
es el nombramiento del Consejo Directi­
vo, que debe ser hecho por el Consejo N 01'­

mativo Superior. 
Agrega que algo parecido puede decirse 

respecto de los cargos de "situación del 
Canal Nacional de Televisión", "limitación 
al derecho de réplica" e "incumplimiento 
del artículo 34 de la Ley de Televisión 
Chilena". 

Señala que se trata de una abigarrada 
enumeración de quejas que los acusadores 
no explican qué vinculación o responsabl­
lidad puede corresponderle al Ministro 
acusado. 

De acuerdo con la ley -sostiene el acu­
sado- no le cabe mgerencia alguna, per 
lo que cualquier intervención suya sería 
tan indebida como ilegal y constituiría de 
su parte una violación de la ley. 

Respecto de la huelga y ulterior nom­
bramiento de un intenventor frcnt,~ al con­
flicto que afectaba a las radios de San­
tiago, el Ministro indica que la interven­
ción le fue solicitada por carta de la Aso­
ciación de Radiodifusores de Chile (AR­
CHI), de 15 de noviembre de 1971. 
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Explica que al designar un interventor 
obró legalmente y a pedido de una de las 
partes afectadas. 

No se le imputa haber dado órdenes ilí­
citas o haber concedido facultades ilega­
les al interventor, sino que se le reprochan 
actuaciones concretas del interventor que 
no pueden serIe atribuidas, pues sostiene 
que la responsabilidad penal que se per­
sigue por el artículo 39 de la Constitución 
es personal. 

Sobre este problema, puntualiza que 031 
decreto de reanudación de faenas se fun­
daba en la necesidad de normalizar el 
funcionamiento de las radioemisoras. Ase­
guró a los representantes de las radioemi­
soras que el interventor no ejercería fun­
ciones administrativas ni interferiría en 
la gestión u orientación de las radios. 
Cuando se creyó que el interventor había 
sobrepasado sus facultades, el Ministro 
dispuso que se estudiara con las autorida­
des del Trabajo el problema y dio instruc­
ciones administrativas ni intervendría en 
asumiera la administración de las em­
presas. 

Mientras el Ministro adoptaba tales me­
didas, la ARCHI elevó el caso a la Con­
traloría General de la República, para que 
declarara la procedencia de la "fórmula 
de arreglo propuesta" por el interventor. 
El conflicto laboral fue superado y las 
h'ansmisiones se normalizaron. 

Reitera el acusado su no responsabili­
ó¡d por las actuaciones del intervenhr y 
plantJea un ejemplo para así demostrarlo. 
Si en un conflicto laboral se desizna intel'­
ve!itor a un profesor de liceo, nadie ])1'8-

t?Yldería (me el Ministro de Echc<lc:ón 1'8S­

por cuanta decisi6n ac1o';~," ':'~'e 

f~ 'T1.;~jc}~ari8 en E;US gestLones, ]10~~ ,sl J-. 0(:~:';) 

(c '~11~cer al 1}er~~onal (}~ su :~?:_,~.~::t~~. 

~:'\'J':i :".12SStJ no significa qu:, el !'Ii'lcS-
-'1l>-J> en (1nc~a las int2",~imF':; '-, ',~,s-

~lil',: ___ ';"}n la Jtestión del in~el'~Jflltcr. r);~::'C) 

rech2za cr~ forn1a ca):_Pf'6J~~r;?t }2o'~~ b-':_11·.;1_,~_­

(:;;Jr-s (\~ (~n8 el Gobierno quisiera :~(~H-L<:al' 

1n libe/ud de eX:1 resión, silenciar de(::]',· 

minadas radios o desconocer disposiciones 
constitucionales o legales sobre la materia, 
así como las injustas apreciaciones sobre 
la conducta o propósitos del Ministro, que 
el país entero puede testimoniar, amén de 
invocar la opinión que tal conducta mere­
ce a los representantes de la ARCHI, que 
han tenido con él un diálogo constante y 
constructivo. A los dirigentes del Partido 
Demócrata Cristiano "les consta, con co­
nocimiento acabado, cuál fue la actitud del 
Ministro del Interior cuando se trató pre­
cisamente de que el Gobierno facilitara a 
esa organización política la adquisición y 
el uso de una estación radioemisora". 

V.-Atropellos a las juntas de vecinos a 
través de la aplicación arbitraria de la 

ley NI! 16.880. 

Comienza el Ministro por señalar que, 
mientras en la primera parte de este ca'"' 
pítulo de la acusación se hacen declara­
cio;nes filosóficas sobre espontaneísmo, re­
conocimiento de la realidad social, etcéte­
ra, más adelante se le reprocha el que los 
sectores populares estén organizándose. en 
las llamadas juntas de abastecimiento 
popular. Suponen los acusadores que la 
ley habría fijado un monopolio para la ini­
ciativa popular, en la lucha contra el agio 
y la especulación, y el espontaneísmo y la 
subordinación de la ley a la realidad so­
cial deberían quedar definitivamente pe­
trificados en la ley NQ 16.880. El Minis­
tro no puede perseguir a tales organiza­
cioneS, ni intervenir en ellas, ¡:alvo que 
p:T~icrall objetivos ilícitos. Es como pre­
tSl'c1er que si la ley entrega a las juntas 
6,~ v,-ci"c', la facl1lü'.d de promover el de­
f,o=-')c,-!, l;i-n~:ú!~ ,f\'l~npo de vecinos pudiera 

-~. una ac~J\:-idad df::portiy"a al "Dlar-
0" .. ', eje 1& i"21titucio:E', pn3vi,7b/ C'.' ('·-:~a 
¡ '::,' 

E~l lD.'~ ju~~~~.'- :-:1_:' ~:c cir:o~~ CO-i -:::!"CyÓSl-'"JS 

, torcido::, y El Mhistro acu8~~do l'ecog; la 
enurneración hecha en el lib:::lo "01):·~ >l1-
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puestas irregularidades, y termina entre­
gando una información documental que, 
asegura, prueba fehacientemente la actua­
ción legítima y prescindente de la au~o­
ridad. Destaca la gran tarea llevada a ca­
bo por el Gobierno para desarrollar vigo­
rosamente a las juntas de vecinos en to­
do Chile. 

COllcluye la ddensa del :Mil:Ístro c:on 

ahí que las facultades fiscalizadora;; qJ~:e 

la Constitución le encomienda en el N9 29 

del al'tículo 39 no afectan a "la responsa" 
bilidad política de los :Ministros". Cual-c;,­
CiiJl21'::t Ql,:3 ::éan "los 3cuerdos u ob¡;erva­
ciones" qUG adopt8 la Cámara a 2U i'2S­

pedo, dios pey'manecen en sus caL'gos 
micllhas cucnt:m COl la confianza del 
Pné:;do;,te: de la República; 

una recapitulación de los textos constitu- b) Lo rrEL:::l'ior no :'i Q:nifica que ea Chi­
cionales p21'tü,entes y de las oh::;t:rvacio- Le l(k goL:rllalih.'] ::,:an polí~ieam(::lte 

nc" nO:\3 sU3tar,t¡vas QW3 ha hecho pre¡:,8n­
te t:1 ,2U de::anollo. 

Solicita. finalmen-;e, que se declare ({ch:; 

la aeGsaci5n "es inaamisirJle e iml;rocedon­
te rOl' cOnL-aYEnil' las normas eOT;sCitucic 
naLc que regnlan esta clase de acusacio­
nes a los Ministros de Estado, ya que las 
imputaciones en que se funda el libelo no 
conciernen a hechos de los cuales pudiera 
seguirse resronsabilidad personal que au­
torice el juzgamiento con arreglo a la 
Constitución"; y en todo caso, y a mayor 
abundamiento, rechazar todos los cargos 
por infundados y declarar que no ha lu­
gar a la acusación. 

Los sostenedores de la acusaClOn, fren­
te a las alegaciones del señor Ministro de 
que ella estaría mal planteada, pues nues­
tra Carta Fundamental sólo autoriza a 
la Cámara de Diputados para acusar pe­
tlalmente a los Ministros de Estado, seña­
lan que: 

Del contexto de los artículos 39, N9 F>, 
y 42, N9 1, de dicha Carta, y de su compa­
ración con las normas respectivas de la 
Constitución de 1833 y la modificación 
que se le introduj o en 1874, resulta claro 
que el sistema constitucional chileno está 
configurado por las siguientes caracterís­
ticas: 

a) Siendo el nuestro un régimen presi­
dencial y no parlamentario, la estabilidad 
o permanencia del Gobierno no depende 
de su mayoría en la Cámara política. De 

il'r~::-~~'·J'lf--Hbl~~; ni que e 1. el l'(~ginF>:~ (:O~lS­

ti-~ L~éi o-~_ :_~-ll chil(~n o 1":.0 c:xis~a la t (l'G~'_ pOl1sa­

bilidad política". Ella existe l'C;'Pé:C~O dd 
Pru;id';;l~:::; de la H,epúlJica, :08 :~;¡inL:>os 

de Estado y otras a:'itOlidadc.s y ll',a!::lstla­
do'; C¡LH~ la Constitución :,ef:ala ('1 el N'~ l\> 
,181 artículo 39, paraleLtl11cde ~'- la respon­
sabilidad civil, a la penal y a la adminis­
trativa; 

c) La respom:abilidad política se hace 
efectiva mediante el Hamado "juicio polí­
tico", en el que la Cámara de Diputad~ 
desempeña el papel de "acusador" y :al 
Senado le corresponde la función de "tri­
bunal" ; 

d) Los hechos que determinan esta res­
ponsabilidad política, contrariamente a lo 
que sugiere la defensa del Ministro, pue­
den ser constitutivos de "delitos", en el 
sentido estricto de la palabra, de acciones 
u omisiones tipificadas y sancionadas co­
mo tales por la ley penal, o de simples 
"abusos de poder", que no generan, al 
mismo tiempo, responsabilidad pena1. 

Esto resulta evidente cuando se exami­
nan las causales de acusación que la Car­
ta Fundamental consigna a la luz de las 
mismas disposiciones de orden penal. A un­
que ninguna ley califique de delito el "ha­
ber dejado las leyes sin ejecución" ni el 
"haber comprometido gravemente la se­
guridad o el honor de la nación"; aunque 
no toda "infracción a la Constitución" ni 
cualquier "atropellamiento de las leyes" 
estén sancionados como delitos, siempre 
esas circunstancias son suficientes para 
acusar a un Ministro; 
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e) Lo que la Cámara de Diputados de­
cide es "si ha o no lugar" a entablar la 
aeusación. Si la Cámara "entabla" la acu­
sación, "el Senado resolverá como jurado 
y se limitará a declarar si el acusado es 
o no culpable del delito o abuso de poder 
que se le imputa". Esto es lo único que el 
Congreso Nacional resuelve. En el texto 
primitivo de la Constitución de 1833, el 
Senado tenía poderes para imponer la pe­
na al acusado. Pero la reforma constitu­
cional de 1874 limitó la atribución del Se­
nado a la declaración de culpabilidad. Si 
el Ministro acusado es declarado culpable, 
"será juzgado con arreglo a las leyes por 
el tribunal ordinario competente", para 
haccr efectiva la responsabilidad penal y 
civil de que pueda responder; y 

f) La decisión de la Cámara de Dipu­
tados de "entablar la acusación" produce 
la suspensión del acusado, salvo que éste 
sea el Presidente de la República. La de­
cisión del Senado que declara "culpable" 
al acusado, produce su destitución y, ade­
más, abre la puerta a su juzgamiento pe­
nal y civil por la justicia ordinaria. En el 
sistema del "impeachment", a que se re­
firió el señor Ministro en su defensa, al 
igual que en la norma constitucional nor­
teamericana que él citó, "el juicio no se 
extiende más allá de la remoción del car­
go y de la inhabilidad consiguiente", pero 
el culpable puede ser, además, perseguido, 
juzgado, condenado y castigado con las 
penas establecidas por la ley. 

Dicen los acusadores: De todo lo cual 
resulta, como lo sostiene el profesor Da­
niel Schweit".;er en el estudio publicado en 
el tomo Ni.> 52 de la Revista de Derecho y 
Jurisprudencia, que "en materia de acu­
sación constitucional el Congreso no .i uz­
ga si no en un solo aspecto: el político"; 
y en cuanto al juzgamiento penal y civil 
que pLH~i8re corresponder, comp2te a los 
tribm:>ales ele justicia. "El llamado juicio 
político no es otra cosa que un antejuicio, 
un lr:'imite previo, un allanamiento dd 
fuero, para que pueda abrirse procedi-

miento contra el acusado ante los tribu­
nales ordinarios de justicia". 

Señalan que precisada así la naturale­
za del juicio político, es evidente que la 
tarea específica de la Cámara de Diputa­
dos, al pronunciarse sobre la acusación 
constitucional que diez de sus miembros 
deducen ante ella, consiste en apreciar lo 
siguiente: 

1) Si el acusado es alguno de los fun­
cionarios contra los cuales la Carta Fun­
damental permite deducir acusación; 

2) Si las causales de acusación que se 
invocan son de las que la Constitución Po­
lítica consigna como motivos suficientes 
para acusar al funcionario de qUe se 
trata; 

3) Si los hechos que se invocan como 
fundamentos de la acusación existen y 
presentan los caracteres del delito o abu­
so de poder que se alega, y 

4) Si hay antecedentes para imputar al 
acusado alguna responsabilidad en esos 
hechos. 

Es evidente que toda la responsabilidad 
se funda en acciones u omisiones persona­
les. Sólo excepcionalmente la ley admite 
la responsabilidad "por hecho ajeno", y 
aun en estos casos, ella supone alguna cir­
cunstancia que permita atribuir al sujeto 
que se hace responsable por el hecho aj c­
no alguna especie de culpa o negligencia. 

Nadie podría pretender que sean impu­
tables a un Ministro, continúa señalando 
la acusación, todos y cada uno de los de­
litos y actuaciones de sus subordinados. 
Pero un Ministro de Estado es la cabeza 
de un conjunto de servicios públicos, lc.s 
que dependen de su Ministerio. Como su­
perior .i erárquico de esos servicios, tiene 
sobre todos sus miembros, desde sus jefes 
hasta sus más modestos funcioEal'ios. po­
testad de mando para darles órdenes, ju­
risdicción retenida para revisar sus actos 
y pote¡;tad disciplinaria para castigay S'.B 

faltas. D2 este modo, la conducta de :~,,:; 

subordinados resulta vinculada a su pro­
pia voluntad, no sólo en la medida en que 
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sea consecuencia de sus disposiciones co­
mo autoridad, sino también en cuanto hu­
biera podido evitarla, corregirla o sancio­
narla mediante el ejercicio de sus atri-
buciones. 

~ 

Señalan asfmismo los acusadores que a 
nadie se le ocurriría imputar responsabi­
lidad a un Ministro del Interior por uno 
o varios desórdenes públicos ocasionales 
o aislados: pero la ley orgánica del Mi­
nisterio encomienda al Ministro del Inte­
rior todo lo relativo al gobierno político y 
local del territorio y "al mantenimiento de 
la seguridad, tranquilidad y orden públi­
co". y entre los servicios que de él depen­
den directamente se encuentran los encar­
gados del orden y la seguridad: Carabine­
ros e Investigaciones. Siendo así, es inne­
gable que ningún Ministro del Interior 
podría descargarse de responsabilidad por 
el "mantenimiento de la seguridad, tran­
quilidad y orden público", habitual y sis­
temáticamente perturbado por algunos 
hechos, con la simple excusa de que per­
sonalmente no intervino. Si a pesar de 
las denuncias, los hechos se repiten, si no 
se toman medidas efectivas y oportunas 
para evitarlos, si es manifiesto que la 
fuerza pública no actúa frente a ellos con 
la eficiencia necesaria, si no se ej ercen 
contra sus autores las acciones judiciales 
adecuadas, si se llega hasta a negar la 
existencia de esos hechos o de las organi­
zaciones que los provocan, es evidente que 
se configura sobre la materia una "políti­
ca" que es de la responsabilidad din:cta y 
pErsonal del Ministro, a quien la ley 8n­
carga mantener la tranquilidad y el orden 
públicos. 

No se diga, por consiguiente, señabn 
los acusadores, que sería atroz injusticia 
responsabilizar a un Ministro por hechos 
de sus subordinados. Qué deba hacen? o 
no, depende de las circunstancias. Y la 
acu=-:ación contra el Ministro será proce­
dente toda vez que ella revele de su parte 
UTia CO!1ducta que, sea por acción u 0mí· 

sión, haya hecho posibles los hechos in­
criminados. 

La historia constitucional chilena, a tra­
vés de todas las acusaciones entabladas 
por la Cámara de Diputados en contra de 
los señores Ministros, se ha ajustado a las 
disposiciones transcritas, y siempre se ha 
estimado que ellas entrañan un juicio po­
lítico, como indudablemente así lo quiso el 
constituyente al consultar dichas disposi­
ciones. 

Corresponde ahora al Senado, (;n con­
formidad al artículo 42 de la Constitución 
Política del Estado, conocer de la acusa­
ción en referencia. La disposición señala· 
da dice a la letra: 

"Artículo 42.-Son atribuciones exclu­
sivas del Senado: 

"1 ¡;t-Conocer de las acusaciones que la 
Cámara de Diputados entable con arreglo 
al artículo 39, previa audiencia del acu­
sado. Si éste no asistiere a la sesión a que 
se le cite, o no enviare defensa escrita, po­
drá el Senado renovar la citación o pro­
ceder sin su .defensa. 

"El Senado resolverá como jurado y se 
limitará a declarar si el acusado es o no 
culpable del delito o abuso de poder que 
se le imputa. 

"La declaración de culpabilidad deberá 
ser pronunciada por las dos terceras par­
tes de los Senadores en ejercicio, cuando 
se trate de una acusación en contra del 
Presidente de la República y por la ma­
yoría de los Senadores en ejercicio, en Jos 
demás casos. 

"Por la declaración de culpabilidad, 
queda el acusado destituido de su cargo. 

"El funcionario declarado culpable se­
rá juzgado con arreglo a las leyes por el 
Tribunal ordinario competente, ta:lto ra­
ra la aplicación de la pena señalada al 
delito cometido, cuanto para hacer cf,~cti· 

va la respom:.abílidad civil poi' lo::; daño,) 
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y perjuicios causados al Estado o a par­
ticulares ;". 

POI' su partié, nuestro ReglamE:llto 32-

preocupa de esta materia en los altícnlos 
173 a 182, que dicen: 

"Artículo 173,-CuaEdo la Cámara de 
DipuLac1o:; ~~ltaol·) aCl"aciú:!1 C.1 confolü:;·­
dad a la aLribLie~'Jll p:rin12_~~a d::J a~·L:e~~1.o 

42 de la Constii;l,ción Política (~21 ¡¡;j ni 
se pl'oc,:~dcrú a fija~' el día en (pe el 
nado comem:m'á el. tracar eL 2l1a, 

"La fij ación de día se hará en la 1',ü::;­
ma sesión cm que se dé cuenta de la E':;~l­

sación. Si la t:csión es ol'dinaria, 12. reso­
lución correspondiente se adoptará en el 
Tiempo de Votaciones de lclirnel'a hora, y 
dentro de la Cuenta, "i la ¡:cesión es extra­
onlÍnaria o especial. 

"Si el Congreso está en receso, la fij a­
ción de día la hará el Presidente." 

"Ar-tículo 174.-El Senado o el Presi­
dente, en su caso, fijarán como día inicial 
para comenzar a tratar de la acusación 
alguno de los comprendidos entre el cuar­
to y el sexto día hábil, ambos inclusive, 
que sigan a aquél en que se haya dado 
cuenta de ella o en que la haya recibido 
el Presidente. 

"El Senado quedará citado, por mInlS­
terio de este Reglamento para el día fi­
j ado y todos los hábiles que lo sigan hasta 
que termine la acusación, a sesiones espe­
ciales diarias de 4 a 7 de la tarde." 

"Artículo 175.- La audiencia que al 
acusado acuerda la atribución primera del 
artículo 42 de la Constitución Política del 
Estado se extenderá a los Diputados de 
la Comisión que la Cámara haya designa­
do para proseguir y formalizar la acusa­
ción, a todos los que se citará especial­
mente a cada una de las sesiones que se 
celebren." 

"Artículo lI6.-El Senado tomará co­
nocimiento de la acusación por medio de 
la relación que hará el Secretario." 

"Artículo 177 ,-Terminada la relación, 
el acusado, exclusivamente, podrá dedu­
cir, de palabra o por escrito, la cuestión 
previa ele si la acusación cumple ü no con 
los requisitos que la Constitución sf;tíala 

"Dedue:iúa la cuestión pn~vb, el :::ena­
do b l'esGlvel'fL por mayoría, (lesY¡~L:'; de 
oír hasta por media hora al acusado y por 
Íglwl ti8mpo a 103 Diputados de la Comi­
,ion E,~p:::cial que estén pi'es0:ü0::',. 8;', as 
Do'idl" diyidir entre sí el tiemp.J de que, 
:.;~ COllj En to, disponen, o las materias o as­
r)Sc~os que abarque; la acusación. 

¿'~_~~ el S8n0.l~O aeoge la cuestión ~)rc\rja, 

le' '.c'.~,!.::¡ón. s.:: tendrá por no inV3rI,uesta. 
~:)i, pOI' ,~~l C011tr:}l'io, la desecha, no i10drá 
V01V2l" el ncltsado sobre la iDlpl'Ocedencia 
d2 la ac:Lsación, ni nadie Que prct::;~lda in­
sistir 811 ello podrá ser oído," 

"Artícu'o 178,-Te;rmÍl1ada la relación 
tie que truta el artículo 176, o desechada 
que sea la cuestión previa, en su caso, for­
maliz<:lnín la aeusaCIon los Diputados 
miembros de la Comisión Especial, quie­
nes podrán dividir entre sí las materias o 
aspectos que ella comprenda. 

"Si no concurren los Diputados acusa­
llores, se tendrá por formalización el ofi­
cio de la Cámara de Diputados." 

"Articulo 179.- A continuación, ha­
blará el acusado, si está presente, o se 
leerá la defensa escrita que haya envia­
do." 

"Artículo 180.-Los Diputados miem­
bros de la Comisión Especial dispondrán, 
en conjunto, hasta de media hora para re­
plicar, 

"El acusado podrá duplicar por igual 
tiempo, cumplido lo cual el Presidente 
anunciará que la acusación se votará al 
iniciarse el Orden del Día de la sesión es­
pecial siguiente." 

"Artículo 181.-Se votará por separado 
cada capítulo de la acusación, y se enten­
derá por capítulo el conjunto de los he­
chos específicos que, a juicio de la Cáma­
ra, constituyen uno de los delitos que, se­
gún la Constitución Política del Estado, 
autorizan para interponerla. 
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"En todo caso, el Senado deberá fallar 
dentro de los treinta días hábiles siguien­
tes al fijado para comenzar a tratar de la 
acusación." 

"Artículo 182.-El resultado de la vo­
tación se comunicará, según corresponda, 
a la Cámara de Diputados, al Presidente 
de la República o al tribunal ordinario 
competente, para el efecto de lo dispuesto 
en los incisos cuarto y quinto de la atri­
bución primera del artículo 42 de la Cons­
titución Política del Estado." 

Finalmente, cabe agregar que la acusa­
ción en referencia fue declarada admisi­
ble en la Cámara de Diputados para ser 
tramitada en el Senado por las causales 
de infracción a la Constitución, atropella­
miento de las leyes, haberlas dejado sin 
ejecución y haber comprometido grave­
mente la seguridad de la nación. 

La Cámara de Diputados aprobó la acu­
sación referida por 80 votos a favor y 
59 en contra. 

El señor A YL WIN (Presidente) .-En 
conformidad [1. lo dispuesto en el artículo 
177 del Reglamento, el Ministro acusado 
puene oponer la cuestión previa a que se 
refiere dicho precepto. Si el señor Minis­
tro desea hacerlo, tiene la palabra hasta 
por media hora. 

El señor TOHA (Ministro acusado).­
Señor Presidente, señores Senadores: 

He resuelto ejercitar ante ustedes, el 
derecho que me confiere el reglamento in­
terno de ,esta Corporación, con el objeto 
de que califiquen como una cuestión pre­
via si la acusación constitucional, deduci­
da en mi contra por diez señores Dipu-, 
tados, cumple o no con los requisitos que 
nuestra Constitución Política señala. 

Al hacerlo, no empleo simplemente un 
recurso de procedimiento: intento promo. 
ver un debate muy profundo y exhaustivo 
acerca ele los preceptos de nuestra Carta 
Fundamental en los que se funda el jui­
cio constitucional por ella consagrado, pe-

========================== 
ro sobre todo lo hago en el ánimo de 
obtener que prevalezcan, sin restriccio­
nes, los principios que consagran el ca­
rácter esencialmente presidencial de nues­
tro régimen constitucional. 

He sostenido en mi defensa que no es 
posible desentrañar el alcance de las nor­
mas constitucionales de los artículos 39 y 
42 sino a partir de la determinación de 
las responsabilidades a que pueden estar 
afectos los ag'entes del Estado, tanto en 
e1 plano de las concepciones doctrinales 
como en el (1e nuestra legislación posi­
tiva. 

La unanimidad de los tratadistas clási­
cos y modernos de ciencia política y de­
recho público distinguen en doctrina tres 
clases de responsabilidad: la civil, la pe­
nal y la política. 

Se hace efectiva la responsabilidad ci­
vil de la autoridad pública cuando ésta, 
en el desempeño de sus funciones y por 
medio de una actuación ilegitima, causa 
daños en el patrimonio de un particular. 
Tiene por objeto la mera reparación de los 
perjuicios causados. 

Se hace efectiva la responsabilidad pe­
nal cuando la autoridad, en el ejercicio 
de su actividad, comete algún delito que 
la Constitución Política o la legislación 
común hayan previamente establecido y 
sancionado. A través de esta responsabili­
dad se busca, en el interés general de la 
sociedad, la aplicación de una pena o san­
ción al infractor, conforme al principio 
básico dentro de una sociedad democráti­
ca, de que toda autoridad -por elevada 
que sea su investidura- está sometida a 
la misma legislación que el ciudadano co­
mún. 

Se hace, finalmente, efectiva ia respon­
sabilidad política cuando corresponde al 
Parlamento calificar discrecionalmente la 
conveniencia o inconveniencia de las po­
líticc).s que llevan adelante los represen­
ü:ntes del Poder Ejecutivo o en las con­
ductas y actuacio:aes en que éstas se tra­
ducen. 

La existencia de todas estas responsa-
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bilidades no tiene, sin embargo, un ca­
rácter arbitrario, sino que está en direc­
ta e indestructible relación con el régimen 
político que cada país adopta y cuya im­
peratividad emana precisamente de la su­
premacía de la norma constitucional. 

Así, la responsabilidad civil y penal es 
común a todos los regímenes políticos, en 
tanto que la responsabilidad política es 
propia y exclusiva de los regímenes par­
lamentarios y está expresamente excluida 
de los regímenes presidendales. La jus­
tificación de tal diferencia es obvia si 
atendemos al carácter esencial de todo go­
bierno parlamentario, el que, de acuerdo 
a la opinión del ya clásico tratadista in­
glés Bagehot, es simplemente "una comi­
sión del cuerpo legislativo escogida para 
ser el cuerpo ejecutivo", concepto que 
coincide enteramente con la definición 
más moderna de Hans Kelsen conforme a 
~a cual "en una república parlamentaria 
el gobierno no es sino una comisión del 
Parlamento". Dentro de tal sistema, en 
que las funciones del gobierno son un me­
ro acto de delegación del Parlamento, que 
se reserva la facultad de calificar la for­
ma en que sus mandatarios desempeñan 
su cometido, resulta natural que la res­
ponsabilidad sea "infinitamente amplia 
en cuanto a los motivos o actos que la 
determinan" y que allí pueda, de acuerdo 
con la conclusión del antiguo profesor de 
derecho constitucional Gabriel Amunáte­
gui, hacerse extensiva la responsabilidad 
política no sólo a los actos personales, si­
no "incluso, a las medidas adoptadas o ac­
tos realizados por los funcionarios colo­
cados baj o su autoridad y sometidos a su 
jerarquía." 

N aturalmente, este tipo de responsabi­
lidades es enteramente ajeno al régimen 
político sancionado por nuestra Carta 
Fundamental. La reforma de 1925, de la 
que emanan en su redacción actual las 
atribuciones exclusivas de las dos ramas 
del Congreso Nacional, representó a un 
mismo tiempo un camb'io del texto cons­
titucional y un cambio de régimen polí-

tico; pero si hubiera que jerarquizar, con­
fOTme a la úttención básica de sus redac­
tores, estas dos modificaciones, es eviden­
te que podemos concluir que en dicha opor­
tllnidad se modificó la Carta de 1833 pre­
ciscunellte con el objetivo esencial de reem­
plazar el régimen parlamentario vigente 
por. un definido régimen presidencial. 

Como los señores Senadores saben per­
fectamente, este régimen de carácter pre­
sidencial no sólo ha sido consentido des­
de entonc28 hasta hoy, sino que se le ha 
fortalecido é1. través de las reforma:.; de 
los años 1943 y 1969, que han entregado 
al Jefe del Estado nuevas e importantes 
atribuciones para la conducción políti,:a, 
económica y social de la nación. 

Parece evidente que es dentro dE este 
concepto jurídico donde debemos encua­
drar la institución específica del j u lcío 
constitucional, en forma tal qu.e ella de­
sempeñe una misión concordante y fun­
cional con el sistema político, evitaEdc.> 
responsablemente que se convierta en un 
factor de perturbación y menos aún de 
caos de toda nuestra estructura constitu­
cional. 

Sostengo categóricamente que en Chile 
no existe la i'esponsabilidad política de 
los agentes públicos superiores en general 
ni de los Ministros de Estado en particu­
lar. Nuestra Constitución Política se pro­
nuncia por un sistema en que "un ciuda­
dano con el título de Presidente de la Re­
pública de Chile administra el Estado y 
es el Jefe Supremo de la Nación" ; dentro 
de él se ha consagrado precisamente la 
facultad exclusiva del Presidente de nom­
brar "a su voluntad a los Ministros de 
Estado", los que "son de exclusiva con­
fianza del Presidente de la República y 
se mantendrán en sus puestos mientras 
cuen ten con ella". 

Como es un principio jurídico univer­
sal que las responsabilidades son siempre 
de derecho estricto y nunca pueden esta­
blecerse por analogía o mediante una in­
terpretación extensiva, nuestra Constitu­
ción ha sido explícita en señalarlas. En 
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su artículo 42, N9 29, ha consagrado como 
una de las atribuciones exclusivas de esta 
Corporación decidir, bajo la forma de un 
verdadero antejuicio, "si ha o no lugar la 
admisión de las acusaciones que cualquier 
individuo particular presente contra los 
Ministros con motivo de los perjuicios que 
¡Imeda haber sufrido injustamente por al­
gún acto de éstos." Se hace efectiva así 
la responsabilidad civil de los Ministros 
de Estado. 

Entre tanto, en el artículo 39, número 
19, entre las atribuciones exclusivas de la 
Cámara de Diputados, la Constitución es­
tablece el mecanismo básico para hacer 
efectiva la responsabilidad penal de las 
autoridades que aquí se expresan y por 
los delitos que precisamente se señahn. 

Con la máxima claridad, el mismo ar­
tículo 39, en su atribución2~, fija los al­
cances de la fiscalizadón política que a la 
Cámara de Diputados corresponde reali­
zar, y señala también los instrumentos 
para hacerla efediva, que pueden consis­
tir en la adopdón de acuerdos o en la su­
gerencia de observaciones al Presidente 
de la República, para agregar textual­
mente que "los acuerdos u observaciones 
no afectarán la responsabilidad política 
de los Ministros". 

N o se precisan, pues, argucias ni dis­
quisiciones .para concluir que nuestro re­
gimen político acepta y reglamenta la ma­
nera de hacer efectiva la responsabilidad 
penal de los Ministros de Estado, pero re­
pudia, mediante un texto expreso, que se 
les pretenda someter a una responsabili­
dad derivada de la conveniencia de sus ac­
tuaciones o de los actos de funcionarios 
de su dependencia, como acontece dentro 
de la responsabilidad política. 

Podría abundar ·en numerosísimas ci­
tas o referencias de autores y tratadistas 
nacionales que aceptan.precisamente es­
tos criterios. La responsabilidad consa­
grada en el artículo 39 de la Constitución, 
al ser una responsabilidad de orden pe­
nal, asume de inmediato una doble carac­
terística: sólo puede hacerse efectiva por 

los delitos que expresamente se señalan 
para cada caso en cada una de las letras 
de la atribución 1~, del artículo 39, y ade­
más dicha responsabilidad debe afectar 
personalmente al funcionario imputado a 
través de acciones u omisiones suyas 
realizadas voluntariamente. 

Deseo traer a esta discusión sólo aque­
llos testimonios que reúnan característi­
cas de contundencia y brevedad. Jorge 
Huneeus, a quien se tiene por el más in­
signe comentarista constitucional del si­
glo XIX, afirmó en su obra "La Consti­
tución ante el Congreso", Tomo n, anali­
zando los antiguos artículos 99 y 100, que 
"la acción que ambos conceden al particu­
lar perjudicado es meramente civil pues­
to que su objeto es obtener el pago de los 
perjuicios sufridos. En razón de delitos 
cometidos dentTo del ejercicio de sus fun­
ciones, los Ministros no pueden ser acu~ 
sados sino por la Cámara de Diputados 
ante el Senado." 

En su obra "Elem~l1tos de DerechOd­
Constitucional de Chile", aparecida en 
1924, Alcibíades Roldán comenta las atri­
buciones judiciales del Congreso Naciopal 
y expresa en la página 317: 

"El carácter especial que revisten es­
tos juicios, la gravedad de los hechos que 
en ellos se procura investigar y castigar 
y la situación que ocupan esas personas, 
los diferencia sensiblemente de aquellos 
otros en que se persigue la represión de 
delitos comunes o las responsabilidades 
que en general af.ectan a todo empleado 
público por los abusos que cometan en el 
desempeño de su cargo. 

"Los lVIinistrosDueden ser acusados 
por los delitos de traición, concusión, 
malversación de los fondos públicos, so­
borno, infra·cción de la Constitución, por 
atropellamiento de las leyes, por haber 
dejado éstas sin ejecución y por ha.ber 
comprometido gravemente la seguridad 
o el honor de la Nación." 

El profesor Enrique Evans de la Cua­
dra, titular de la Cátedra de Derecho 
Constitucional en la Universidad Católi-
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ea de Santiago y Subsecretario de J usti­
cia durante la Administración del Presi­
dente Frei, expresa 02Il su obra "Relación 
de la Constitución Política de la República 
de Chile", página 73: "El juicio político 
tiene rOl' objeto hacer efectiva la respún­
sabilidad PE=<; AL ch~ ciertos gobernantes 
y funcionarios, en razón de delitos lue 
ihayan cometido en el desempeño de SU3 

cargos. El número T de Este artículo 3~ 
señala nlÍlluc103amentc los IfUECioml"ios 
acusables, entre los q'J€ incluye el Contr''l-
1101' General de la República, desde la Re­
forma Constitucional de 1943, ley 7.727 
Y las causales d8 acusaci6n para cada uno 
de ellos". 

Por su parte, don Alejandro Silva 
Bascuñán, en la actualidad Presidente del 
Colegio de Abogados, manifiesta categó­
ricamente en su tratado de Derecho Cons­
titucional, Tomo nI, p§,ginas 98 y 99, 
que "La responsabilidad política Minis­
terial es propia de los ¡:;istemas parlamen­
tarios de gobierno en los cuales los Mi­
nistros se mantienen en sus puestos 
mientras cuenten con la adhesión de la 
Cámara y deben retirarse de sus fun­
~iones desde que se ven privados de su 
apoyo. 

"Esto no ocurre en el sistema de go­
bierno presidencial, .en el que 12s basta 
mantener la confianza del Presidente de 
la República. En la ley fundamental chi­
lena queda ello establecido en el N9 2 del 
artículo 39, según el cual los acuerdos n 
observaciones que se .produzan con el vo­
to de la mayoría de los Diputados preSEm­
tes en elej ercicio .de la facultad de fis(;a­
'lizar los actos de Gobierno que correspon­
da a la Cámara de Diputados, no afecta­
rá la responsabilidad política de los :i\1i­
Ristras." NIás adelante, el mismo autor 
agrega: "La responsabilidad funcionaria 
;penal es la que al Ministro sólo s~ puede 
hacer efectiva previo juicio político". 

El carácter tan determinado de ,esta 
responsabilidad por de1itos que consagra 
nuedl'a ConstitucióY'. cL,termina un mal'­
eo muy riguroso para hacerlaeL:ctiva. La 

idea de delito, en efecto, es inseparal5le 
de las ideas de la tipicidad y de la culpa­
bilidad. De acuerdo a la primera, debe 
haber una ley que defina y describa el he­
cho con anterioridad al juzgamiento; es­
te hecho debe ser específico, con límites 
perfectamente definidos. Conforme a la 
segunda, estos hechos específicos deben 
S21' atribuibles pfl'sonalmente al acusado. 

Estas 1l0rmas, n~cogidas hace ya mu­
e ho tiempo en todo régimen político civi­
li zado, encuentran rigurosa recepción en 
El Reglamento del S~Ilado, el que, como 
S8 entiende, no sólo constituye una regla 
ol'denatoria del funcionamiento de esta 
:'ama del Congreso, sino además una in­
terprebción alüéntica de nuestra Consti­
tución y un texto complementario de ella 
en las materias que detalla. De acuerdo a 
lo que dispone el artículo 181 del Regla­
mento del S,~nado, se votará por separa­
do cada ca;pítulo de la acusación y se en­
tenderá por capítulo el conjunto de los 
hechos específicos que, a juicio de la Cá­
mara, constituye uno de los delitos que, 
según la Constitución Política del Estado, 
auto1'izan para interponerla. He sosteni­
do ante la Cámara de Diputados, y lo rei­
tero ahora, que en estricta concordancia 
con este texto, sólo puedo ser responsable 
de hechos específicos que se me puedan 
atribuit personalmente y que constitu­
yan delitos, único caso en que la Consti­
tución y el Reglamento del Senado a1do-
1'?'zan el empleo de la clase de incrimina­
ción que hoy día enfr·ento. 

El delito no es nunca una condición 
personal, una posición o la circunstancia 
de representar algo. El delito no consiste 
en lo que una persona es, sino en lo que 
una persona hace culpablemente. 

Estos hechos espec1ficos, a los que ex­
presam('nte se refiene el artículo 181 del 
;~eglamento del Senado, determinan la 

única forma en que la Constitución legi­
tima el juicio a una ::.\Iinistro de Estado; 
tales hffhos deb8~1 cOllsjstir en órc1e:¡J.es, 
instrucciones o providencias emanadas de 
mi decisir5n o en la deliberada omisif~n de 
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un acto jurídicamente obligatorio respec­
to del cual exista la responsabilidad de 
actuar y siempre que tal acción u omisión, 
aparte estar formalmente tipificada, 
revista la gravedad que reclama el texto 
constitucional y que permite parangonar 
el delito de "quebrantamiento de las le­
yes" con las otras hipótesis delictivas, que 
el artículo 39 enumera, tales como la 
traición, el soborno, la concusión o la mal­
ycrsación de fondos públicos. 

Pet'o lo que no es aceptable -yen ello 
el libelo acusatorio incurre reiteradamen­
te- es pretender hacerme responder a 
mí por los actos de otros. El superior je­
ní.rquico no responde de los actos ilícitos 
del inferior, sino en la medida en que es­
tú vinculado. a éstos, sea porque volunta­
riamente los dispuso estando prohibidos, o 
no los impidió, debiendo o pudümdo ha­
cerlo. 

Estos dependientes, por lo demás, tie­
nen su propia y completa responsabilidad 
en los ámbitos administrativo, penal y 
civil. Basta recordar que nuestro Código 
Penal confiere acción pública a cualquier 
particular para perseguir la responsabi­
lidad que pudiera afectar a los funciona­
rios públicos por la violación de derechos 
garantizados por la Constitución, para lo 
cual establece, en su artículo 148 y si­
guientes, variados tipos penales. Y 
además debe tenerse presente la eircuns­
tancia de que el mismo artículo 39, nú­
mero 1<;\ consagra directamente la respon­
sabilidad penal constitucional de inten­
dentes y gobernadores, quienes forman 
.parte del Gobierno Interior del pals, son 
subordinados directos del Ministro de es­
ta Cartera y, dentro del ámbito de su com­
petencia terribrial, desempeñan en mu­
chos casos funeiones idénticas a las que 
a mí me corresponden. 

Por si subsistiera alguna duda del ca­
rácter personal de la responsabilidad de 
un Ministro d8 Es'~ado, acudiré de nuevo 
a una poderosa razón del tExtO. El artícu­
lo 76 dt: nuestra Constitución ?olitica dis­
pone a la letra: "cada Ministro sed, res­
ponsable personalmente de los actos que 

firmare y solidariamente de los que sos­
tuviere o acordare con los otros Minis­
tros." Ni siquiera se necesita ¡perspicacia 
para concluir que hay aquí una norma 
general y amplia que establece la respon­
sabilidad personal, y una norma de excep­
ción de carácter restrictivo, que admite 
la solidaridad en el único caso de la ac­
tuación conj unta de varios Ministros. 

Favorece todavía la interpretación 
qUf- sClstengo la evolución histórica de los 
pnceptos relativos al juicio constitucio­
nal. Las ideas que he expuesto están ya 
muy claras en la mente de los primeros 
tratadistas de nuestra Constitución, como 
Carrasco Albano, quien explica que la nor­
ma pertinente (en esa época, artículo 93 
y siguientes) "entra a detallar estos de­
litos, especificando cada una de las faltas 
que puedan cometer en su Ministerio y 
por los que pueden ser acus2.dos en la 
fOl'ma que más abajo se indica." En tér­
minos nal'f~cídos se expresa Jorge Hu­
neeus, y ningún analista posterior ha de­
jado de coincidir a este respecto. 

Es ilustrativo recordar que, en diver­
sos artículos, el texto primitivo de la Cons­
titución de 1833 definía los "crímenes o 
delitos" por los cuales la Cámara podía 
acusar a determinados funcionarios, y en 
su artículo 98, expresaba textualmente que 
"el Senado juzgará al Ministro acusado 
ej erciendo un poder discrecional, ya sea 
para caracterizar el delito, ya para dictar 
la pena. De la sentencia que pronunciará 
el Senado no habrá apelación ni recurso 
alguno." 

De la sola lectura de este texto, puede 
comprenderse que, desde slls orígenes, és­
ta fue indudablemente una responsabili­
dad de tipo penal; en esa época, además, 
se atribuía al Senado una facultad amplí­
sima que en la práctica podría resultar 
anulatoria del principio "nulla poena 
sine 1ege". Como lo expresa también Hu­
nS2"S refiri6ndose al delito de "nobble 
aba'ldono de d8hsres", pero en términos 
de alcance general, "es imposible negar 
qFe la Constitución misma es la que ha 
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creado el delito de "notable abandona de 
deberes", respecto de los Magistrados en 
los Tribenales Superiores .. . "El delito lo 
CTea la Constitución y el Senado caracte­
riza el hecho resol1.'iendo si importa o no 
delito y resolviendo esto que es gravísimo 
según su leal saber y entender. 

Probada así la afirmación de que, des­
de su origen y en todo momento, la vo­
luntad dd constituyente y la opinión de 
los juristas han calificado coincidente­
mente como penal la responsabilidad que 
se hace efectiva en el llamado juicio polí­
tico, resulta útil recordar que la Reforma 
Constitücional de 1874, aparte simplifi­
car el procedimiento, reguló en forma que 
recogía las críticas hasta entonces formu­
ladas, la facultad del Senado para carac­
terizar el delito y la pena a su discreción. 
El texto entonces aprobado es esencial­
mente igual al que ahora consigna el ar­
tículo 42, atribución F\ y tuvo su origen 
en la Comisión de Constitución, Legisla­
ción y Justicia de la Cámara de Diputa­
dos. El informe de ésta, luego de referir­
se críticamente a la amplitud de la facul­
td del Senado y al peligro que involucra 
para su ejercicio el carácter político de 
dicho cuerpo, expresa que el Senado 
"según su discreción puede mandar a en­
cerrar en la Penitenciaría perpetuamente 
o condenar a la pérdida de la vida". 

Dispuesto el constituyente a paliar ese 
exceso, dio a la disposición constitucional 
el texto que hoy tiene, y fundando la mo­
dificaeión expresó: "¿ es absolutamente 
necesario arrostrar esos peligros para 
que el juicio político sirva de garantía 
contra los abusos de los funcionarios pú­
blicos? De ninguna manera. Dése al Se­
nado la facultad de declarar al Ministro 
culpable o de no culpable y de aplicar co­
mo única pena la destitución, o si se quie­
re también la inhabilidad para ejercer 
cargo público, y déjese al acusado por el 
delito que sus actos envuelvan y que 13, 

ley penal castiga sujeto a los tribunales 
comunes. El juicio político llena su obje­
to dando al Senado esa facultad. Obrando 

de esta manera s2guiremos un precedente 
respetable, el de los Estados Unidos, pue­
blo que en la práctica de las institueiones 
democráticas ES autoridad de peso. En ese 
sentido hemos modificado el artículo 98". 

Pido que los señores Senadores acepten 
la correcta interpretación del espíritu,! la 
letra de la Constitución Política, conforme 
a la cual cada una d2 las figuras ·~onsagra·· 
das en las diversas letras de la atribución 
l? del artículo 39 configura un tipo penal 
delictivo. En su establecimiento y califi­
cación las dos ramas del Parlamento ac­
lÚa'l como tribunales de justicia. Esto no 
es menos efectivo por el hecho de que la 
Constitución Política, en su artículo 42, 
disponga que .corresponderá al tribunal or­
dinario competente "la aplicación de la 
pena señalada al delito cometido y la de­
t:lminación .efectiva de la responsabilidad 
civil por los daños y perjuicios causados 
al Estado o a particulares". Muy por el 
c(mtrario. Eso viene a reafirmar la correc_ 
'a doctri!la. Si el Senado llega a establecer 
p:u'a algún alto funcionario la responsabi­
lidad personal derivada de la perpetra­
ción de alguno de los delitos consignados 
En la Constitución, lo condenará y destitui­
:á en todos los casos. El procedimiento es­
tará completo y el juicio terminado sin que 
exista recurso alguno para reclamar de 
la incorrección que tal fallo pudiera pre­
sentar desde el punto de vista de la in­
fracción de las normas del derecho sus­
tantivo o del atropello de reglas de p1·oce­
dimiento. 

La función que desempeña el Congreso 
N acional en las acusaciones constitudona­
les es una función jurisdiccional; consiste 
sn administrar justicia. Así lo demuestra 
l1"refutablementeel tenor de los artículos 
39, atribución 1?, Y 42, atribución 1? Si 
observamos dichas normas con criterio pro­
c.c.sal penal, veremos que en ellas se in­
dividualiza a los inculpados, se establecen 
delitos espe.cíficos para su encausamiento, 
;'8 señalan los procedimientos y los térmi­
nos judiciales y se determina la forma de 
concluir el proceso que fija explícitamen-
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te la penal constitucional y única de la 
destitución. Es, por otra parte, la misma 
idea que reafirma el artículo 59 del Código 
Orgánico de Tribunales ubicado dentro del 
título "del Poder Judicial y de la Admi­
nistración de Justicia en General" y que 
señala: "a los Tribunales que establece el 
presente código estará suj eto el ,:::onoci­
miento de todos los asuntos judiciales que 
se promueven en el orden temporal de,ltro 
del territorio de la República, cualquiera 
qL~e S2a la naturaleza o la calidad d2 las 
personas que en ellos intervengan con las 
solas excepciones siguientes: 

"1 9.-Las acusaciones que se entabl:~n 
con arreglo a lo dispuesto en los artículos 
39 y 42 de la Constitución Política de la 
República." 

Dentro del carácter armónico y c:mc::;]'­
dante que presentan todas las disposicion:2s 
que en nuestro ordenamiento jurídicJ tie­
nen referencia con el juicio cO:lstituci:1-
nal, desempeña también un papel muy cla­
ro la disposición del artículo 42, atribu­
ción 1li\, inciso final, que reglame:1ta el 
procedimiento que se debe emplear en 
aquellos casos en que, j unto a la responsa­
bilidad penal constitucional, existan res­
ponsabilidades conexas de carácter civil o 
penal común. En estos casos, para hacer 
efedivas esas otras responsabilidades, dis· 
tintase independientes, que pueden o no 
existir, es competente la justicia ordina­
ria. Si hay responsabilidad civil, el juez. 
competente determinará su monto; si exi~­
te un delito común que juzgar, el juez 
competente incoará el proceso de acuerdu 
a las reglas del proeedimiento común y 
aplicará la p-ena penal que corresponda. 
Ambos, sin embargo, son completamenh~ 
independientes, y el hecho de que no tienEn 
relación alguna entre sí se demuestra por 
la circunstancia de que aunque el tribunal 
ordinario acreditará la más completa ino­
cencia de la persona condenada por el Se­
nado, nunca podría alterar la pena de deE;­
titución que éste aplica con carácter defi­
nitivo e inmutable. 

El señor A YL WIN (Presidente) .-Ra 

terminado la media hora de que dispone el 
señor MinistTo. 

Si le parece a la Sala, S2 k concederá 
el tiempo necesario para terminar su (12-
fensa. 

¿ Le bastaría con cinco minutos, señor 
Ministro? 

El señor TORA (Ministro acusado). -
Me bastan dos minutos. 

El señor A YLWIN (Pre~idente) .-So­
licito el acuerdo de la Sala para cOllcer12r 
dos minutos al señor Ministro. 

Acordado. 
El señor TORA (Ministro a-cusado). -

Muchas gracias, señor Presidente. 
En virtud del ,carácter jurisdiccional 

que desempeña en estos instantes esta ra­
ma del Congreso, y teniendD presente el. 
alcance muy claro de las normas de los 
artículos 39 y 42 que se me deb8n aplicar, 
solicito de los señores Senadores, en este 
instante constituidos en jurado, que re­
suelvan acogiendo la cuestión previa que 
promuevo y declaren que no se ajusta a 
los preceptos constitucionales la acusa­
ción en mi contra deducida. 

Han estudiado Sus Señorías todos los 
a'ltecedentes presentados ante la Comisión 
Espedal designada por la Cámara de Di­
putados y ante su Sala. Saben muy bien 
que todas las imputaciones que se me for­
mulan no se vinculan con una infracción 
,Erecta o personal que pudiera haber rea­
lizado, sino que se alude siempre a actua­
ciones de terceros, algunos tan distantes 
del sitio en que desempeño mis funciones, 
que ni siquiera los conozco. En otros caf'OS 
se me pretende responsabilizar de presun­
tas infracciones cuya vigilancia correspon. 
de a intendentes o gobernadores que tie­
nen su propio ámbito de responsabilidad. 
En algunos otros se me imputaron adua­
dones de corporaciones de derecho públi­
co, autónomos e independientes, que care­
cen de todo vínculo de subordinación con 
el Ministerio a mi cargo. 

Re demostrado con los más amplios an­
tecedentes que no sólo tengo la disposición 
de respetar el juramento que he prestado 
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de -cumplir y hacer cumplir la Constitu­
ción y las leyes, sino que he llevado este 
celo y acuciosidad más allá de las simples 
exigencias legales, haciendo uso amplio 
de facultades que la legislación me otorga 
con el carácter de discrecionales. He podi­
do invocar en mi apoyo testimonios inta­
chables, documentos auténticos y resolu­
ciones que acreditan muy bien la forma 
en que he procurado ejercer mis funcio­
nes. Entre otros ante.cedentes significa ti­
vo~, pido que se valoricen las opiniones de 
los altos representantes de nuestros Cuer­
pos de Defensa Nacional y Seguridad, 
quienes formularon declaraciones ante la 
Comisión de la Cámara de Diputados. 
Tampoco se me puede reprochar lenidad 
para exigir una conducta consecuentu a 
mis subordinados. Son conocidos los nume­
rosos casos de funcionarios que he suma­
riado o removido de sus cargos. 

Concluyo mis palabras ante ustedes, se­
ñores Senadores, expresándoles que no só­
lo me interesa acreditar mi inocenda fr8,1-
te a las imputaciones delictivas de que se 
me hace obj eto. Quizás si con más fuerza 
aún, con una vehemencia que brota de mi 
espíritu democrático y humanista, me in­
teresa que se respete el tenor y el espíritu 
de nuestra Constitución Política; que se 
respete el funcionamiento de nuestro ré­
gimen presidencial; que no se intente hacer 
más eficaz la fiscalización política lleváll­
dola a un plano como el del juicio consti­
tucional, del que el constituyente expresa­
mente la excluyó; que, por último, no se 
atente contra el prestigio de nuestras ins­
tituciones, contra el sentido de la justicia 
que a Sus Señorías les corresponde admi­
nistrar. 

Todo esto me preocupa por ,el bien de 
Chile. Por la normalidad de nuestra COll­

vivencia política e institudonal, que, como 
a nadie, me interesa preservar. 

En mél'ito de todo ello, solicito de Sus 
SefíorÍas apliqUen correctamente las dis­
posiciones del artículo 39, atribución P; 
42, atribución 11,1; 60; 72, atribución 51,1, y 
76 de la Constitución Política del Estado; 

artículo 59 del Código Orgánico de Tribu­
na10s y artículo 181 del Reglamento In­
terno del Senado, y declaren que no se re­
únen los requisitDs exigidos en estas di s­
posicioIles para la sustanciaeión del juicio 
penal constitucional que me afecta. 

He terminado, señor Presidente. 
El señor AYLWIN(Presidente). 

Ofrez·co la palabra a los señores Diputa­
dos mi2mbl'os de la Comisión Especial de­
signada por la Cámara para proseguü' la 
acusación, acerca de la cuestión previa 
planteada por el señor Ministro. Disponen 
en conj unto de hasta 30 mÍ!mtos. 

El señor ZALDIV AR (Diputado acusa­
dar) .-Señor Presidente, antes deseo pre­
.r;¡mial'le de cuánto tiempo dispongo en es­
ta sesión para hacerme cargo de la cues­
tión previa. 

El señor AYLWIN (Presidente). -
Dispone de siete minutos, pues la sesión 
está dtada hasta las 19. En consecuencia, 
el resto del tiempo deberá ocuparlo en la 
sesión de mañana. 

Els'eñor ZALDIVAR (Diputado acusa­
clor) .-Solicito a la Mesa recabar el asen­
timiento unánime de la Sala para levan­
tar la sesión a fin de exponer mis argu­
mentaciones en forma continuada en los 
treinta minutos que me corresponden, en 
la sesión de mañana. 

El señor AYLWIN (Presidente).- Si 
le parece a la Sala, se acogería la petición 
del señor Diputado. 

El señor CHADWICK.- Es contrario 
al Reglamento, pues éste fij a el horario. 

El señor BULNES SANFUENTES. -
Por acuerdo unánime se puede acoger la 
sulicitud. 

El señor AYLWIN (Presidente).-Re­
glamentarÍamente el Presidente por sí solo 
puede poner término a la sesión, y la Sala 
puede acordarlo en cualquier momento en 
ca~:o de faltar menos de 20 minutos para 
Sel término. 

Como hL1bo acuerdo para prorrogar el 
tlem)O al Señor Ministro no obstante que 
el Reglamento le conc:ede treinta minutos, 
parece razGnable que si quedan siete mi-
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nutos para finalizar la sesión de hoy, se 
ac.céda a la petición del señor Diputado in­
formante a fin de que comience su illter­
v211ción mañana a las 16. 

Si le parece a la Sala, se procederá en 
esa forma. 

Acordado. 
El 32Íior OCHA.GAVIA.-Quisiel'a"ol1-

cital' que se n:)8 ontreg'ue c:::11ia ele l~l es:" 
p02iciúll del se;iol' Ministro. 

El ·,eñOl' AYL\YIX (Pl'Esid.e;l \.-- ;':.2 

proced21'á a sacar las copias ~,~I¡_'i '-'J~) ~~'nd ~,-.,~': ... 

===================== 
El señor FIGUEROA (Secretario) .-Se 

ha presentado una indicación para publi­
car iD exteJ1:::() lo tratado hoy ell la Sala. 

El señor OCHAGA VIA.-Lo más lógi·co 
.~'2~'ía hacer una sola publicación con todo 
d trámite de la acusación en el Senado. 

El :~2üor AYLWIN (Presid¿nte). --En 
realidad, pnrece lógico que el acuer,1o se 
rdi'~:a a toda la tramitación de la acu:m­
(;i~> C:O','> 'i t.ucional, en e~,ta e ~;l'pG,'a 2iÓ·'. 

~)~ l~~ pa-~'cc8 a la Sala, S~ prJc8clc~'ía '2E 
,:':::l f'.,:l'l-:l~-~. 

S'.?, L~\¡Z~:'l: a la s2siól1. 
-Se [ccu;¿[ó a las 18.54, 

DI'. Reúl Fr1le;cz:!ela García, 
.T e.f2 eh la Rfodacclér'L 
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ANEXOS. 

DOCUMENTOS. 

1 

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTE­

RIORES RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO 

DE LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS QUE 

APRUEBA EL CONVENIO DE INTERCAMBIO CULTU-

RAL ENTRE CHILE Y COLOMBIA. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de infor­

maros acerca del proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Dipu­
tados que aprueba el Convenio de Intercambio Cultural entre Chile y 
Colombia. 

A la sesión en que estudiamos este asunto asistieron el Ministro y 
el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señores Clodomiro Almeyda 
y Aníbal Palma, respectivamente y el Director de Organismos Interna­
cionales subrogante, del mismo Ministerio, señor Luis Quinteros. 

Generalidades. 

Este Convenio, al igual que el Acuerdo Básico de Cooperación Téc­
nica y Científica, fue suscrito en Bogotá por los Ministros de Relaciones 
Exteriores de Chile y Colombia, el 8 de mayo de 1971. 

El instrumento que ahora nos interesa viene a actualizar el sistema 
imperante entre ambos países en materia de reconocimiento de títulos 
y certificados de estudios, en los niveles de la enseñanza superior y básico 
y medio, respectivamente. 

Tal situación se encuentra regida en la actualidad, entre ambos paí­
ses, por la Convención sobre Ejercicio de Profesionales Liberales, de 23 
de junio de 1921. 

Es obvio que durante cincuenta años de vigencia de esta última se 
ha operado un extraordinario avance en el campo de la ciencia, la tec­
nología, la técnica y, en general, del saber humano. Todo lo cual ha pro­
vocado el nacimiento de nuevas actividades y profesiones, muchas de las 
cuales se han desmembrado de las clásicas y tradicionales, dando h~gar 
a nuevas especialidades, incluso en los ámbitos medios de la ciencia. 

A lo anterior habría que agregar la conveniencia de superar las ba­
rreras que hoy impiden a las naciones en vías de desarrollo alcanzar el 
nivel qt~e ostentan otros paíSES del mundo. Enorme influencia ha tenido 
en es),G sentido la fuerza y decisión con que los Estados miemtros del 
Pac~o Andino esi-ácl tratando de lloval' a la práctica un plan intcgracio­
nista de can\cter cicl1tifico, cdncativo y culta'al. 

P01' este camino, El p'esente Convenio tiende a realizar diversos ob­
jetivos perseguidos en estas materias por el Convenio Andrés Bello. 
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Asimismo, las disposiciones del instrumento internacional en estudio 
vienen a complementar el Convenio Básico de Cooperación Técnica y 
Científica entre los mismos países, al que aludimos anteriormente. 

A nálisis del articulado. 

El Tratado en estudio consta de 9 artículos además de un cuerpo de 
recomendaciones y acuerdos relativos a la edición y distribución de libros 
y publicaciones. 

El artículo 1 dice que los certificados de término de estudios cursados 
en establecimientos del Estado o reconocidos por éste, en los niveles bá­
sico y medio, en cualquiera de las Partes Contratantes, producirán en la 
otra los mismos efectos que en el país en que se cursaron. De esta manera 
se soluciona que estos países exigen para desempeñar detrminadas fun­
ciones, y además habilita a los interesados para poder continuar sus es­
tudios en cualquiera de los niveles siguientes. 

A la enseñanza superior se refiere el artículo n, que expresa que se 
reconoce la calidad de títulos y grados que otorguen los Países contra­
t'antes, cuando no tenga lugar la equivalencia en el otro país, lo que habi­
lita para ejercer su profesión a los técnicos y especialistas de un país en 
el otro, cuando éste no cuente con tales profesionales. 

Según el artículo nI, los estudios parcialmente cursados en cual­
quiera de los niveles, producirán en el otro país los mismos efectos que ! 
le reconozcan las leyes del país de donde provenga el interesado. 

El artículo IV consagra el libre ej ercicio de profesiones por parte 
de chilenos en Colombia y de colombianos en Chile. Tal precepto se en­
cuentra en la Convención de 1921, con la salvedad de que ahora se su­
prime la limitación acerca de la prueba de la nacionalidad que pudieran 
establecer las leyes internas de las Naciones Contratantes. 

El artículo V instituye dos Comisiones Mixtas permanentes: una 
para los niveles básico y medio y otra rara el nivel superior. A dichas 
Comisiones les corresponderá el estudio y la resolución de las equiva­
lencias de los estudios parciales en los diversos ni veles, con la obligación 
de proporcionar a los representantes educacionales de ambo's países los 
planes y programas y los antecedentes necesarios para resolver acerca 
de dicha equivalencia. 

El artículo VI repite los ceneficios que la aludida Convención de 
1921 otorga en materia de aranceles para quienes deseen revalidar estu­
dios, grados o títulos en el otro l~aís, y para quienes siendo nacionales 
de una Parte cursen estudios en la otra. 

El artículo vn establece el procedimiento de revalidación, mante­
niendo el actualmente vigente, con una agregación que lo actualiza. 

De la letra del artículo VlII se desprende el carácter complementa­
rio que tiene este Convenio respecto del de 'Cooperación Técnica y Cien­
tífica y del Convenio Andrés Bello, ambos citados anteriormente. 

El artículo IX S8 refiere a la entrada en vigor del presente instru­
mento, lo que tendrá lugar tan pTonto corno en ambos países se cumplan 
los respectivos trámites constitucionales. 
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Adjuntamos en seguida del texto del Convenio en estudio, el docu-
mento que contiene los acuerdos y recomendaciones que la Comisión Chi­
lGna y la Comisión Colombiana pactaron en marzo de 1971, en relación 
con la distribución de libros y publicaciones de ambos países, con lo ceal 
se tienede a dar cumplimiento al Convenio Andrés Bello, sobre integra­
ción educativa y cultural de los países de la Región Andina. 

En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión de Helaciones EXlcrio-
1'e8 aprobó por unanimidad el l)\}ycdo (L UC\y,,·uo (E il::onD.2 y os lC­

comienda adoiital' ig'.wJ pl'oTl l ll1damiento. 
Sala de la Cornisión, a Cí (L) enero dE: 19¡~. 
"~'.cOl·dado eH s:-S:'Jll (le esta fecha. con asis',encia de los liono:'ilÍJles 

Senadores señores nf:'yes (Prc:sidente), Ih,1112s y rabIo. 
(Fdo.): Raúl Charlin ~Ticvña, Secl'{':tal'io. 

INFORME DE LA COMISJO.V DE REL.4CIONES EXTF:­

RIORES RECAIno J:N EL P¡~OYI;;CTO DE ACUERDO 

QUE APRUEBA EL CONVENIO BASICO DE COOPER;l­

CWN TECNICA y CIENTIF'lCA SUSCRITO CON 

COLOMBIA. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de infor­

maros acerca del proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio Básico 
de Coperación Técnica y Científica suscrito con Colombia. 

A la sesión en que estudiamos este asunto asistieron el Ministro y 
el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señores Clodomiro Almeyda y 
Aníbal Palma, respectivamente, y el Director de Organismos Interna­
cionales subrogante del mismo Ministerio, señor Luis Quinteros. 

El Convenio en referencia fue suscrito en Bogotá, el 8 de mayo de 
1971, por los Cancilleres de Chile y Colombia. 

Como lo expresa el Mensaje en que tuvo origen el respectivo proyecto 
de acuerdo, este tratado bilateral es una consecuencia de los trabajos 
efectuados por la Primera Reunión Mixta Chileno Colombiana, que se 
ocupó de estas materias. 

En diversas reuniones internacionales promovidas para examinar 
las condiciones en que se deSenvuelve la cooperación técnica interna­
cional, ha quedado de manifiesto que la acción común en el campo tec'­
nológico y científico qUe los países desarrollados llevan a cabo en las 
naciones en vías de desarrollo no es sufieiente para quebrar el desequi­
librio ,económico y social que existe entre éstos y aquéllos. 

No obstante ello, S2 ha avanzado mucho en este campo en los úl-

... 
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timos años, para lo cual baste mencionar las recomendaciones y acuerdos 
específicos adoptados en las dos Conferencias celebradas por la UNC­
I":\D, a lo cine s:, agregarán los resultados de la III Conferencia de di­
{'ha institución, a celebrarse en nuestra capital en abril de este año. 

Los pa'ses latinoamericanos, y csp2cialmente los del Area Andina, 
b:lscan, por ;:;u parte, a través del proceso de int2gración, crear las con­
diciones para el desarrollo de una infraestructura científica y tecnoló­
gica interna, ca~~nz de promover el crecimiento autónomo que permite 
terminar con le Estado de dependencia en que actualmente viven. 

Fn el llama~10 "20ns8nso Latinoamericano", habido en Viña del 
:VIal' en mayo de 1969, se advierte algo muy positivo en el aspecto que 
interesa. 

Con todo, ES prEciso reCOl~ocer que el esfuen:o más apndable y 
,..:;i¿J1i ficativo E:11 nuestro continente lo constituye el Pacto Andino, que 
c::tú o"Osnmc1o con miras a producir una amplia integración de los paí­
ses qU2 lo forman. 

Dcy,tro de este predieam2nto, el Tratado Gn estudio establece un am­
~lio htercambio de es;,,~cialjstas y científicos, de b:carios, de equipos e 
instalaciones y de toda clase de información, documentadón y experien­
cias en este orden de actividades. 

Este acuerdo consta de 6 artículos. 
El artículo 19 dice que las Partes Contratantes se comprometen a 

realizar y fomentar programas de cooperación técnica y científica de con­
formidad con sus objetivos de promover el desarrollo económico y social. 

El artículo 29 expresa que la cooperación prevista en el artículo an­
terior se concretará a través de acuerdos adminisb"ativos de ejecución 
y acuerdos complementarios sobre programas especificos, que se exte­
riorijarón en los campos señalados al final del acápite anterior. 

Lo que queda expuesto, de acuerdo Con el artículo 39, se realizará 
dentro de 11n marco de equivalencia y rc:ciprocidad, sin perjuicio de la 
utilización de recursos externos que puedan procurarse para el mismo 
efsdo. 

Según el artículo 49, las Partes se comprometen a otorgar todo ti­
po de prerrogativas y privilegios para los expertos que laboren en los 
planes de desarrollo y cooperación, y franquicias y liberaciones adua­
neras y portuarias para los elementos y maquinarias, así como equipajes. 
que S2 emp12en en los diversos proyectos. 

Por último, el artículo 69 estatuye que el Convenio regirá por cinco 
años y será renovable automáticamente por períodos sucesivos de un 
año, a menos que una de las Partes dé a conocer a la otra su voluntad 
de ponerle término, con seis meses de anticipación. 

En mérito de lo ex:puesto, vuestra Comisión de Relaciones Exterio­
res aprobó por unanimidad el proyecto de acuerdo en informe y os pro­
pone adoptar un acuerdo similar. 
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Sala de la Comisión, a 15 de enero de 1972. 
Acordado en sesión de esta fecha, con asistencia de los Honorables 

Senadores señores Reyes (Presidente), Bulnes y Pablo. 
(Fdo.): Raúl Charlín Vricuña, Secretario. 

3 

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTE­
RIORES RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO 
DE LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS QUE 
APRUEBA EL CONVENIO DE CONSTITUCION DE LA 
UNION POSTAL DE LASAMERICAS Y ESPAÑA, Y EL 

PROTOCOLO FINAL DEL MISMO. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de infor­

mares acerca del proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Di­
putados, con urgencia calificada de "simple", que aprueba el Convenio de 
Constitución de la Unión Postal de las Amér~cas y Espala, y el Protocolo 
Final del mismo. 

A la sesión en que estudiamos este asunto asistieron ~l Ministro y 
el Subsecretario de Relaciones Exteriol'es, señores Clodomiro Almeyda y 
Aníbal Palma, respectivamente; el Director de Organismos Internacio­
nales subrogante de la Cancillería, señor Luis Quinteros; el Jefe del De­
partamento Organismos y Conferencias Varias del mismo Ministerio, se­
ñor Enrique Gómez Con'ea, y los funcionarios del Servicio de Correos 
y Telégrafos, señores Hernán Quiroga, Juan Landreau y Pedro Gaínza. 

Generalidades. 

El Tratado en referencia fue suscrito en la Ciudad de México, el 16 
de julio de 1966, y constituye una ampliación de los acuerdos adoptados 
en lo ciudad de Buenos Aires, el 14 de cctubre de 1960. 

Dice su preámbulo que su texto está inspirado en el deseo de exten­
der, facilitar y perfeccionar las relaciones postales de los paises contra­
tantes; de establecer una so~idaridad capaz de representarlos con efica­
cia en Congresos, Conferencias y reuniones de la Unión Postal Univer­
sal y en otros organismos internacionales; de resguardar sus interESES 
comunes en todo cuanto cóncierne a sus comunicaciones por correo, y de 
armonizar los esfuerzos de las Naciones signatarias para la consecusión 
de sus fines. 

Por su parte, los representantes del Ejecutivo, precisando lGS efec­
tos inmediatos del Tratado, expresaron qúe él beneficiará a los usuarios 
del correo, ya que para la- expedición de la correspondencia entre los 
países de América y España rige la tarifa interna de cada país. Esto es, 
con el mismo franqueo de una carta ordinaria destinada a circular den­
tro de Chile, la correspondencia puede alcanzar a cualquier otro país ame­
ricano o a España. 
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Además, sus disposiciones tienden a disminuir 103 costo de explota­
ción y de intercambio de correspondencia entre las diferentes adminis­
traciones, con los consiguientes beneficios económicos y la mejor exre­
dición de los objetos postales. 

Aná[¡isis del articulado. 

El instrumento en estudio consta de 62 artículos. Su Protocolo Fi­
nal consigna las reservas que los distintos signatarios formularon res­
pecta de él. 

El artículo 19 , que es una de las novedadEs CO~1 r::sjJecto al ant2rio:', 
dispone que los miembros de la Unión Postal de las Américas y Espaja 
que adopten el presente Convenio constituyen un SOlO territorio postal 
para el intercambio recíprcco de envios de correspondencia en condicio­
nes más favorables que las establecidas por la Unión Postal Universal. 

Cabe señalar, asimismo, lo dispuesto en el artículo 49, el que esti­
pula que los países signatarios, de acuerdo con su estatuto orgánico ia­
terno, adquieren el comprom:so de c::;nced2r personalidad jurídica y otor·· 
gar los provilegios e inmunidades en el territorio del país sede -la Re­
pública Oriental del Uruguay-, que sean indispensables para el cumpli­
miento de sus finalidades. Además, prescribe que tales privilegios e in­
munidades deberán ser conc3didos también por los otros Pl'scS cuando 
se efectúen en sus territorios Congresos de la Unión. 

En seguida, el artículo 99 dispone que el idioma oficial d2 la Unión 
Postal es el español, sin perjuicio de que en los congresos, conferencias 
y reuniones se admitirá también el francés, el inglés y el portugués. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 10, y para los efec­
tos de la aplicación de las Actas y Acuerdos, los países miembros toman 
como unidad monetaria el franco oro definido clarame:1te en la Consti­
tución de la Unidad Postal Universal. Lo anterior rige para el pago de 
indemnizaciones y cuentas entre las distintas administraciones postales 
y para la fijación de las tarifas de envío de correspondencia y enco­
miendas. 

Los artículos 12 y siguientes tratan de la organización de la Unión. 
Sus órganos son el Congreso, las Conferencias, la Comisión Técni­

ca Consultiva y Ejecutiva y la Oficina InternaciOllal. El primero es el 
órgano supremo de la Unión, rero sólo los dos últimos tienen el carác­
ter de permanentes. 

Más adelante, los diversos preceptos, junto con enunciar las atri­
buciones de cada uno de ellos, señalan sus tareas. 

Dentro de este cuerpo de disposiciones os llamamos la atención acer­
ca del artículo 20, que consulta el establecimiento de Escuelas TéCnIcas 
Postales encargadas de entregar mayor capacitación al personal de las 
Administraciones Postales de los países signatarios. 

En seguida, en el artículo 24, se trata de los gastos de la Unión, 
los cuales serán sufragados por los países miembros, clasificados para 
estos efectos en tres categorías. Lo anterior no significa que todos los 
países signatarios no estén en pie de igualdad, vale decir, que no ten­
gan los mismos derechos como miembros de la organización. 
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Los artículos 25 y siguientes se refieren a las actas de 'la UniÓn, 
esto es, a los dh'ersos instrumentos que estatuyen su creación y regu­
lan su funcionamiento. Se dice e:>tpresamente que el convenio es el acta 
fundamntal de la Unión. Allí se consignan también normas acerca de 
la modificación e interpretación de tales actas y sobre arbitrajes, fun­
cionarios postales y reuniones universales. 

:;:;1 Título II, bajo el epígrafe "Disposiciones de orden general", se 
ocupa eL los servicios posiales internacionales, envíos de corres¡~onden­
cia, eertiiicados, transpol'te aérGo de envíos postales y a¿ la tllcllicia en 
vlgemcia y duración del presente Convenio. 

;:)obre esto último cabría observar que la fecha en que empezó a 
regir fue el 19 de marzo de 1867, y qUG desde ese momClhO quedaron 
dErogadas todas las JiSl:;osicio~}cs CiCle LalJían sido a¡Hobadas €il lSCO, 
en el Congreso de Buenos Aires. 

En el denominado "Protocolo Finar', que contiene las reservas for­
rD.~:ladas rEspEcto del Tratado en esh,cEo, enconÍ"'amos la ·:212 Chile y de 
OllOS 15 países más, en la que se hace CO!1star "que de acuerdo con el 
principio gmeral de reciprocidad, aplicarán las mismas medidas restric­
tivas o de excepción que establezcan otros Países Miembros, bien en este 
~l.otocolo I<~inal o en el momento 0.2 la ratificación fOl.'mal de las Actas"'. 

Por último, cabe menciol1ar todos los otros instrumentos que se con­
sideran como parte integrante del Convenio de Constitución de la Unión 
Postal de las Américas y España. Ellos son: el Reglamento del Conve­
nio; el Reglamento de la Oficina Internacional; el Reglamento de; la 
O:dcilla de Transbordos; el Acuerdo de Valores Declarados; el Acuerdo 
de Ellcomicndas Postales; el Reglamento de Encomiendas, y d Regla­
mento de Giros Postales. 

En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión de Relaciones Exterio­
res aprobó por unanimidad el proyecto de acuerdo en informe y os pro­
pone adoptar un acuerdo similar. 

Sala de la Comisión, a 5 de enero de 1972. 
Acordado en sesión de esta fecha, con asistencia de los Honorables 

Senadores señores Reyes (Presidente), Bulnes y Pablo. 
(Fdo.): Ra,úl Charlín Vicuña, Secretario. 
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INFORME DE LA COMISlON DE CONSTITUCION, LE­

GISLACION, JUSTICIA y REGLAMENTO, RECAIDO EN 

LAS OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO, EN SEGUNDO 

TRAMITE CONSTITUCIONAL, AL PROYECTO DE LEY 

QUE REGLAMENTA EL DERECHO A SUFRAGIO DD 

LOS ANALFABETOS. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Constitución, Legislación. Justicia y Regla~ 

mento tiene el honor de informaros las observaciones de Su Excelencia 
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el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, formu­
ladas al proyecto de ley que reglamenta el derecho a 8ufragio de los anal­
fa.betos. 

La prin.1era observación, cuya aprobación os recomendamos por una­
nimidad, salva un error de puntuación producido en el N9 7 del artículo 
29 del proyecto, y su carácter obvio hace innlcemrias mayores eX)llica· 
ciones. 

El proyecto observado adopta como sistema para facilitar el voto de 
los analfabetos él de colocar el símbolo o emblema del Partido sobre 
el ncmbre de la respectiva lista; pero si la 61ección es unipersonal, dicho 
s:mbolo o emblema deberá ir cclocado entre la raya sobre la cual S2 

marca la preferencia y el número del candidato. Esta última mo~lali:.::ac1 

se aplicaría también respecto de aquellas listas que, no obstante tratar­
s:; de una elección general, postulan un solo candidato. A juicio del Eje­
cutivo, esto último ocasiona una serie de inconvenientes, tanto en lo qU3 

se refiere al aumento del costo de impresión de las cédulas, como al ma­
YOl' relieve que se dará al candidato respectivo con relación a los res· 
tantes. Por tal motivo, propone la supresión, en el N9 9 del artículo 29, 

de la frase que hace aplicable la modalidad que comentamos respecto de 
las listas con un solo candidato, haciendo regir a su respecto la norma 
general. 

La Comisión os recomienda, por unanimadad, aprebar esta obser­
vación. 

La tercera observación agrega un número nuevo al artículo 29 del 
proyecto, para modificar el inciso séptimo del artículo 21 de la L r2y Ge­
neral de Elecciones en el sentido de que las plantillas que ::'2 confeccio·· 
nen para la votación de los no videntes, incluya también el símbolo o 
embLma en relieve, con la respectiva ranura frente a ·:'1 para que pue­
dan optar entre marcar preferencia a un candidato o votar por la lista. 

Os n::comendamcs también por unanimidad, a:wobar esta observa­
ción. 

La última observación propone agregar al proyecto un artículo 39, 

en el que se crea un Capítulo III en la Ley N9 14.852, General de Elec­
ciones, reglamentario de las consultas plebiscitarias. La Honorable Cá­
mara rechazó esta observación aditiva. 

El señor Presidente de la Comisión, en uso d8 sus atribuciones y en 
virtud de 10 dispuesto en el inciso segundo del arLculo 53 de la Consti­
tución Política del Estado, procedió a declarar inadmisible esta observa­
ción por ser extraña a la idea matriz del proyecto. 

En mérüo de las consideraciones expuestas y teniendo presente la 
declaración de improcedencia hecha respecto de la observación signada 
con la letra d), os recomendamos aprobar las restantes observaciones, 
a que se refieren las letras a), b) y e) oel Mensaje de Su Excelencia 
el Presidente de la República, acuerdos éstos adoptados todos por unani­
midad. 

Sala de la Comisión, a 11 de enero de 1972. 
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l:.cordado en sesión de esta misma fecha, con asistencia de los Ho­
norables señores Pablo (Presidente), Bulnes y Silva Ulloa. 

(Fdo.) : Jorge Tapia Valdés, Secretario. 

5 

INFORME DE LA COMISION DE OBRAS PUBLICAS. 

RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER 

TRAMITE CONSTITUCIONAL, QUE FACULTA A LA 

CORPORACION DE SERVICIOS HABITACIONALES 

PARA ENTREGAR, EN COMODATO PRECARIO, LOS 
TERRENOS DECLARADOS EN SITUACION 

IRREGULAR. 

Honorable Senado: 
Las cuatro modificaciones que introduce la !Ic:1.o"able Cámara al 

proyecto de ley que faculta a la Ccrporación de Servicios Ha bitacionales 
para entregar, en comodato precario, los terrenos declarados en situación 
irregular, que se encuentra en el Senado en tercer trámite constitucio­
nal y con urgencia calificada de "simple", no tienen ninguna influencia 
de importancia que afecb al contenido del proyecto de ley aprobado por 
esta Corporación. Se refieren más bien a cuatro aS')ccto~ d:; detalle. Ciue 
vuestra Comisión considera atendibles, razón ror la cual, unánimom?nt", 
os recomienda aprobarlas. 

En primer lugar, la Honorable Cámara de Diputados acord6 supri­
mir la letra b) del artículo único, que consiste en intercalar) en el núme­
ro 39 del artículo 29 de la ley N9 16.741, una frase cuyo propósito es pre­
cisar que el Presidente de la República puede declarar en situación irre­
gular una población cuando, habiéndose ejecutado o garantizado las obras 
de urbanización, el propietario o loteador no haya efectuado la transfe­
rencia de dominio a que se hubiere obligado, pero siempre que dicha obli­
gación le fuere exigible de acuerdo con los respectivos contratos. 

La frase "y le fuere exigible de acuerdo con ellos" se suprime por 
considerarse obvia y, en consecuencia, innecesario de formularse expre­
samente, toda vez que el propietario o loteador no infringe su obliga­
ción de transferir el dominio mientras ésta no lo es exigible. 

Considerando que la agregación de esta frase era esclarecer el he­
cho señalado y que esté' espíritu se desprende sin que sea menester ex­
presarlo, la Comisión estuvo de acuerdo en aceptar suprimirla. 

La segunda y tercera enmiendas de la Honorable Cámara de Dipu­
tados inciden en el segundo de los tres incisos nuevos que se agregan 
al artículo 25 de la ley citada. 

La primera consiste en determinar que la adjudicación de todos o 
algunos de los sitios que resten vacantes o disponibles una vez termina­
do el proceso de verificación, y que a petición de la Corporación de Ser­
vicios Habitacionales le efectúe el Tribunal, se haga por el valor de ta­
saeión que fij e el Servicio de Impuestos Internos, y no el Director de 
este Servicio. 

La segunda dispone que en contra de la resolución del Servicio de 
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Impuestos Internos que fij.a el referido valor de tasación procedan los 
recm'sos de reposición y de apelación subsidiaria, los cuales se tramita­
rán conforme al procedimiento indicado en el artículo 14 de la ley N9 
J6.741 (1), Y no en conformidad al procedimiento señalado en los ar­
ticulos 139 a 148 del Código Tributario. 

La últin1a enmienda afecta al nuevo inciso cuarto que se agrega al 
artículo 29 de la referida ley N9 16.741. 

Este: artículo, en sus incisos segundo y tercero, resudve la situación 
que se présentacuando dos o más pobladores invocan derecho para que 
les Oto,gÜ2 titulo de dominio respecto de un mismo sitio, concedL3ndo 
preferencia al que primero hubiere tomado posesión material del terreno 
o, en S,] 'deftcto, al qli.2 primero hubisre cdebrado :::nalquir acto o contra­
to qUG bnga ;Jor fil,alidad última o inmediata la tl'a:lsferencia del do­
mLlio. 

Por iJU part:~, El inciso cuz:rto que se agrega. hace perder tal preÍe­
rC2CÍa al r;oblador qUe tuviere derechos acreditados e11 forma exclnsiva 
sobre otro sitio de la misma población o que fuere dueño de un bien raíz; 
pero añade que si el poblador se encuentra en posesión material del te­
rreno, por haber edificado o hallarse viviendo en él, mantendrá su pre­
f2rencia. 

La modificacién introducida por la Honorable C"mara de Dip'ltados 
cO:c:::ist? en cÜ·c'.Dsel'ibir la mar:ccIl::ión de 19 ·'l'd,,~rep.cia sólo al l~obja­
dor que se encuentra en posesión material del terreno por hallarse v:­
vi,mdo ,en ól. 

Por las razones expuestas, la u.nanimidad de los miembros de vu{!s­
tra Comisión os recomienda aprobar las modificaciones introducidas 111 
pl'oyc:cto de ley en informe por la Honorable Cámara de Diputados. 

f'ala dé la Comisión, a 18 de en2ro de 1972. 
Acordado en sesión de esta misma fecha, con asistencia de los Ho­

norables Senadores señores Hamilton (Presidente), Acuña, Carmona, 
Garcí~ y Valenb. 

(Fdo.): Rodemil Torres V ásque,z, Secretario. 

(1) Artfcvlo 14.-Todn cuestión que se suscite en los juicio~ a que den origen las 

disposiciones de este Título, se tramitará como incider.te, sin suspender el cur­

so de la callS3 principal y su resolución se dejará para definitiva, salvo que la 

presente ley señale un procedimiento diverso. 

Las apelaciones se concederán en el solo efecto devol'.rti'"o, salvo las interpues­

tas por la Corporacióh de Servicios Habitacionales y las expresamente excep­

tuadas. Estas últimas apelaciones gozarán de preferencia para su vista y fallo. 

Todas las resoluciones que se dicten en el procedimiento especial a que se re­

fiere esta ley no serán susceptibles, en ningún caso, de los recursos de casación 
en la forma y en el fondo. 
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INFORME DE LA COMISION DE OBRAS PTJBLICAS, 

RECAJDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONO-l 

RABLE CA MARA DE DIPUTADOS QUE DISPONE LA 

TRANSFERENCIA GRATUITA DE UNA VIVIENDA A 

LOS INTEGRANTES DEL EQUIPO CHILENO DE CA-
ZA SUBMARINA. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros 

el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, originado en 
Mensaje del Ejecutivo y con urgencia calificada de "simple", en vir­
tud del cual se dispone que la Carporación de Servicios Habitacionales 
transferirá gratuitamsute una vivienda a cada uno de los seis integran­
tes del equipo chileno que participó en el X Campeonato Mundial. de Ca­
~'a Submarina, al capitán y al Director Técnico d:::] equi,:lO, en. la du­
dad que los propios interesados indiquen. 

La iniciativa obedece al propósito de premiar a los companentes 
de este equipo que, en Iquique, el 4 de septiembre último se clasificó 
campeón en el X Campeonato Mundial de Caza Submarina. 

Como se expresa en el Mensaje "en pocas oportunidades el d',9-
porte nacional ha logrado un triunfo más notable como el que entrega­
ron estos extraordinarios deportistas. 

Uno de ellos, RatJ Choque, S2 clasificó, adem5.s, campeón indivi­
dual del mundo, lo que constituye una verdadera haO'aña si Se advkrü~ 
la calidad de los competidores de las otras naciones, su experiencia y 
los mejores medios materiales con que practican este apasionante de­
porte." 

La unanimidad de los miembros presentes de vuc2tra Comi-:;ió~l apro­
bó en general esta iniciativa, pues est~lvo plenamente de acuerdo ,~n 

estimular a las seis personas que, luego de una preparación responsable 
y de un trabajo colectivo sistemático, fueron capaces de dar a Chile nn 
galardón de catsgoria mundial, así como el capitán y el director técnico 
del equipo, por su no menos destacada labor. 

Al fundar su voto favorable, el Hanorable 'Senador señor Carmona 
dejó constancia de que el proyecto de ley propuesto en el Mensaje que 
dio origen a esta iniciativa contiene, en lo fundamental, las mismas ideas 
que Su Señoría ya había expresado en el proyecto de ley a que 'se ¡re­
fiere la moción que presentó al Senado .pocos días después de finalizar 
el X Campeonato Mundial de Caza Submarina, proyecto que, sin em­
bargo, todavía se encuentra pendiente en Comisión, por no estar in­
cluido en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones. 

Por eso, junto con el Honorable Senador señor Hamilton, y como 
una manera de contribuir a perf.eccionar el proyecto en estudio, fue de 
opinión de modificarlo para introducirle algunas ideas que se contienen 
en la moción de que es autor. 

rOl' su .parte, el Honorable Senador señor Valente manifestó ser 
partidario de la a~robación del proyecto, en los mismos términos en que 
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lo despachó la Honorable Cámara de Diputados, ya que su texto corres­
ponde al proyecto de ley elaborado por los Diputados señores Carvajal 
y Atencio y por Su Señoría, conjuntamente con los deportistas berH'­
ficiados y los dirigentes de la Federación de Caza Submarina, el que 
fue entregado, en entrevista €spscial, a Su Excelencia el Presidente de 
la República para su patrocinio. Agró que, por estas razones, pretendel· 
introducirle alguna modificación significa dilatar innecesariamente su 
tramitación y ~}ostergar el otorgami~nto de tlI'. b,:":,fkio t~rgente a los 
deportistas premiados. 

La iniciativa legal En informe consta de dos artículos. 
El primero de ellos dispone que la Corporación de Servicio Ha­

bitacional::s otorgani gratuibm,,:nte U:1a vivienda a cada uno de los seis 
integrantes del equipo chileno que Ob::~lVO el título de campeón mundial 
de caza submarina, al capitán del equipo y al Director Técnico, cuyos 
nombrES se señalan. 

Establece, además, que el Instituto de Desarrollo Agropecuario do­
nará, dentro del plazo de un año, un equipo completo de buceo industrial 
con b·dos sus implementos y componentes, a cuatro de los integrantes 
dd equipo, y una embarcación motorizada, con sus elementos y compo­
nentes necesarios para el desempeño de su actividad profesional, al cam­
pe0Tl individual Raúl Choque. 

A indicación de los Honorables Senadores señores Carmona y Ha­
milton, unánimemente se acordó precisar que la transferencia gratuita 
de las viviendas se hará sin las exigencias legales o reglamentarias de 
postulación, que las donaciones referidas no requerirán del trámite de 
la insinuación y que estarán exentas de todo impuesto. 

El articulo 29 prescribe que las viviendas no podrán enajenarse ni 
gravarse duranbel término de diez años, a contar desde la fecha del 
respectivo título de dominio, disposición que, también unánimemente, se 
resolvió modificar, a indicación de los Honorables Senadores señoras Car­
mona y IIamilton, en el sentido de p2rmitir qUG, CO:1 acuerdo del Con­
sejo de la Corporación de Servicios Hbatacionales, tales viviendas pUE:­

dan gravarse o enajenarse dentro del mencionado .plazo. 
/' mbos artículos, así como las enmiendas en;.U1ciadas y otras de Ll­

dole meramente formal que se introdujeron, fueron aprobadas por lfl 
unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, que, en eon­
sc::'cueneia, os forOpO'1e aprobar el P'-"o/ccto en estudio con las signi::mtes 
modifica·ciones: 

En el artículo primero, sustituir la parte que dice: "otorgará gra­
tuitamente y sin exigirles los requisitos ordinarios", por lá siguiente: 
"transferirá gratuitamente y sin las exigencias legales o reglamenta­
rias de postulación", y reemplazar la expresión "los mismos" Dor el Dro-
nombre "ellos". • . 

En el inciso segundo, colocar una coma (,) después del sustantivo 
"Cluipo" Y suprimir la expresión "del mismo". 
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E'l el inciso tercero, sustituir el adverbio "ad'emás" por la expre-
;3i~nl "a su vez". 

En el inciso cuarto, suprimir el adjetivo "mismo". 
};n séguida, agn:gar el siguiente inciso final: 
"1 as dOc1aciones a que se refiere el presente artículo no requenran 

¡:c\ h2.mite de la insinuaeión y estarán exentas de todo impuesto.". 

Artículo 29 

Sustituirlo por el siguiente . 
. A1 tícdo 29-Las viviendas comprendidas en el artículo preceden­

Le: no podr~.n gl'avarse ni enaj enarse, sin prf:;vio acuc:rdo del Consejo dG 
la Co:cpor::tción de 22rvicios EabitaciOllalcs, durante los diez afios si­
g¡'Í::ntes a la fecha del respectivo tíh,lo de dominio.". 

Con las modificaciones anteriores, é-1 rroyecto de le:- aprobado C1'12-

da como ~ig'lle: 

Proyecto de ler: 

"¡1ít'culo lv-la Corporación ce Sel'vicios Habitacionales transfe­
rü'á g;-abitamsnt2 y sin las exig-21;::,:as lécgales o l'cglamecltarias de pos­
t~1;ació:1, a los señores Raúl Choque, Fernando Sánchez, Pedro Rozas, 
::::amn::-1 no::lríguez, Eduardo Soto y Jorge Torres, integrant~s del ecpi::;o 
chileno que participó en el X Campeonato Mundial de Ca7.a SubmadEfl, 
mía vivi'2Y1da en la ciudad que ellos indiqnen. 

D:~ igGal b2neficio gozarán el capitán del equipo, Federico Schaeffer 
y :?l di~'€ctor técnico, Maximiliaro Flores. 

El Instituto de Desarrollo Apropecuario donará, a su vez, dentro 
del plazo de un año, a Raúl Choque, Pedro Rozas, Eduardo Soto y Samuel 
DüdrigE2~, un equipo completo d2 buc:..o industrial con todos sus im­
plementos y componentes. 

El organismo s2ñalado en el inciso anterior donará, además, dentro 
del plazo de un año, al campeón del mundo de caza submarina, Raúl Cho­
qne, una émbarcación motorizada, con sus elementos y componentes ne­
cesarios para el desempeño de su actividad profesional. 

Las donaciones a que se refiere el presente artículo no requerirán 
del trámite de la insinuación y estarán exentas de todo impuesto. 

Artículo 29-Las viviendas comprendidas en el artículo precedente 
no podrán gra varse ni enaj enarse, sin previo acuerdo del Consej o de la 
Corporación de Servicios Habitacionales, durante los diez años siguien­
tes a la fecha del re:opectivo título de dominio.", 

Sala de la Comisión, a 2'0 de diciembre de ,1971. 
Acorda'do en sesión de 16 del presente, con asistencia de los Hono­

rables Senadores señores Hamilton (Presidente), Carmona, Ochagavía 
y Valen te. 

(Fdo.) : Rodemil Torres Vásquez, Secretario. 
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